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1. Introducción 

 

El contexto penitenciario se asocia y/o caracteriza por la condiciones de discriminación, 

opresión, desconocimiento e invisibilización; situación que se agrava para la población femenina 

privada de la libertad, quienes históricamente han sido excluidas y han vivenciado desigualdades 

sociales, de género, sociolaborales, socioculturales, etc., previo al internamiento penitenciario 

(feminización de la pobreza, violencia de género e intrafamiliar, baja cualificación profesional, 

etc.), y así como durante y posterior el internamiento (reproducción de los roles tradicionales de 

género en el tratamiento penitenciario, poca atención diferencial en salud femenina, desarraigo 

familiar y laboral, ausencia de atención profesional a los/as menores residentes e hijos/as en el 

exterior). El hecho de ser mujeres y reclusas genera una criminalización moral y social, que es 

posible plasmar como una ñdoble desigualdadò y, que perpetua sus situaciones de vulnerabilidad, 

opresión, de riesgo y dificultad social (Del Pozo, 2012; Ariza e Iturralde, 2015; Del Pozo, 2017a; 

Sánchez, Rodríguez, Fondevila y Morad, 2018).  

 

Esta realidad es evidente en la reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò, la cual est§ adscrita a la 

Regional Viejo Caldas, según la clasificación y organización del Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario ï INPEC (2019a; 2020). Este establecimiento se encuentra ubicado en el 

departamento de Risaralda, municipio de Dosquebradas, en el sector industrial, comercial e 

institucional de La Badea (Kilómetro 3 Vía Turín La Popa), y actualmente es dirigido por la 

Capitán Lorena Chara Flor (INPEC, s.f.a). Así mismo, se caracteriza por ser un establecimiento 

carcelario de mínima y mediana seguridad, que atiende a la población femenina privada de la 

libertad intramuros sindicada y condenada (INPEC, 2020; Rey, 2020; Medina, 2020). 

 

Teniendo en cuenta la evaluación de necesidades realizada en el contexto, a partir de una 

revisión del marco normativo, de fuentes documentales del INPEC, de antecedentes de 

investigación y/o acción, de contenidos mediáticos y la aplicación de entrevistas a profesionales 

penitenciarios, se reconoce que la población femenina privada de la libertad de este centro; 

haciendo un especial énfasis en los grupos en condición de excepcionalidad, enfrenta una serie 
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de dificultades, problemáticas y/o situaciones de vulneración, riesgo y exclusión que afectan su 

calidad de vida y los procesos de resocialización.  

 

Básicamente, siguiendo la pirámide de necesidades de Maslow (1954), citado por 

Elizalde, Martí y Martínez (2006), y desarrollando intersecciones y puntos de convergencia con 

la tipología propuesta por Bradshaw (1972) y Moroney (1977), citados por Del Pozo (2018), se 

han identificado necesidades como: a) Necesidades básicas-biológicas o fisiológicas: carencias 

en la dotación de los dormitorios y productos de higiene personal; b) Necesidades de seguridad: 

dificultades en la adecuada atención y gestión social y psicológica a causa de la ausencia de los 

profesionales especializados; c) Necesidades de afiliación: ineficiencia en el acompañamiento 

social, psicológico y socioeducativo para mantener, consolidar y/o recuperar los vínculos 

afectivos sociofamiliares (mayores limitaciones con los grupos étnicos y extranjeras), desarraigo 

familiar, ineficiencia en el desarrollo de los programas de tratamiento penitenciario 

(psicosociales, socioeducativos) que se orientan hacia la cualificación de las dinámicas del 

entorno familiar, especialmente para aquellas mujeres que están próximas a salir en libertad y 

limitaciones para la gestión y movilización que permita un acercamiento entre las mujeres y sus 

familiares y/o redes de apoyo; d) Necesidades de reconocimiento: dificultades para el 

reconocimiento y respeto hacia la diversidad, presencia de situaciones de discriminación racial, 

cultural, por diversidad sexual o identidad de género.  

 

Frente a este panorama, se considera urgente, importante y pertinente comenzar a 

movilizar atenciones y acciones socioeducativas para el ámbito penitenciario, que sean 

orientadas y estructuradas desde los fundamentos de la pedagogía y educación social 

(especializada, liberadora y penitenciaria). Por ello, se propone el ñProyecto Corona ï 

Esperanza: Acompañamiento socioeducativo y familiar a las mujeres privadas de la libertad 

en condición de excepcionalidad de la reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò de Dosquebradas 

(Risaralda) y sus familiasò, cuyo propósito consiste en conocer y caracterizar las realidades, 

necesidades diferenciales, particularidades y capacidades de las mujeres privadas de la libertad 

de ñLa Badeaò en condici·n de excepcionalidad y sus familias (Dosquebradas, Risaralda), 

actuando desde un acompañamiento socioeducativo y familiar de atención integral con enfoque 

diferencial, a fin de apoyar por, con y para la reinserción y resocialización de este colectivo.  



 3  

El proyecto aportará a la movilización de recursos para la atención de necesidades básicas 

(función de ayuda y prevención de la exclusión social); con la entrega de donaciones de kits de 

higiene y bioseguridad para las mujeres y también se pretende trascender esta asistencia hacia un 

acompañamiento socioeducativo y familiar para contribuir a los procesos de resocialización, 

reeducación y reinserción, a través del diseño de alternativas socioeducativas en las que se 

comprenden diversos componentes/áreas, de especial atención desde un enfoque diferencial, y 

que reconocen las necesidades normativas, expresadas y percibidas de la población participante.  

 

Cabe resaltar la pertinencia de la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y 

Educación Social (ASOCOPESES); como agencia operadora/de prácticas del proyecto, puesto 

que se posiciona como un referente internacional, nacional y departamental en la trayectoria y 

visibilización de la pedagogía y educación social, específicamente la especializada, en Colombia. 

Ello también supone contribuir al reto del fortalecimiento académico de la pedagogía social y, 

por ende, a la profesionalización de las intervenciones socioeducativas, que deben asumir 

principalmente un enfoque social y pedagógico, y no limitarse a lo asistencial, criminológico, 

socio-jurídico y/o psicológico (Del Pozo, 2016a; Del Pozo y Astorga, 2018; Del Pozo y Zolá, 

2018; Del Pozo, Jiménez y Barrientos, 2018). 

 

Igualmente, es importante destacar antecedentes significativos que demuestran mi 

experiencia previa como pedagoga infantil, y ahora pedagoga social en formación, en este 

contexto de actuación con el desarrollo de experiencias socioeducativas que apuntan a la (re) 

socialización y (re) educación de este colectivo. En primera instancia se destaca mi participación 

en el proyecto ñLib®rateò (Proyecto socioeducativo de tratamiento penitenciario con mujeres del 

Centro de Rehabilitaci·n Femenino ñEl Buen Pastorò de Barranquilla), durante mis pr§cticas de 

séptimo semestre en el marco de la asignatura de ñExperiencia en gesti·n socialò. El objetivo del 

proyecto consistió en diagnosticar las características, necesidades y potencialidades principales 

de naturaleza socioeducativa de las mujeres reclusas, a fin de intervenir con un programa 

diferencial de género en el área personal y de habilidades sociales, participación cultural, 

educación familiar e infantil mejorando el empoderamiento para la reinserción social de las 

mujeres y sus hijos/as.  
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Posterior a ello, me vincul® como asistente de investigaci·n al ñProyecto socioeducativo 

de investigación ï acción diferencial de género de las mujeres reclusas en Colombia y sus 

familias: Modelo y acción de tratamiento para la política pública y la atención igualitaria para la 

reinserci·nò. Este proyecto se desarroll· en el mismo centro penitenciario en donde realic® mis 

pr§cticas (Centro de Rehabilitaci·n Femenino ñEl Buen Pastorò de Barranquilla), durante el a¶o 

2015-16. El objetivo de este estudio consisti· en: ñ(é) estudiar las características principales de 

las mujeres reclusas y sus familias, actuando desde un programa integral con enfoque diferencial 

de género, con el fin de mejorar la reinserción y ofrecer propuestas para la atención igualitaria en 

la política pública penitenciaria colombianaò (Del Pozo, Polo y Tabima, 2017, p.1).   

 

El diseño, ejecución y evaluación del programa integral con enfoque diferencial de 

género, se estructuró por áreas y acciones (salud diferencial, infancia y familia, formación 

sociolaboral, sociocultural y formación penitenciaria), que fueron lideradas por el equipo 

interdisciplinar. Dentro de este programa, se desarrolló un curso sociolaboral fuera del centro 

penitenciario; en un centro sociocultural de la ciudad, con las mujeres reclusas y los vigilantes. 

Esto se constituyó en un piloto para el desarrollo de posteriores actividades fuera del centro, 

puesto que, por primera vez se llevaba a cabo algo así.  

 

Sin lugar a dudas, dichas investigaciones se constituyen en un referente científico, 

práctico y académico para el país, dado que existen pocos estudios de investigación-acción 

sobre/con las mujeres privadas de la libertad, desde una perspectiva de género e interdisciplinar.  

 

Todo este proceso de intervención socioeducativa que se pretende desarrollar, acoge los 

fundamentos, metodologías y enfoques de la pedagogía social y educación social. De acuerdo 

con Caride (2002), Marchioni (2007), Melendro y Rodríguez (2013), Núñez (1999) y Úcar 

(2013), citados por Del Pozo y Astorga (2018), la pedagogía social como ciencia que fundamenta 

y orienta la práctica socioeducativa (educación social) se caracteriza por ser abierta, evolutiva y 

en constante construcción; desde tres pilares: teorías, prácticas y valores, y que se adapta a las 

realidades, características, particularidades, necesidades (diferenciales) y capacidades de los 

individuos, colectivos o contextos, actuando desde la prevención, ayuda y rehabilitación en pro 

de generar procesos de (re) inserción y (re) socialización de las personas y/o colectivos 
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históricamente excluidos y en situación de vulnerabilidad o dificultad social, como también 

desde la promoción, desarrollo cultural, potenciación y participación, para la construcción de 

ciudadanía, equidad y bienestar social, apostando por acompañar a los sujetos y poblaciones en 

la toma de decisiones y movilización de sus recursos (empoderamiento) para un desarrollo 

personal, social y la mejora de su calidad de vida. 

 

Además, focaliza su objeto de estudio en la dimensión social, política, cívica y cultural de 

los contextos, individuos y colectivos, es decir, no prioriza sobre lo curricular, los contenidos o 

saberes disciplinares, sino sobre lo relacional, los aprendizajes a lo largo de la vida, la 

socialización y sociabilidad, por tal motivo, se interviene desde, con, por y para la cotidianidad 

(Ribas, 2014; Pérez-Serrano, Fernández y García, 2014; Caride, Gradaílle y Caballo, 2015; Úcar, 

2016a; Úcar, 2018a; Del Pozo y Astorga, 2018). 

 

Históricamente, la pedagogía social surgió como una respuesta a las situaciones de 

vulnerabilidad y riesgo, a las necesidades y problemáticas de la sociedad, y a las evoluciones 

contextuales y sociales que de ella surgen. De hecho, comúnmente se relaciona con la 

intervención en aquellos contextos de vulneración social, vulnerabilidad, conflicto, dificultad 

social y/o riesgo, para desarrollar funciones de prevención, ayuda, rehabilitación, (re) inserción y 

(re) socialización. No obstante, a lo largo del tiempo se ha logrado una evolución del horizonte 

y/o propósito de las intervenciones socioeducativas, logrando así desarrollar experiencias de 

promoción y desarrollo sociocultural con los individuos y las comunidades (Añaños, 2012; 

Pérez-Serrano et al., 2014; Caride et al., 2015; Del Pozo y Astorga, 2018; Úcar, 2018a).  

En el caso del presente proyecto de intervención socioeducativa, éste se atañe y se orienta 

desde el ámbito de la Pedagogía y Educación Social Especializada, y sus funciones de 

prevención, ayuda, reinserción y resocialización, específicamente en el contexto penitenciario 

con mujeres privadas de la libertad y sus familias, teniendo en cuenta que este contexto se 

caracteriza por las situaciones de vulneración de derechos, riesgo, inadaptación, dificultad y 

exclusión social. En consecuencia, a partir de la educación social especializada se movilizan 

intervenciones socioeducativas, desde los principios de equidad y justicia, y valorando un 

enfoque diferencial de género y de derechos humanos, que facilitan la (re) inserción e 

integración social de este colectivo, así como lo proponen Gómez (2003), Núñez y Úcar (2010), 
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Del Pozo y Mavrou (2010), Añaños y Del Pozo (2014), Caride (2017) y Del Pozo y Astorga 

(2018). 

Con mayor especificidad, se retoman los fundamentos de la pedagogía social liberadora, 

la cual propone priorizar la calidad de vida desde la autonomía y auto gestión del colectivo; en 

este caso, mujeres privadas de la libertad, desde experiencias de liberación que fortalezcan y 

promuevan al sujeto como ser ético, político y social. En palabras de Caride (2010), la educación 

social en estos contextos ha de ser una práctica en, para y la libertad (p.61), que promueva la 

realización personal pero también el desarrollo social y la co-construcción de ciudadanía y 

cultura de paz (Herrera y Del Pozo, 2018). Con respecto a la acción socioeducativa que se 

propone en el proyecto, se asume la educación social penitenciaria, teniendo en cuenta que ésta 

asume la ejecución de programas y acciones individualizadas o grupales que son lideradas por 

educadores/as (sociales y/o en general), con el fin de favorecer la (re) socialización, (re) 

educación y (re) inserción laboral de este colectivo. 

 

No obstante, si bien es cierto la educación social penitenciaria mantiene un arraigo 

principal y de fuerte influencia con la educación social especializada, teniendo en cuenta que sus 

características coinciden con las realidades del contexto y fenómeno a abordar, también es 

importante reconocer la intersección que se genera con la promoción y desarrollo sociocultural, 

y la participación comunitaria. Desde ésta última se pretende movilizar la participación de las 

familias en el contexto penitenciario, el fortalecimiento de las redes de apoyo y vínculos 

sociofamiliares, la construcción de redes territoriales y del capital social, la planeación colectiva 

de experiencias que transformen las realidades que afectan su calidad de vida, y la resolución de 

conflictos por las diversas situaciones que emergen del entorno. En este sentido, en el presente 

trabajo se visualiza la educación social penitenciaria como un ámbito intermedio entre la 

educación social especializada y la animación sociocultural (educación popular, desarrollo 

comunitario, promoción y desarrollo sociocultural), claramente con mayor incidencia de la 

especializada. 

 

Si se analizan las situaciones de discriminación, opresión, exclusión, desconocimiento e 

invisibilización que recaen sobre el contexto penitenciario, las cuales se agravan con mayor 
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intensidad cuando se trata de la población femenina, es posible proyectar la pedagogía social 

(liberadora) y la educación social (penitenciaria) como el eje fundamental del tratamiento 

penitenciario, que debe ser prioritariamente emancipador, facilitando la cualificación de 

competencias para el desempeño en diferentes escenarios, y la movilización de recursos, 

herramientas y estrategias que le permitan a las mujeres privadas de la libertad empoderarse 

como sujetos activos para un desarrollo personal, social y la mejora de su calidad de vida y la 

participación social y cultural (Caride y Gradaílle, 2013; Úcar, 2016a; Úcar, 2016b; Limón, 

2017; Úcar, 2018a; Úcar, 2018b). 

 

Continúa siendo evidente y, por ende, incide en la exclusión social que se perpetua en 

este contexto hacia la población femenina, la poca pertinencia de estos tratamientos 

penitenciarios, por cuanto no se orientan desde un enfoque diferencial, que reconozca las 

necesidades (básicas, educativas, materno-filiales, desarraigo social y familiar, salud sexual, 

reproductiva y ginecológica, feminización de la pobreza, etc.), particularidades, intereses y 

capacidades del colectivo (Briceño-Donn, 2006; Del Pozo, Jiménez y Turbi,  2013; Ariza e 

Iturralde, 2015; Del Pozo y Martínez, 2015).  

 

De tal manera que, el presente trabajo de grado apuntaría a continuar construyendo 

trayectoria sobre este fenómeno socioeducativo, desde los fundamentos, modelos, metodologías 

y acciones propias de la pedagogía social (liberadora) y educación social (penitenciaria), con 

intersecciones de lo comunitario; contemplando el enfoque diferencial, con perspectiva de 

género principalmente. Mayoritariamente, en la revisión documental realizada, se identificó que 

en el país se aborda este fenómeno a partir de disciplinas como el derecho, la psicología, trabajo 

social, entre otras.  

 

Por último, con el fin de orientar la lectura del trabajo para quienes lo consideren de 

interés, a continuación, se presenta la estructura del mismo, el cual se ha organizado por 

diferentes apartados distribuidos de la siguiente manera: 

 

a) En principio se incluye un apartado de Marco teórico y Estado del Arte. En éste se 

abordan los fundamentos teóricos, prácticos y axiológicos de la pedagogía social y educación 
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social. Además, se realiza una aproximación de las primeras trayectorias de esta ciencia/práctica 

en el territorio colombiano. Posteriormente, se analiza todo lo relacionado con la 

pedagogía/educación social especializada, especialmente, su pertinencia para la intervención 

socioeducativa en situaciones de riesgo, exclusión y dificultad social; características propias del 

contexto penitenciario. Aunque, se evidencia una importante intersección con la intervención que 

reconoce el desarrollo y participación comunitaria. Por último, para enfocar estos fundamentos, 

metodologías y enfoques al contexto de actuación del proyecto, se realiza una descripción de la 

educación social penitenciaria y liberadora, enfatizando en cuestiones como: políticas y 

normativas internacionales y nacionales, enfoque de atención diferencial y de derechos humanos, 

un panorama general de las realidades de la población femenina en estos contextos y, por último, 

los modelos de intervención socioeducativa pertinentes para el ámbito penitenciario.  

 

b) Seguido a esto, se presenta el apartado de Análisis del contexto y de la población 

participante, en donde se puede encontrar el proceso de diagnóstico socioeducativo que se 

realizó en el marco del presente proyecto. Por ello, principalmente, se incluye la descripción del 

contexto sociopol²tico, territorial, geogr§fico, etc., de la reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò de 

Dosquebradas, Risaralda. Además, se detallan las características principales de la población 

femenina privada de la libertad de esta reclusión y sus familias; especialmente de los grupos en 

condición de excepcionalidad (características sociodemográficas, delictivas y situación jurídica, 

sociofamiliares y de la relación materno-filial, de la situación educativa, del estado de salud, de 

la situación sociolaboral, entre otras). Además, se contextualiza sobre la agencia operadora/de 

prácticas (ASOCOPESES), con el fin de atribuirle pertinencia desde su naturaleza 

socioeducativa, y la agencia receptora (Reclusi·n de Mujeres ñLa Badeaò). Finalmente, se 

presenta el proceso de evaluación de necesidades con sus diferentes fases (preevaluativa, 

evaluativa y postevaluativa), y el diagnóstico final. Este proceso se realizó desde de la teoría de 

la motivación humana de Abraham Maslow, y su tipología de necesidades, en la medida que se 

plantearon intersecciones y/o convergencias con la tipología propuesta por Bradshaw (1972) y 

Moroney (1977), citados por Del Pozo (2018). 

 

c) En el tercer apartado se expone el Diseño de las alternativas de intervención 

socioeducativa. De esta manera, se relata sobre los objetivos del proyecto y de las acciones que 



 9  

de éste se derivan, los indicadores y criterios, metodologías, recursos, agentes socioeducativos, 

instrumentos de evaluación, entre otros.  

 

d) Por último, se encuentra el apartado de Conclusiones y recomendaciones. En éste se 

incluyen los aspectos más relevantes a nivel teórico y práctico del presente proyecto 

socioeducativo, destacando principalmente los retos, las orientaciones, lineamientos y propuestas 

de mejora que se deben tener en cuenta para seguir apostando por una transformación en el 

tratamiento penitenciario femenino.  
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2. Marco teórico y Estado del arte 

 

2.1. Pedagogía Social y Educación Social: Fundamentos teóricos, prácticos y axiológicos 

 

ñ(é) La pedagog²a social actual es algo más que una pedagog²a de la 

necesidad, de la vulnerabilidad, del riesgo o, incluso, de la cultura o del 

aprendizaje. Es una pedagog²a de la vida y para la vidaò.   

 

Xavier Úcar, 2018, p.57 

 

El origen de la pedagogía social se atañe al período del siglo XVIII y XX en Alemania, 

tras la I Guerra Mundial, a causa de los problemas sociales que generaban inequidades en las 

condiciones económicas y políticas de la época (Ribas, 2014; Del Pozo et al., 2018; Melendro, 

De Juanas y Rodríguez-Bravo, 2018). De acuerdo con Pérez-Serrano (2002) y Ribas (2014), 

otros factores que provocaron el inicio de la pedagogía social, se relacionan con las necesidades 

educativas de la revolución industrial, los conflictos que se derivaron de las guerras ocurridas en 

Europa en el siglo XX y las rupturas políticas, económicas y sociales.  

 

Limón (2017) y Rodríguez (2009) concuerdan con estos factores, añadiendo que las 

alteraciones producidas por los fenómenos de desigualdades sociales, pobreza, proletarización y 

masificación urbana, también corresponden al inicio de la pedagogía social. Específicamente, 

seg¼n Lim·n (2017): ñ(é) los or²genes de ®sta est§n asociados a la necesidad de intervenir 

socio-educativamente en una sociedad en crisis como consecuencia de las profundas alteraciones 

producidas por la industrializaci·nò (p.24). Al respecto, A¶a¶os (2012) y P®rez-Serrano et al. 

(2014) mencionan que los impulsores de esta ciencia fueron Willmann, Natorp y Fischer, y en 

sus inicios se vinculaba a un enfoque asistencial de aquellas prácticas en las que se ayudaba a la 

poblaci·n ñm§s necesitadaò, desarrolladas por instituciones sociales de caridad.  

 

En sí, la pedagogía social surgió como una respuesta a las situaciones de vulnerabilidad y 

riesgo, a las necesidades y problemáticas de la sociedad, y a las evoluciones contextuales y 

sociales que de ella surgen. Además, como una dinámica de re-construcción para la ciudadanía, 

equidad y bienestar social (Del Pozo y Astorga, 2018). ñ(é) como un ámbito emergente, 
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innovador y muy prometedor para responder a las realidades y problemáticas que se presentan en 

el campo de la socioculturaò (Đcar, 2018b, p.5). 

 

Tabla 1. Orígenes de la pedagogía y educación social 

 

Autores Causas principales de su origen 

Ribas (2014) Período del siglo XVIII y XX en Alemania. 

I Guerra Mundial - Problemas sociales que 

generaban inequidades en las condiciones 

económicas y políticas de la época 

 

Del Pozo et al. (2018) 

Melendro et al. (2018) 

Pérez-Serrano (2002) Necesidades educativas de la revolución 

industrial, conflictos derivados de las guerras 

ocurridas en Europa en el siglo XX y las 

rupturas políticas, económicas y sociales 

 

Ribas (2014) 

Limón (2017) Desigualdad social, pobreza, proletarización, 

masificación urbana y alteraciones producidas 

por la industrialización 

Rodríguez (2009) 

Fuente: Elaboración propia a partir de Pérez-Serrano (2002), Rodríguez (2009), Ribas (2014), Limón (2017), Del 

Pozo et al. (2018) y Melendro et al. (2018). 

 

Desde esta perspectiva, se afirma que la pedagogía social se caracteriza por ser abierta, 

evolutiva y en constante construcción, que se adapta a las particularidades de los individuos, 

colectivos o contextos, con el fin de responder a las necesidades o problemáticas que afrontan 

y/o promover sus potencialidades, y así gestar cambios, transformaciones y mejoras en la calidad 

de vida, bienestar social, e impulsar el desarrollo personal y colectivo mediante la participación 

social. Por consiguiente, principalmente acompaña, actúa y desarrolla intervenciones 

socioeducativas con sujetos y colectivos en situación de vulnerabilidad y riesgo (Educación 

Social Especializada), pero también moviliza un desarrollo y promoción sociocultural, y 

participación comunitaria (Añaños, 2012; Pérez-Serrano et al., 2014; Caride et al., 2015). 
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(é) una pedagog²a social que no solo se limite a resolver problemas o a intervenir en d®ficits o 

patolog²as (como todav²a defienden algunos autores), sino que act¼e tambi®n sobre la normalidad 

de la vida cotidiana y el mantenimiento del bienestar (é) al observar que los objetivos 

socioeducativos han evolucionado de la educaci·n, resocializaci·n y normalizaci·n a la 

activaci·n, autodeterminaci·n y calidad de vida. (Úcar, 2018b, p.19-20) 

 

Además, focaliza su objeto de estudio en la dimensión social, política, cívica y cultural de 

los contextos, individuos y colectivos, es decir, no prioriza sobre lo curricular, los contenidos o 

saberes disciplinares, sino sobre lo relacional, los aprendizajes a lo largo de la vida, la 

socialización y sociabilidad, por tal motivo, su ámbito de intervención es la cotidianidad (Ribas, 

2014; Pérez-Serrano et al., 2014; Caride et al., 2015; Úcar, 2016a; Úcar, 2018a; Del Pozo y 

Astorga, 2018). ñ(é) todo ello coincide en subrayar que son una pedagog²a y una educaci·n que 

deben hacerse en, con, desde, por y para la sociedad (é)ò (Caride et al., 2015, p.7). 

 

Con relación a los fundamentos, Storø (2013) apunta que la pedagogía social se construye 

sobre estos pilares: teorías, prácticas y valores (Úcar, 2016c; Del Pozo et al., 2018; Úcar, 2018a). 

Al respecto, Úcar (2018a) sintetiza esta afirmaci·n al mencionar que: ñLa acci·n de los 

educadores sociales está guiada por valores y fundamentada en teor²asò (p.62), y le a¶ade un 

cuarto elemento, el cual define como: ñ(é) negociaciones, deliberaciones y acuerdos entre los 

educadores y los participantes en la relaci·n socioeducativaò (Đcar, 2016c, p.63). En sí, la 

pedagogía social tiene un carácter cíclico, de reflexión crítica e interacción permanente entre la 

ciencia y la práctica, y éstas son orientadas por sus fundamentos axiológicos y normativos 

(Pérez-Serrano, 2015; Caride et al., 2015; Limón, 2017; Úcar, 2018b; Melendro et al., 2018). Por 

ende, sus fundamentos teóricos, prácticos y axiológicos no se deben percibir de manera aislada, 

sino desde una perspectiva de complementariedad y retroalimentación permanente. 
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Figura 1. Conceptualización de la pedagogía social 

Fuente: Elaboración propia a partir de Añaños (2012), Storø (2013), Pérez-Serrano et al. (2014), Pérez-Serrano 

(2015), Caride et al. (2015), Úcar (2016c; 2018b; 2018a), Limón (2017), Melendro et al. (2018) y Del Pozo et al. 

(2018). 

 

A nivel teórico, se le atribuye un carácter científico que se fundamenta en lo 

epistemológico, teórico y metodológico, articulándose con las ciencias de la educación y las 

sociales. De esta manera, es considerada como una ciencia humana que configura su objeto de 

estudio, así como se mencionó anteriormente, en las realidades y contextos socio-económicos, 

políticos, cívicos y culturales (Pérez-Serrano et al., 2014; Caride et al., 2015; Limón, 2017; 

Melendro et al., 2018). Pérez-Serrano (2002; 2015) concuerda al mencionar que es una ciencia 

social y humana, y concretamente es la ciencia que estudia la educación desde una perspectiva 

histórica y social, añadiendo Úcar (2018b) a esta caracterización que ésta se percibe como la: 

ñ(é) ciencia de la educaci·n social (é)ò (p.9). En s², es aquella teor²a intencionada y ciencia 

que fundamenta y orienta la práctica socioeducativa, visualizando así un primer punto de 

convergencia entre lo teórico y lo práctico que se desarrollará más adelante.  
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La pedagogía social presenta convergencia con otras disciplinas categorizadas también 

dentro de las ciencias sociales y humanas, tales como: antropología, sociología, derecho, trabajo 

social, psicología, entre otras. Además, desde sus inicios se posicionó en un diálogo abierto con 

algunos movimientos de renovación pedagógica y la educación popular (Caride et al., 2015; 

Fermoso, 2003). 

 

Como ciencia se encuentra en constante construcción y re-construcción desde el contexto 

histórico, socioeconómico y sociopolítico de cada etapa, de tal modo que, a pesar de que nació 

en Alemania, posterior a la I Guerra Mundial, con el fin de cualificar la educación para la co-

construcción de una ciudadanía que favoreciera la convivencia, su fundamentación teórica se ha 

enriquecido y se vincula con diversas corrientes centroeuropeas, mediterráneas, alemanas, 

anglosajonas, francófonas, norteamericanas, latinoamericanas, etc., entre otras (Pérez-Serrano et 

al., 2014; Del Pozo y Astorga, 2018; Del Pozo et al., 2018). Particularmente, Pérez-Serrano 

(2002; 2015) aborda estos fundamentos desde tres enfoques: 1) Pedagogía social clásica 

(enfatizando en los postulados de Sócrates, Platón y Aristóteles en relación al principio de la 

comunidad y la espontaneidad en la educación; 2) Pedagogía social en Alemania (influencia del 

kantismo y el idealismo que incidieron en el nacimiento y desarrollo de la pedagogía social en 

Alemania, reconociendo que la educación es un medio para el desarrollo de la comunidad; 3) 

Pedagogía social moderna (carácter científico/teórico de la pedagogía social desde el siglo 

XIX).  

 

No obstante, en la literatura se identifica que la mayoría de artículos coinciden en analizar 

tres corrientes principales en el continente europeo, las cuales han configurado el desarrollo 

científico y disciplinar de la pedagogía social, y cada una de éstas se fundamenta desde los 

aportes teóricos de autores como Natorp, Pestalozzi, Nöhl, Mollenhauer, Dewey, entre otros. En 

este sentido, estas corrientes son: 1) Centroeuropea/germánica/alemana (se centra en el 

concepto de pedagogía desde lo teórico-filosófico que se enfocaba en la inadaptación de los 

infantes y jóvenes); 2) Anglosajona (carácter cientifista, empirista y pragmático ï análisis desde 

otras ciencias que investigan sobre lo educativo ï perspectiva asistencialista, las acciones de 

prevención y rehabilitación a cargo de trabajadores sociales; 3) Francófona (carácter práctico - 
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inicio desde la educación popular y transcurrió hacia la animación sociocultural - evolución del 

enfoque asistencial hacia enfoque formativo y profesional) (Añaños, 2012; Úcar, 2018b).  

 

Es importante destacar que a nivel teórico también existen aportes significativos desde las 

experiencias de educación popular de América Latina, tal y como se manifestó con anterioridad, 

reconociendo que ésta enriquece el ámbito de la gestión y desarrollo comunitario. Úcar (2018b) 

menciona que la encargada de realizar esta articulación entre la educación social y la educación 

popular ha sido la Asociación Internacional de Educadores Sociales entre el año 2001 y 2005. 

Sin embargo, Del Pozo y Astorga (2018) establecen las diferencias entre éstas dos, describiendo 

que la educación social se asocia con mayor profesionalización y la educación popular con 

prácticas culturales del pueblo y no de los profesionales, en este caso, su similitud radica en que 

la pedagogía social es la encargada de estudiarlas, orientarlas y fundamentarlas. 

 

Tabla 2. Resumen fundamentos teóricos de la pedagogía social  

 

Autores Consideraciones principales 

Pérez-Serrano et al. (2014) 

Caride et al. (2015) 

Limón (2017) 

Melendro et al. (2018) 

Pérez-Serrano (2002; 2015) 

Carácter científico fundamentado en lo 

epistemológico, teórico y metodológico 

 

Articulación con las ciencias de la 

educación y las sociales 

 

Ciencia humana cuyo objeto de estudio son 

las realidades y contextos socio-

económicos, políticos, cívicos y culturales 

  

 

Úcar (2018b) 

Caride et al. (2015) 

Limón (2017) 

Ciencia de la educación social 

 

Ciencia teórico ï práctica (praxiológica) 
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Fermoso (2003) 

Caride et al. (2015) 

Torres (2013) 

Del Pozo y Astorga (2018) 

Ribas (2014; 2018) 

 

Influencia de movimientos de renovación 

pedagógica y de los fundamentos de la 

educación popular (Paulo Freire) 

Convergencia entre fundamentos teóricos y prácticos: Teoría intencionada y ciencia 

que fundamenta y orienta la práctica socioeducativa 

 

Principales corrientes en el continente europeo 

(Añaños, 2012; Úcar, 2018b) 

 

Corriente 

 

Carácter 

Centroeuropea/germánica/alemana Concepto de pedagogía desde lo teórico-

filosófico 

 

Inadaptación de los infantes y jóvenes 

  

 

Anglosajona Carácter cientifista, empirista y pragmático  

 

Análisis desde otras ciencias que investigan 

sobre lo educativo 

 

Perspectiva asistencialista 

 

Prevención y rehabilitación (acciones de 

trabajadores sociales) 
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Francófona Carácter práctico 

 

Inicio desde la educación popular, 

transcurriendo hacia la animación 

sociocultural 

 

Evolución del enfoque asistencial hacia 

enfoque formativo y profesional 

Fuente: Elaboración propia a partir de Pérez-Serrano (2002; 2015), Fermoso (2003), Añaños (2012), Torres (2013), 

Pérez-Serrano et al. (2014), Ribas (2014; 2018), Caride et al. (2015), Limón (2017), Melendro et al. (2018), Úcar 

(2018b) y Del Pozo y Astorga (2018). 

 

A nivel práctico, la pedagogía social se fundamenta desde las acciones socioeducativas 

cotidianas y contextualizadas que se gestan a través de la educación social. En este sentido, se 

analiza que la educación social se asume como la praxis, y sus estrategias y técnicas de 

intervención materializan lo intangible, la reflexión crítica y lo científico que se construye desde 

la pedagogía social; identificando otra convergencia entre sus fundamentos.  

 

Al respecto, Gloria Pérez-Serrano define la educación social como: 

 

Aquella acción sistemática y fundamentada, de soporte, mediación y transferencia que favorece 

específicamente el desarrollo de la sociabilidad del sujeto a lo largo de toda su vida, 

circunstancias y contextos, promoviendo su autonomía, integraci·n y participaci·n cr²tica, 

constructiva y transformadora en el marco sociocultural que le envuelve, contando en primer 

lugar con los propios recursos personales, tanto del educador, como del sujeto y, en segundo 

lugar, movilizando todos los recursos socioculturales necesarios del entorno o creando, al fin, 

nuevas alternativas. (Sáez-Carreras, 2002, p.380) 

 

En este sentido, la educación social como praxis debe promover las relaciones humanas, 

cualificar procesos de socialización, empoderamiento, autonomía, participación, diversidad 

cultural, resolución de conflictos, inserción laboral, inclusión socioeducativa, entre otros. Además, 

asume el reto de apostar por la co ï construcción de ciudadanía y tejido social (Bernal, 2018).  
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Siguiendo los postulados de Pérez-Serrano et al. (2014), la pedagogía social encuentra su 

sentido práctico: ñ(é) en todos aquellos §mbitos comunitarios en los que fluye la vida en 

comunidad, por la interrelaci·n de los unos con los otros (é)ò (p.26). Es decir, en aquellas §reas 

o ámbitos de la intervención socioeducativa en los que se pretende disminuir situaciones de 

exclusión, vulneración y desventaja social, o promover el desarrollo personal y colectivo 

(prevención comunitaria con la juventud, educación de calle, educación de personas adultas y 

mayores, convivencia escolar, educación rural, rehabilitación social, responsabilidad penal de 

adolescentes, etc.) (Del Pozo y Astorga, 2018). Los aprendizajes que se co-construyen en estas 

intervenciones se relacionan con la vida cotidiana, las relaciones sociales y aquellos elementos 

que promuevan en las personas/colectivos la búsqueda de una mejor calidad de vida y 

participación social (Caride et al., 2015). 

 

Tal y como se ha mencionado en el inicio de este apartado, históricamente, según Úcar 

(2018a) y Del Pozo y Zolá (2018), los ámbitos de actuación se han relacionado con aquellos 

contextos de vulneración social, vulnerabilidad, conflicto, dificultad social y/o riesgo. De hecho, 

Fermoso (2003) la conceptualiza como la ciencia de la educación social, que se caracteriza por 

ser social, práctica y educativa no-formal, y que fundamenta y orienta las funciones de 

prevención, ayuda, reinserción y resocialización de los individuos y colectivos, que 

históricamente han sido invisibilizados por situaciones de dificultad social, vulnerabilidad y/o 

riesgo. No obstante, a mediados del siglo XX se observó un cambio en la intervención 

socioeducativa, logrando así desarrollar experiencias de promoción y desarrollo sociocultural 

con los individuos y las comunidades. Schugurensky (2015), citado por Úcar (2018a) resalta que 

no es pertinente limitar las tres funciones clásicas de prevención, ayuda y 

reinserción/resocialización a esta ciencia, puesto que, a lo largo de su historia, ésta también se ha 

interesado por la justicia social, la democracia, la solidaridad, la cohesión social y el 

comunitarismo.  

 

Al respecto, Del Pozo y Astorga (2018) proponen una definición que incluye otras 

funciones de la pedagogía social (promoción, potenciación, participación): 
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Podr²amos definir la Pedagog²a Social como la ciencia que fundamenta y orienta la pr§ctica 

socio-educativa (tradicionalmente no formal) para la prevenci·n, acci·n y rehabilitaci·n en pro de 

la madurez social del individuo y/ o colectividad; la formaci·n socioeducativa y sociocultural en 

todos sus §mbitos; as² como la promoci·n, participaci·n y potenciaci·n personal y comunitaria 

desde los Derechos Humanos, a fin de mejorar la calidad de vida y el bienestar. (p.170) 

 

Otros de los fundamentos prácticos radican en que la pedagogía social no se limita a la 

reflexión o el estudio teórico, por el contrario, siempre transciende este campo indagando por la 

realidad que la permea y se dirige a la praxis/acción (educación social) para intervenir y 

transformar. Es decir, siempre está comprometida con la acción desarrollando estrategias que 

promuevan la equidad, igualdad y desarrollo personal y comunitario. Esto refleja que un 

elemento esencial y un principio paradigmático de ésta, es que se debe realizar un análisis de la 

realidad para posteriormente saber cómo actuar, respondiendo a particularidades, necesidades y 

potencialidades, gestando de esta manera intervenciones contextualizadas y pertinentes (Añaños, 

2012). Esta trascendencia de lo teórico a lo práctico se considera también como un punto de 

encuentro entre los fundamentos. 

 

Desde esta perspectiva, se considera pertinente valorar los postulados de Úcar (2016a; 

2016b; 2018a; 2018b) y Limón (2017), quienes afirman que en las prácticas socioeducativas el 

educador social debe facilitar, ayudar y acompañar a los individuos/colectivos a dotarse de 

herramientas, recursos y estrategias que le permitan empoderarse como sujetos activos para la 

mejora de su calidad de vida y la participación social.  

 

En este punto es coherente desarrollar las convergencias identificadas hasta el momento 

entre lo teórico y lo práctico. Por consiguiente, se concluye que estos fundamentos se perciben 

dentro de la lógica de la espiral, del movimiento constante, reciprocidad y co-construcción. Los 

fundamentos teóricos (pedagogía social/reflexión crítica) orientan la práctica (educación 

social/experiencias/intervenciones), no obstante, en la praxis también se gestan procesos de 

investigación y reflexión que posteriormente enriquecerán el componente teórico, por ende, estos 

dos fundamentos necesariamente deben interrelacionarse y complementarse con el fin de 

responder pertinentemente a las necesidades de los individuos y colectivos.  
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Además, así como se mencionó anteriormente, otro punto de encuentro es que en la 

praxis se materializa lo intangible de lo científico. Estas convergencias se visibilizan en la 

corriente francófona, la cual se propone como el fundamento práctico de lo pedagógico-social. 

ñLos aportes de esta corriente se proyectan en nuestro país (España) en ideas y metodologías de 

trabajo orientadas a actuar en las comunidades con grupos en situaciones de marginación o 

pobrezaò (Ortega, Caride y Đcar, 2013). 

 

De hecho, se destaca que autores como Caride et al. (2015), Limón (2017) y Úcar 

(2018b) afirman que la pedagogía social se percibe como la integración de la ciencia y la 

práctica, es decir, se caracteriza como una ciencia teórico-práctica (praxiológica). 

 

Tabla 3. Resumen fundamentos prácticos de la pedagogía social  

 

Autores Consideraciones principales 

Caride et al. (2015) 

Limón (2017) 

Úcar (2018b) 

Añaños (2012) 

Pedagogía social ï Ciencia 

 

Educación social ï Praxis (materialización 

de lo intangible de lo científico) 

 

Acciones socioeducativas cotidianas y 

contextualizadas que se gestan a través de la 

educación social 

 

La pedagogía social no se limita a lo 

científico y/o teórico, por el contrario, 

siempre transciende para indagar por la 

realidad que la permea y se dirige a la 

praxis/acción (educación social) para 

intervenir y transformar 
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Caride et al. (2015) 

Bernal (2018) 

Pérez-Serrano et al. (2014) 

Aprendizajes co ï construidos en la vida 

cotidiana y en las relaciones sociales 

 

Calidad de vida, bienestar colectivo e 

individual, participación social, co ï 

construcción de ciudadanía y tejido social 

 

 

 

Úcar (2016a; 2016b; 2018a; 2018b) 

Limón (2017) 

Prácticas socioeducativas que facilitan, 

ayudan y/o acompañan a los 

individuos/colectivos para la dotación de 

recursos, estrategias y herramientas que les 

permitan empoderarse como sujetos activos 

para la mejora de su calidad de vida 

 

 

Fermoso (2003) 

Úcar (2018a) 

Del Pozo y Zolá (2018) 

Del Pozo y Astorga (2018) 

Funciones de la pedagogía social: 

 

a) Prevención, ayuda, reinserción y 

resocialización (contextos de vulneración, 

vulnerabilidad, conflicto, dificultad social 

y/o riesgo) 

 

b) Promoción y desarrollo sociocultural, 

participación y desarrollo comunitario 

Fuente: Elaboración propia a partir de Fermoso (2003), Añaños (2012), Pérez-Serrano et al. (2014), Caride et al. 

(2015), Úcar (2016a; 2016b; 2018a; 2018b), Limón (2017), Úcar (2018b), Bernal (2018), Del Pozo y Zolá (2018) y 

Del Pozo y Astorga (2018). 

 

A nivel axiológico, se considera el carácter normativo de la pedagogía social porque 

desde su naturaleza y esencia enriquece la acción socioeducativa de principios y normas, los 

cuales emergen de finalidades sociales, entre estos es posible destacar: la cooperación, 
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coexistencia, solidaridad, sociabilidad y socialización, diversidad y cohesión (Rodríguez, 2009; 

Limón, 2017). 

 

Constantemente se encuentra priorizando el desarrollo individual y colectivo, valorando 

la diversidad y singularidad de los sujetos. Además, desde su enfoque humanista, considera 

relevante las relaciones socioeducativas que se fundamentan desde la escucha activa, 

comunicación asertiva, corresponsabilidad, convivencia, justicia social, democracia y 

participación (Caride et al., 2015, Del Pozo y Astorga, 2018; Úcar, 2018b). 

 

Desde esta perspectiva, se reconoce la importancia de la elección, negociación, 

deliberación y construcción de acuerdos como fundamentos axiológicos, comprometiendo a la 

pedagogía social con una democracia participativa a partir del enfoque de derechos humanos 

(Caride et al., 2015; Úcar, 2018b). 

 

Todos ellos, podrían resumirse en esta propuesta que realiza Úcar (2016c) para la 

dimensión ética de la pedagogía social, destacando valores como principios que orientan las 

acciones y/o procesos socioeducativos. Estos son: a) el valor de la formación y autoafirmación, 

b) el valor del diálogo y de la confianza en la posibilidad de entenderse, c) el valor de 

colaboración, cooperación y auto organización de las personas, los grupos y las comunidades, d) 

el valor de la autonomía, autorregulación y autogobierno, y e) el valor del compromiso con lo 

humano, el valor de la equidad y de lo común. 

 

En consecuencia, se analiza que el punto de encuentro entre lo práctico y lo axiológico se 

visibiliza en la premisa que el desarrollo de las acciones socioeducativas se debe considerar 

como un acto de respeto al otro, de sus decisiones y de sus posibilidades de auto gestión. 

Además, que no solo buscan promover una igualdad de oportunidades, sino también lograr la 

cohesión social, convivencia, cooperación, equidad y solidaridad entre los sujetos de una 

sociedad. Es allí en la cotidianidad, en el contexto y realidades de intervención, en donde se 

gestan relaciones socioeducativas basadas en el compromiso con lo humano, con lo común, 

diálogo, la cooperación, la democracia participativa, el respeto, tolerancia, autonomía y 
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solidaridad. A su vez, son estas actitudes y valores las que proyectan la acción socioeducativa, a 

través de procesos de reciprocidad (Caride et al., 2015; Úcar, 2016a; 2016b; 2018a; 2018b). 

 

Así como lo expone Pérez-Serrano et al. (2014): 

 

La acci·n intencional y dinamizadora que provoca la progresiva configuraci·n de la persona en su 

contexto social; promueve su autonomía, integraci·n y participaci·n cr²tica, constructiva y 

transformadora, a la vez que se ocupa de la reeducaci·n, prevenci·n y terapia del conflicto y la 

inadaptaci·n social. (p.28) 

 

En conclusión, los fundamentos teóricos, prácticos y axiológicos convergen desde el 

momento en que la integridad de las acciones y valores se enriquecen de los argumentos teóricos 

para posibilitar oportunidades que busquen la mejora de la calidad de vida y participación social 

de personas y comunidades. ñ(é) para acompa¶arlos en sus elecciones y decisiones sobre sus 

cursos cotidianos de acci·n; no con el ánimo de controlar o dirigir sino con el firme prop·sito de, 

como ya apuntaba Pestalozzi, ayudarlo a ayudarse (é)ò (Đcar, 2018a, p.64). 

 

Tabla 4. Resumen fundamentos axiológicos de la pedagogía social  

 

Autores Consideraciones principales 

Limón (2017) Carácter normativo que enriquece la acción 

socioeducativa de principios y normas 

 

Caride et al. (2015) 

Del Pozo y Astorga (2018) 

Úcar (2016a; 2016b; 2018a; 2018b) 

Prioriza el desarrollo individual y colectivo 

 

Enfoque humanista 

 

Destaca la pertinencia de las relaciones 

socioeducativas (basadas en el compromiso 

con lo humano, con lo común) 
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Democracia participativa a partir del enfoque 

de derechos humanos (elección, negociación, 

deliberación y construcción de acuerdos) 

 

Acto de respeto hacia al otro, hacia sus 

decisiones y sus posibilidades de auto gestión 

 

Procesos de reciprocidad 

Fuente: Elaboración propia a partir de Caride et al. (2015), Úcar (2016a; 2016b; 2018a; 2018b), Limón (2017) y Del 

Pozo y Astorga (2018). 

 

2.1.1. Aproximaciones de la Pedagogía Social y Educación Social en Colombia. 

 

En América Latina, la pedagogía social y educación social asumen una fuerte influencia 

de los fundamentos de la educación popular de Paulo Freire, el desarrollo a escala humana de 

Manfred Max Neef, la investigación acción participativa de Orlando Fals Borda y los aportes del 

CELATS ï Centro Latinoamericano del Trabajo Social. Especialmente, Uruguay y Brasil se 

posicionan como dos países con una gran proyección socio-pedagógica para latinoamérica 

(Fermoso, 2003; Torres, 2013; Caride et al., 2015; Del Pozo y Astorga, 2018; Úcar, 2018b). Para 

Ribas (2014; 2018), en Brasil, la pedagogía social también surge como una respuesta a las 

rupturas políticas, económicas y sociales, actuando así frente a las nuevas demandas que 

enfrentan los contextos, atribuyéndole a las intervenciones un carácter de transformación, 

dignificaci·n y bienestar, pero sobre todo, de ñliberaci·nò.  

 

Esta apreciación conlleva a visibilizar que, en este país, la pedagogía social se basa en los 

postulados de Paulo Freire, entre otros, y estudia el proceso de fortalecimiento de liberación 

cultural y social, con el fin de sistematizar y cualificar las prácticas pedagógicas comunitarias y 

populares (Fermoso, 2003; Torres, 2013; Caride et al., 2015; Del Pozo y Astorga, 2018; Úcar, 

2018b). Así mismo, las consideraciones iniciales de esta disciplina en Brasil, se refieren a las 

intervenciones externas al contexto escolar, en procesos no formales, estableciendo así una 

pedagogía de la educación no escolar y de lo no formal (Monteiro, 2011). 
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En Uruguay, de acuerdo con Del Pozo y Astorga (2018), se destaca un reciente desarrollo 

profesional del educador social, a través del artículo 31 de la Ley General de Educación nº 

18.437 de 2008. Esta figura profesional se vincula al ámbito de desarrollo de políticas sociales y 

educativas, que se gestan desde el Ministerio de Desarrollo Social. 

 

Al respecto, según Del Pozo (2017b): 

Seg¼n Guiso (2016), existen m¼ltiples elementos para una cartograf²a de encuentros e 

intercambios de saberes y opciones pedag·gicas en la contemporaneidad en Latinoam®rica y 

Colombia que tiene caracter²sticas entrelazadas a las revoluciones latinoamericanas, la educaci·n 

popular (Krichesky, 2011); y los di§logos con metodolog²as como la animaci·n sociocultural u 

otras pr§cticas de tendencias europeas (especialmente francesa y espa¶ola) de la pedagog²a social; 

de la misma manera que ocurri· en esa construcci·n de influencias pedag·gicas de ida y vuelta 

con europa, principalmente, con la pedagog²a de lo oprimido y de la liberaci·n freiriana (Ribas 

machado, 2010), que busca el empoderamiento de y desde los oprimidos en un contexto 

latinoamericano de injusticia social (De Souza, Da Silva y Moura, 2009). (p.100) 

Ahora bien, la trayectoria de la pedagogía social y educación social en Colombia, 

también ha estado vinculada principalmente a la educación popular (de carácter no formal) 

gestada y movilizada por liderazgos comunitarios, y por agentes educativos con poca 

cualificación y profesionalización alrededor de lo pedagógico ï sociocultural e investigativo (Del 

Pozo, 2017b; Del Pozo et al., 2018). 

 

De hecho, Vélez (2010) relaciona esta trayectoria con aquellas prácticas sociales sobre 

educación ambiental, educación comunitaria, etnoeducación, educación para el desarrollo y la 

democracia, educación para la igualdad, entre otras, que demuestran la intencionalidad de 

trascender las finalidades educativas que únicamente se le atañen al ámbito escolar y, comenzar a 

visibilizar el fortalecimiento de una formación ciudadana y participación democrática en la vida 

cotidiana, el ámbito político y económico de un país. 

 

Actualmente, dentro del panorama de cambios emergentes, situaciones de inequidad, 

desventaja o exclusión social, delincuencia o violencia sociopolítica y/o vulneración de derechos 

que se viven en el país, se reconoce que la pedagogía y educación social deben ser una apuesta 
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interinstitucional que favorezcan la participación sociocultural para la re-construcción de 

ciudadanía y co-construcción de una cultura de paz, una sociedad sostenible, equitativa, 

igualitaria, y con un bienestar social (Del Pozo y Astorga, 2018; Del Pozo y Zolá, 2018). 

 

La construcci·n de Cultura de paz en Colombia, necesita a la PS y a la ES. Mientras no haya una 

reforma pol²tica que unifique actuaciones desde la ES m§s gen®rica, ser§n etnoeducadores, 

educadores comunitarios, educadores infantiles, educadores de adultos, educadores rurales, etc., 

los que deber§n construir Cultura de paz comunitaria (é). (Del Pozo et al., 2018, p.36) 

 
Si bien es cierto, en Colombia se han modificado e implementado nuevas políticas 

educativas, penitenciarias, de desarrollo y gestión social, éstas no contemplan un carácter 

preventivo, formativo y de acción socioeducativa, el cual le atribuye la pedagogía y educación 

social, para apostar por la disminución de situaciones de dificultad, exclusión y/o conflicto social 

(Del Pozo, 2017b; Del Pozo y Astorga, 2018; Del Pozo y Zolá, 2018). 

 

Frente a esta perspectiva, se destaca la necesidad e importancia de asumir el reto del 

fortalecimiento académico de la pedagogía social y, por ende, la profesionalización de las 

intervenciones socioeducativas, que deben tener principalmente un enfoque social y pedagógico, 

y no limitarse a lo asistencial, socio-jurídico y/o psicológico (Del Pozo, 2016a; Del Pozo y 

Astorga, 2018; Del Pozo y Zolá, 2018; Del Pozo et al., 2018). 

La educaci·n social debe ser la nueva apuesta interinstitucional del pa²s en los retos de 

transformaci·n social. Cualquier actividad educadora se realiza sobre la comunidad; por tanto, es 

imprescindible avanzar en la perspectiva social de la educaci·n y superar su principal 

protagonismo cognitivista y «psicologizante». (Del Pozo, 2016a, 79) 

Siguiendo los postulados de Del Pozo (2016a; 2017b), Del Pozo y Astorga (2018) y Del 

Pozo et al. (2018), Colombia está afrontando el reto de la transformación política, social y 

cultural, no obstante, no se cuenta con una trayectoria formativa e investigativa de agentes 

socioeducativos. Principalmente, el modelo de formación de la comunidad educativa y directiva 

colombiana ha sido enfocado en el contexto escolar y curricular, basada en competencias 

específicas y básicas de las didácticas. Por ello, es posible afirmar que se requiere una formación 

especializada y profesionalizada de la pedagogía y educación social, que les permita a los 
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docentes y directivos abordar los fenónomenos socioeducativos desde las estrategias, 

metodologías y técnicas adecuadas. Cabe destacar que, hasta el año 2016, se comenzó a 

proyectar, de manera más específica, las nuevas licenciaturas para la enseñanza a grupos 

poblaciones y para la intervención en los diferentes ámbitos y enfoques de la educación social. 

 

Vélez (2010) apunta que la pedagogía social en Colombia a penas comienza desde su 

proceso de sistematización y formalización. Por consiguiente, las intervenciones de esta ciencia y 

práctica en el país, no solo deben ser subjetivas o sistemáticas, sino que también deben incluir 

una apuesta por la intervención política en escenarios de inclusión económica, política y social, 

para la defensa, garantía y protección de los derechos de todos los ciudadanos.  

 

Además, para Vélez (2010): 

 

(é) Las relaciones escuela/comunidad, la educaci·n comunitaria, las pedagog²as cr²ticas, 

alternativas y frente al conflicto, la educaci·n para el desarrollo son una propuesta inicial que 

debe ser retomada en l²nea de investigaci·n y en tem§ticas problematizadoras de formaci·n de 

educadores sociales en Colombia para que reflexionen e intervengan las problem§ticas propias del 

pa²s producto de la inequidad, la violencia, el conflicto y reflejada en el uso inadecuado de 

drogas, los desplazamientos forzados o migraciones obligadas, los procesos de desmovilizaci·n, 

la reconstrucci·n democr§tica del pa²s, la calidad de vida que deben tener los ciudadanos 

habitantes de la calle, entre otras circunstancias propias de un desarrollo desigual que afecta las 

poblaciones menos favorecidas en Colombia. (p.11) 

 

Con esta propuesta de Claudia Vélez de la Calle, es pertinente destacar que, desde la 

academia, el Instituto de Estudios en Educación (IESE) de la Universidad del Norte de 

Barranquilla, ha apostado por contribuir al fortalecimiento científico, investigativo y académico 

de la pedagogía y educación social en Colombia. Principalmente, se reconocen los antecedentes 

de proyectos de investigación socioeducativos que se han desarrollado sobre ámbito 

penitenciario, educación para la paz, inclusión social y educativa, participación ciudadana, entre 

otros, vinculados al Grupo de Investigaci·n ñCognici·n y Educaci·nò (A1 ï COLCIENCIAS) y 

la L²nea ñInstituciones, Contextos y Educaci·nò. Adem§s, un primer acercamiento a esta 

profesionalización, inicialmente, desde la Maestría en Educación con Énfasis en Pedagogía 
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Social, y finalmente con la consolidación de la primera Maestría en Pedagogía Social e 

Intervención Educativa en Contextos Sociales. Aunque, posterior a ésta, la Universidad de 

Nariño, desde la Facultad de Humanidades, lanzó su Maestría en Pedagogía Social, y también 

una Maestría en Intervención Social. Sin lugar a dudas, esta movilización científica y académica 

es una respuesta especializada y una apuesta interinstitucional para los retos de la transformación 

social del país (Del Pozo, 2017b; Del Pozo y Zolá, 2018).  

Por último, también es importante reconocer como un aporte a la trayectoria de la 

pedagogía y educación social en el país, la constitución de ASOCOPESES y todos los planes, 

programas, proyectos y acciones socioeducativas que desde allí se ejecutan, dentro de los 

ámbitos de intervención de esta disciplina. ASOCOPESES es una entidad sin ánimo de lucro, de 

carácter privado, naturaleza civil y responsabilidad limitada, que se constituye como la primera 

asociación a nivel científico, académico y social en el ámbito sociopedagógico y socioeducativo, 

configurándose como un ente articulador entre la academia, las administraciones públicas y 

privadas y la sociedad civil (ASOCOPESES, s.f.). 

Así mismo, en el marco de una consolidación investigativa, académica y de innovación 

de la pedagogía y educación social en el territorio colombiano; para contribuir al mejoramiento 

de la calidad de vida de los sujetos, comunidades y/o colectivos, ASOCOPESES ha coordinado 

una cooperación y proyección a nivel nacional e internacional con la constitución de redes y 

alianzas interinstitucionales. Siendo así, recientemente se firmó y legalizó el acuerdo de 

cooperación entre la Sociedad Iberoamericana de Pedagogía Social (SIPS) y ASOCOPESES, el 

cual representa el desarrollo de actividades, acciones, programas y/o proyectos académicos, 

científicos e investigativos entre instituciones europeas, iberoamericanas y latinoamericanas, 

para la potenciación de redes académicas y un impacto en políticas públicas (ASOCOPESES, 

s.f.). 
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Figura 2. Pedagogía social en Latinoamérica (especial énfasis en Colombia) 

Fuente: Elaboración propia a partir de Fermoso (2003); Vélez (2010); Torres (2013); Caride et al., (2015); Del Pozo 

(2016a); Del Pozo (2017b); Del Pozo et al., (2018); Del Pozo y Zolá (2018); Del Pozo y Astorga (2018); Úcar 

(2018b). 

 

2.2. Intervención socioeducativa en situaciones de riesgo, exclusión y dificultad social: 

Pedagogía Social y Educación Social Especializada 

 

En el apartado anterior se abordaron de manera general algunos ámbitos en los que actúa 

la pedagogía y educación social, especialmente aquellos que se asocian a los contextos 

ñnormalizadosò o acciones comunitarias y los ñno normalizadosò o acciones especializadas. 

Estos ámbitos de intervención, también denominados como espacios profesionales según Pérez-

Serrano (2015) y Sáez-Carreras (2002), se refieren a realidades muy diversas y, si bien es cierto, 

en la literatura se denominan, estructuran y/o clasifican de diferentes maneras, para Pérez-

Serrano (2015), éstos responden básicamente a: 1) acciones globales para todos los sectores con 

población normalizada (ocio, animación sociocultural, adultos, socialización) y, 2) acciones 
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específicas con sectores concretos de la población (sectores sociales, problematizados, dificultad 

social, marginación e inadaptación).  

Desde esta misma perspectiva, se identifican los postulados de Quintana (1986), citado 

por Gómez (2003), Bernal (2018), Del Pozo et al. (2018), Del Pozo y Zolá (2018), Del Pozo y 

Astorga (2018), quienes coinciden en consolidar el amplio marco de la pedagogía social y 

educación social desde dos vertientes, las cuales en algunas ocasiones presentan unas 

intersecciones: a) educaci·n social ñnormalizadaò o acciones de desarrollo sociocultural, familiar 

y/o comunitario (democratización, dinamización social, promoción, potenciación y 

participación), y b) educación social especializada (actuación desde la prevención, ayuda, 

reinserción y resocialización en el riesgo, dificultad, inadaptación o exclusión social). Por su 

parte, Añaños (2012) y Del Pozo y Zolá (2018) también reconocen otros ámbitos y/o enfoques 

emergentes como la educación social escolar, educación para la paz, educación social 

penitenciaria, o educación social para la salud. Lo acertado es que, tanto en un contexto 

ñnormalizadoò como en uno ñno normalizadoò, se movilizan acciones socioeducativas en pro del 

desarrollo y crecimiento social de los sujetos y colectivos en todos los ámbitos en los que se 

desenvuelve (Pérez-Serrano, 2015; Bernal, 2018). 

Para Añaños (2012), Del Pozo y Añaños (2013) y Ruíz, Martín y Cano (2015), los 

ámbitos, campos o escenarios de intervención de la pedagogía y educación social son sumamente 

amplios, diversos, complejos y en constante evolución, y se vinculan de acuerdo a las 

necesidades y demandas personales, sociales, culturales, y a las características y peculiaridades 

de cada contexto, el momento histórico, etc. De hecho, cada autor realiza sus diferentes 

clasificaciones, teniendo en cuenta algunas cuestiones como: grupos etarios, poblaciones, 

tipología de intervención, posición institucional, entre otras.  

Hay tres variables interdependientes que configuran los sectores de intervenci·n y las §reas 

institucionales de la educaci·n social: el grupo de edad, la existencia de colectivos que presentan 

necesidades singulares y la posici·n institucional desde donde opera la acci·n socioeducativa. Las 

dos primeras variables interseccionan dando lugar a los sectores de intervenci·n, que presentan 

diversidad y pluralidad en funci·n de las distintas combinatorias posibles (é). (G·mez, 2003, 

p.236) 
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Por ejemplo, Sarramona y Úcar (1968) citados por Pérez-Serrano (2015) proponen una 

clasificación que incluye: a) educación permanente de personas adultas, b) formación laboral, c) 

educación especializada y, d) animación sociocultural y tiempo libre. Para Parcerisa (1999), 

citado por Pérez-Serrano (2015), los ámbitos son: a) animación o dinamización sociocultural, b) 

educación de personas adultas, c) educación en sectores con problemáticas específicas y, d) 

intervención en los medios de educación informal. En el caso de Gómez (2003), expone que los 

ámbitos de actuación son: a) educación social especializada, b) educación para personas adultas 

y mayores, c) animación sociocultural y desarrollo comunitario y, d) formación sociolaboral. 

Así mismo, Añaños (2012) los denomina como campos genéricos, de los cuales emergen 

ciertos campos específicos, en este caso se organizarían de la siguiente manera: a) educación 

social especializada (infancia y adolescencia en riesgo, marginación, exclusión, pobreza, 

desigualdad social, inadaptación, conflicto social, medio penitenciario, entre otros), b) animación 

socioeconómica (formación laboral y ocupacional, inserción sociolaboral, desarrollo 

comunitario, etc.), c) animación sociocultural (educación para el desarrollo, educación socio-

ambiental, educación para el ocio y tiempo libre, entre otros), d) educación de adultos (educación 

permanente y de adultos, educación de personas mayores, etc.) y, d) campos emergentes 

(educación para la salud, educación para la igualdad, educación para la paz, educación social 

penitenciaria, etc.).  

La taxonomía presentada por García (2010), citado por Torres (2013), presenta una 

constitución de ámbitos de intervención que se estructuran según sectores, grupos etarios y 

poblaciones. Lo mismo ocurre con la clasificación realizada por Limón (2017), quien organiza 

dichos ámbitos en ocho núcleos o áreas principales, según las acciones desarrolladas y los 

colectivos participantes.  

No obstante, a pesar de esta diversidad, se debe interpretar y reconocer la 

complementariedad y los puntos de intersección y convergencia de cada uno de estos ámbitos, 

respetando también las características definitorias y particulares de cada uno de éstos (Gómez, 

2003; Añaños, 2012).  
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En el caso del presente trabajo de grado, la propuesta de intervención socioeducativa se 

atañe y se orienta desde el ámbito de la Pedagogía y Educación Social Especializada, y sus 

funciones de prevención, ayuda, reinserción y resocialización, específicamente en el contexto 

penitenciario con mujeres privadas de la libertad y sus familias, teniendo en cuenta que este 

contexto se caracteriza por las situaciones de vulneración de derechos, riesgo, inadaptación, 

dificultad y exclusión social. En consecuencia, a partir de la educación social especializada se 

movilizan intervenciones socioeducativas, desde los principios de equidad y justicia, y valorando 

un enfoque diferencial de género y de derechos humanos, que facilitan la inserción e integración 

social de este colectivo, así como lo mencionan Gómez (2003), Núñez y Úcar (2010), Del Pozo y 

Mavrou (2010), Añaños y Del Pozo (2014), Caride (2017), Del Pozo (2017b) y Del Pozo y 

Astorga (2018). Aunque, es importante destacar que este es el principal ámbito, por las 

condiciones del contexto, más adelante se podrá observar la fuerte intersección y el 

reconocimiento de la promoción y desarrollo comunitario para la intervención.  

En el contexto latinoamericano, especialmente en Colombia; por sus condiciones socio-

históricas, situaciones sociopolíticas, etc., la educación social en situaciones de riesgo, conflicto 

y dificultad social es de gran relevancia y/o urgencia; entendiendo ésta como la educación social 

especializada. Específicamente, los contextos que requieren de una intervención socioeducativa 

desde este ámbito, se podrían estructurar de la siguiente forma: infancia y adolescencia en 

situación de dificultad social (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF), contextos 

donde se evidencie violencia intrafamiliar, contextos en situación de pobreza extrema y 

desigualdad social, población privada de la libertad y/o población pospenada, migrantes, 

situaciones de prostitución, la trata de personas, en el Sistema de Responsabilidad Penal para 

Adolescentes (SRPA ï adolescentes infractores en los Centros de Atención Especializada), 

población en situación de discapacidad (CE Camilo, Fundown, Fides), población 

drogodependiente (Fundar Colombia, Fundación Libérate, Hogares Claret, Fundación Semillas 

de Vida), entre otros (Añaños, 2012; Torres, 2013; Del Pozo y Astorga, 2018). 

Si se realiza una revisión de los precursores de este ámbito, es posible destacar a Lorenzo 

Luzuriaga, quien promovía la idea de la inserción social, igualdad de oportunidades y justicia 

social para todos los colectivos, especialmente para aquellos que vivenciaban situaciones de 

vulneración, riesgo y/o exclusión. También, se reconoce a José María Quintana y José Ortega 
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Esteban, quienes le apuestan por la consolidación de acciones socioeducativas para la 

prevención, rehabilitación y resocialización. De hecho, José Ortega Esteban es experto en 

delincuencia juvenil e inadaptación social (Fermoso, 2003; Ortega et al., 2013; Bejarano y 

Rodríguez, 2013; Limón, 2017). 

Con relación a la conceptualización de la pedagogía y educación social especializada, en 

la literatura se identifican los aportes de Gómez (2003), quien define este ámbito como aquel en 

el que se desarrollan intervenciones con personas o colectivos que presentan necesidades 

singulares, las cuales afectan su socialización y adaptación social. Para López (2005), la 

pedagogía y educación social especializada aborda los contextos con problemas de carencia y 

exclusión social, y situaciones de dificultad y conflicto social.  

 

(é) nos referimos a las alternativas educativas en situaciones en las que se plantean problemas 

sociales específicos: delincuencia, marginaci·n, riesgo social, drogadicción, abandono, etc. Estas 

intervenciones se pueden realizar en paralelo al sistema educativo reglado o al margen de ®ste. Su 

objetivo fundamental es ayudar a solucionar, mediante estrategias socioeducativas, determinados 

problemas propios de la inadaptaci·n, al tiempo que introduce la dimensión pedagógica en el 

trabajo social y asistencial con los sectores más desfavorecidos de la comunidad. (p.62) 

 

López (2005) también apunta sobre la importancia de orientar las intervenciones 

socioeducativas desde un análisis de la realidad, con medidas pedagógicas de carácter 

especializado, y que sean desarrolladas por agentes cualificados. Así mismo, las realidades 

complejas de cada uno de estos colectivos requieren de actuaciones interconectadas e 

interdisciplinarias que respondan a estas particularidades, características y potencialidades (Del 

Pozo y Añaños, 2013). ñ(é) para ser eficaces nuestras en nuestras actuaciones, debemos tener 

una visi·n compleja de la realidadò (L·pez, 2005, p.66). Con respecto a las funciones del 

educador social especializado, López (2005) manifiesta que este profesional debe orientar y 

acompañar el fortalecimiento de recursos del sujeto y/o colectivos, y ayudar a construir 

alternativas para facilitar su inserción social, y desarrollo personal, posicionándolos de esta 

manera como los protagonistas de su propia vida.  
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De la misma manera, otros autores como Núñez y Úcar (2010), Del Pozo y Mavrou 

(2010), Del Pozo y Añaños (2013), Añaños y Del Pozo (2014), Ruíz et al. (2015), Pérez-Serrano 

(2015), Del Pozo y Astorga (2018) y Del Pozo et al. (2018), ratifican estas funciones y 

particularidades de la pedagogía y educación social especializada, y su pertinente actuación en 

los contextos con situaciones asociadas a vulneración, amenazas, riesgo, exclusión, dificultad y/o 

conflicto social, tales como: violencia, delincuencia, drogodependencia, entre otros. Todo ello 

con el fin de movilizar y acompañar a estos sujetos y/o colectivos en su proceso de integración, 

reinserción y resocialización en las comunidades.  

 

Por otro lado, en cuanto a lo que le compete al desarrollo y promoción sociocultural, y a 

la participación comunitaria, la cual también se considera como un ámbito de intervención que 

intercede en el contexto y el fenómeno a abordar, Escarbajal (1992), Caride (2005) y Goig 

(2013) reconocen que la animación sociocultural (ASC) moviliza actuaciones críticas, libres y 

transformadoras que responsabilizan a los ciudadanos para asumir una capacidad de análisis, 

creación, organización, expresión y reflexión crítica. Es decir, la ASC promueve los procesos de 

democracia cultural, a través de la participación ciudadana, la concientización colectiva de sus 

propias realidades para el desarrollo autónomo, y percibe a los individuos como 

creadores/productores que se auto gestionan para la toma de decisiones culturales, sociales y/o 

políticas, lo cual impacta a largo plazo en el alcance de una emancipación comunitaria y la 

transformación social, como también a la contribución de una sociedad más justa y democrática. 

 

Ahora bien, para finalizar este apartado se considera importante discutir sobre aquello 

que se entiende como ñintervenci·n socioeducativaò, a nivel general, desde los fundamentos de 

la pedagogía y educación social, y aterrizando este concepto en el ámbito de actuación de la 

especializada. En este sentido, inicialmente, se analizan los postulados de Sáez-Carreras (1993), 

quien caracteriza la intervención socioeducativa como una práctica social ï crítica situada en el 

contexto socio-histórico donde se produce, a partir de la cual un sujeto o un colectivo, logra su 

autodeterminación y desarrollo social. Además, realiza mucho énfasis en que no considerar a las 

poblaciones como consumidores o sujetos pasivos, por el contrario, se les debe atribuir el papel 

de participantes y protagonistas activos de sus procesos de cambio y/o transformación. Úcar 

(2016d; 2018a; 2018b) coincide con esta afirmación, y aclara que a pesar de que los educadores 
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y participantes (no son destinatarios o grupos diana), se encuentran en un mismo nivel de 

jerarquía en la relación socioeducativa, también deben existir unos roles claramente 

diferenciados.  

 

ñ(é) Los primeros aportan su formaci·n t®cnica y su experiencia profesional en el abordaje de 

situaciones y problemáticas socioeducativas. Los segundos, el conocimiento y la experiencia -de 

primera mano y en primera persona- respecto de las realidades en las que se desenvuelven sus 

vidas (é). (Đcar, 2016d, p.47-48) 

 

Para Castillo y Cabrerizo (2011), tradicionalmente, la intervención socioeducativa ha sido 

concebida como una acción didáctica, por cuanto, pretende dotar a cada persona de los recursos 

y estrategias que le permitan un desarrollo individual y social. Dichas acciones se realizan de 

forma sistemática y estructurada, además se orientan y construyen según la perspectiva que 

asuman, ya sea: científico-tecnológica, interpretativa-interaccionista, socio-crítica, o académico-

disciplinar.  

 

Por su parte, Melendro, González y Rodríguez (2013) la caracterizan como una acción 

social con alcance educativo, que responde a unas necesidades y realidades complejas de 

individuos y colectivos, y cuyo fin se orienta a la movilización de oportunidades educativas, 

sociales, laborales, etc. Así mismo, le atañen un carácter de praxis, como interacción constante 

entre la acción y la reflexión. Esta descripción coincide con ciertos aspectos propuestos por 

Quintanal y Pérez (2013), dado que los autores reconocen la importancia de intervenir con, por, y 

desde las realidades, dificultades y capacidades de los participantes, para mejorar y/o provocar 

cambios en su calidad de vida. Consecuentemente, los autores manifiestan que las acciones 

socioeducativas no deben ser aisladas o independientes, sino que requieren de una 

interdisciplinariedad en su planificación, ejecución y evaluación.  

 

Por último, para finalizar esta conceptualización sobre intervención socioeducativa a 

nivel general, se destacan los aportes significativos de Silva y Villaseñor (2018), por cuanto 

aportan un carácter diferenciador que le apuesta por el poder y valor de lo comunitario, de las 

redes, la cooperaci·n y la movilizaci·n social. Silva y Villase¶or (2018) expresan que: ñ(é) la 
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intervenci·n socioeducativa es una actividad comunitaria. Mientras todos nos movamos y 

cambiemos juntos estaremos educándonos y el mundo seguirá moviéndose y cambiando (é)ò 

(p.73). 

 

Al focalizar este concepto al ámbito de la educación social especializada; frente a las 

situaciones de desigualdad, vulnerabilidad, exclusión, riesgo y/o dificultad social, se rescatan las 

aproximaciones de Sáez-Carreras (1993) y Úcar (2016d), ya que, apuntan hacia esa necesidad de 

desplegar escenarios y acciones socioeducativas que ayuden a las personas y/o colectivos a 

promover una autonomía, autodeterminación y empoderamiento para mejorar sus realidades.  

 

ñ(é) es una acción profesional desarrollada por pedagogos o educadores en el marco de una 

situación o problemática sociocultural con la intención de generar escenarios que ayuden a las 

personas, grupos o comunidades participantes a empoderarse; esto es, a dotarse de los recursos 

necesarios para mejorar su situaci·n en el mundoò. (Đcar, 2016d, p.48) 

 

De la misma manera, los aportes de López (2005), Morata (2014) y Úcar (2018b) 

permiten una significación de la intervención socioeducativa en este ámbito. Úcar (2018b) 

explica que la intervención por sí sola, no puede lograr que las personas o colectivos salgan de 

sus situaciones de dificultad social. En este sentido, además de los profesionales que acompañan, 

ayudan y facilitan el acceso a recursos, a la superación de las situaciones que experimentan, y la 

mejora de procesos que permitan vivir de manera digna, también es necesario una auto gestión 

de los participantes para decidir lo que quieren o pueden hacer con sus vidas. De esta manera, el 

pedagogo/educador social asume el reto de estimular procesos de concientización que 

promuevan la transformación personal, la toma de decisiones y la capacidad de gestionar 

recursos para su bienestar. En palabras de Úcar (2018a), lo anterior se resume en: ñ1) tomar 

conciencia de su situación, 2) elegir actuar sobre sí mismo y su situación para mejorarla, y 3) 

buscar los recursos que le permitan actuar y luchar para conseguir aquella mejoraò (p.62). 

 

Al respecto, López (2005) comenta que: 

 

(é) El educador social especializado es un profesional o un voluntario que interviene, que es 

protagonista, y hace protagonistas a sus destinatarios de una acci·n social cuyo fin es modificar 
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determinadas situaciones personales y sociales ïde riesgo social, marginaci·n, etc.ï a trav®s de 

estrategias educativas. En este sentido, el educador especializado pretende concienciar a los 

individuos de su propia identidad y su dignidad personal, y proporcionar a cada uno de ellos la 

posibilidad de mejorar su propia calidad de vida. (López, 2005, p.67) 

 

Esta nueva visi·n de la intervenci·n puede ayudar a encontrar y construir alternativas coherentes 

que permitan un desarrollo personal y social justo, solidario y respetuoso con la dignidad humana, 

asuman la diversidad y eleven la autoestima los sujetos y los grupos hasta convertirlos en 

protagonistas de su propia vida. (López, 2005, p.70-71) 

 

Otra aporte significativo para la conceptualización de intervención socioeducativa desde 

el ámbito de la educación social especializada, se relaciona con la urgencia de desarrollar un 

cambio de perspectiva sobre los sujetos y colectivos en situaciones de riesgo o dificultad social, 

puesto que, comúnmente, sus realidades se analizan desde las carencias, problemáticas o 

necesidades. Frente a ello, Morata (2104) y Úcar (2018b) proponen el reconocimiento y 

movilización de capacidades, como punto de partida para el crecimiento y mejora personal, la 

transformación de realidades y la posibilidad de salir de la situación de vulnerabilidad en la que 

se encuentran. 

 

Por su parte, al aterrizar el concepto en el ámbito de la animación sociocultural, 

Escarbajal (1992), Caballo (2001), Caride, (2005), Úcar (2012) y Mozas (2016) mencionan que 

la ASC es un proceso de acción e intervención socioeducativa que mediante la participación 

activa y autónoma de los sujetos; quienes realmente son los protagonistas, logran transformarse a 

sí mismos y a su entorno en pro de una vida digna, democrática y con calidad, basándose en una 

comunicación participativa, co-construida y dinamizadora, orientada desde la negociación y el 

consenso, que favorece las relaciones interpersonales en el seno comunitario. Por lo que, es una 

herramienta con, por y para el desarrollo sociocultural y educativo que cuenta con un 

acompañamiento y seguimiento respectivo a lo largo de cada una de sus fases, partiendo del ser 

de cada persona y hasta donde quieran llegar, reconociendo las libertades y las 

corresponsabilidades. Igualmente, es catalogada como una práctica social crítica y política; que 

le apunta a la disminución de desigualdades sociales, abarcando todo tipo de interacciones en la 
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dinámica social y en el contexto específico de una comunidad determinada, la cual busca su 

optimización social, autodeterminación y emancipación. 

 

2.3. De la opresión y/o exclusión social hacia la liberación: Educación social penitenciaria  

 

 
ñLa educaci·n social penitenciaria ha de ser una práctica de y hacia la 

libertadò.   

 

José Antonio Caride, 2010, p.61 

 La exclusión social se comprende como la negación o inobservancia de los derechos 

humanos y sociales básicos, es decir, con aquellos relacionados con el bienestar de la persona 

(salud, educación, trabajo, cultura, vivienda, libertad, entre otros). Así mismo, se visibiliza en las 

diferentes situaciones de precariedad, dificultad social, amenaza y riesgo social que viven ciertos 

colectivos. A su vez, impacta en el deterioro de los derechos económicos y políticos, 

desdibujando la construcción de ciudadanía, cultura de paz y sociedades democráticas. Este 

concepto se percibe ñcomplejoò por sus diferentes implicaciones (pol²ticas, educativas, 

económicas, sociales, culturales), por ello, es posible abordarlo desde una pluralidad de enfoques 

para su análisis (Jiménez, 2008; Morata, 2014). Para Izquierdo (2011), la exclusión social debe 

trascender de su relación con la pobreza, y asociarse principalmente con la negación y/o 

imposibilidad de acceso a mecanismos de desarrollo personal, social e inserción socio-

comunitaria.  

Desde esta perspectiva, es interesante revisar las características que delimitan el 

concepto, propuestas por Jiménez (2008; 2012a) y Subirats (2005): 

 

- La exclusión social es multidimensional y relacional: Causas diversas que se 

interrelacionan y que lo posicionan como un fenómeno poliédrico y complejo.  

 

- Asume una dimensión estructural: Reconoce las desigualdades sociales que se han 

identificadas a lo largo de la historia, desde un contexto más globalizado, situando a 

los colectivos dentro o fuera de los derechos humanos y sociales básicos.  
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- Es un proceso dinámico, no es una condición. 

 

- Es una situación socialmente construida, con carácter resoluble, que se puede abordar 

desde políticas públicas y el tejido social. 

 

En este sentido, la exclusión social se visibiliza en función de factores de riesgo 

interrelacionados entre sí y, que comúnmente, se cristalizan en formas de discriminación hacia 

determinados colectivos. Algunos factores de riesgo que configuran la exclusión son: género, 

edad, etnia y/o procedencia, situación de discapacidad, niveles educativos, inclusión laboral, 

desestructuración familiar, entre otros (Jiménez, 2008; Izquierdo, 2011). 

 

Uno de los grupos poblacionales y/o colectivos que han sido históricamente excluidos, 

corresponde a la población femenina. En la literatura es posible encontrar diversos documentos 

académicos, normativos, políticos, etc., que reflejan la multitud de situaciones de desigualdades 

de género que se proyectan en una discriminación social, sociolaboral, cultural, estructural, 

educativa, etc. Ahora bien, si esta situación de desigualdad y discriminación se aterriza al 

contexto penitenciario, se analiza que todo este panorama produce una ñdoble desigualdadò por 

el simple hecho de ser mujeres y reclusas (criminalización moral y social). Además, este círculo 

de marginalidad y exclusión, caracterizado por ser complejo, reconoce múltiples factores de 

riesgo en su microsistema y macrosistema; modelo ecológico de Bronfenbrenner, lo cual influye 

significativamente en su desarrollo. En consecuencia, la exclusión social, estructural y 

dimensional que sufren las mujeres en situación de riesgo social; en este caso por la privación de 

su libertad, genera un impacto en el ejercicio de sus derechos y participación social, perpetuando 

así sus situaciones de vulnerabilidad, opresión, de riesgo y dificultad social (Del Pozo, 2012; 

Ariza e Iturralde, 2015; Del Pozo, 2017a; Sánchez et al., 2018). 

 

De acuerdo con Añaños y García (2017), en el contexto penitenciario se visibilizan tres 

tipos de exclusiones: 

 

- Exclusión primaria: Situaciones carenciales, necesidades y desventajas a lo largo de 

su vida (previa a prisión). 
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- Exclusión secundaria: Visibiliza el colectivo por la entrada a la prisión.  

 

- Exclusión terciaria: Una vez cumplida la condena. Estigmatización en los procesos de 

reinserción social, laboral y familiar.  

 

Por su parte, Del Pozo y Martínez (2015) coinciden en demostrar esta discriminación que, 

tradicionalmente, han sufrido las mujeres en el contexto penitenciario; reconociendo a su vez a 

este colectivo como población vulnerada y vulnerables por los diversos factores 

multiproblemáticos y complejos que viven. Esta situación de discriminación incide 

constantemente en los diferentes momentos del tratamiento penitenciario (previo ingreso, 

durante el mismo y después de la excarcelación). 

 

Con el fin de continuar comprendiendo y analizando todo lo relacionado con exclusión 

social, contexto penitenciario y población femenina, se considera importante realizar una 

revisi·n bibliogr§fica del concepto de ñprisi·nò o ñc§rcelesò, como espacio f²sico y relacional en 

donde deben cumplir su condena las personas que cometen delitos. De manera que, se identifica 

que desde el año 1950 se discute alrededor del significado de este contexto y los efectos de la 

prizionarización, generando así un debate entre sus funciones y finalidades, las cuales han 

tomado diferentes matices a lo largo del tiempo. Goffman (1972), citado por García y Melendro 

(2013), denomin· las prisiones como ñinstituciones totales, cerradas y segredadorasò, en donde 

se ejerce un control de los sujetos y la deconstrucción de los roles, capacidades y recursos 

personales que les eran útiles para su desempeño en el exterior. Por su parte, Foucault (1977), 

citado por Añaños, Fernández y Llopis (2013), consideraba las prisiones como un espacio de 

castigo con tiempos para mejorar la disciplina. Estas primeras concepciones; que en muchos 

casos aún persisten, demuestran que el aislamiento en espacios construidos para dicho fin, es una 

forma de castigo, que también se representa como una forma de exclusión, y que posteriormente 

repercute en la reinserción social (Añaños et al., 2013). 

 

En el imaginario social, las prisiones suelen percibirse como instituciones aisladas del entramado 

social; a tal distanciamiento se le suele atribuir un car§cter preventivo: aleja a los reclusos de la 
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vida delictiva, en la confianza de que con su encierro ni se perturbe a la sociedad ni se 

comprometan sus futuras posibilidades de reinserci·n social. (Caride y Gradaílle, 2013, p.40) 

 

En este punto, conviene subrayar que, desde una significación relacionada con los 

castigos, ñreformaci·n de delincuentesò y correcci·n de conductas, se han realizado transiciones 

hacia la readaptación social, resocialización, reeducación, entre otros. Sin embargo, esto es un 

tema que aún se discute por los diferentes expertos en el tema (Clemmer, 1950; Araujo, 1993; 

Añaños y Del Pozo, 2014). ñLa prisi·n como instituci·n -y su concepci·n como espacio para la 

retenci·n de personas- ha ido evolucionando hasta convertir en su objetivo central la 

rehabilitaci·n y reeducaci·n de los individuos que all² residen (é)ò (Garc²a y Melendro, 2013, 

p.44). 

 

Lo cierto es que, a pesar de las diversas significaciones, específicamente las relacionadas 

con procesos pedagógicos y de resocialización, sigue siendo evidente que el contexto 

penitenciario como ñespacio de encierro y aislamientoò, continúa vulnerando el derecho y 

principio a la libertad, lo cual incide en una adecuada participación social, ciudadana y familiar 

de este colectivo (García y Melendro, 2013).  

 

En sí, en este contexto continúan recayendo situaciones de discriminación, opresión, 

desconocimiento e invisibilización. A estos dilemas permanentes, tal y como se ha mencionado 

anteriormente, se le añade otro factor respecto a las realidades que enfrenta la población 

femenina privada de la libertad, no sólo durante el internamiento sino sus consecuencias 

posteriores a nivel personal, social, familiar, etc. (Briceño-Donn, 2006). 

 

A nivel internacional, nacional y regional, las mujeres han sido consideradas como una 

minoría penitenciaria por muchos años, lo cual ha impedido que sus necesidades (básicas, 

educativas, materno-filiales, desarraigo social y familiar, salud sexual, reproductiva y 

ginecológica, feminización de la pobreza, etc.), particularidades y capacidades sean reconocidas 

en las políticas penitenciarias. Por tanto, las actuaciones e intervenciones, y hasta el diseño de la 

infraestructura de estos centros penitenciarios y/o cárceles, prioritariamente responden a las 

realidades de la población masculina que, por obvias razones, son diferentes a las del colectivo 
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femenino; de hecho, se considera que son espacios pensados por y para hombres. Esto supone el 

desarrollo de tratamientos discriminatorios que se derivan de atenciones no diferenciales 

(Briceño-Donn, 2006; Antony, 2007; Del Pozo, 2012; Jiménez, 2012b; Varela y Priegue, 2014; 

Del Pozo, 2016b; Del Pozo, García y Polo, 2016; Yagüe, Del Pozo y Carrasco, 2017, García, 

Añaños y Jiménez, 2017; Del Pozo, Gil y Martínez, 2017; Borjas, Jiménez, Narváez y Polo, 

2017; García y López, 2017; Del Pozo y Jiménez, 2017; Aparecida, 2018). 

(é) Esto se expresa en el desigual tratamiento recibido y en el significado, muy diferente, que 

asume el encierro para las mujeres y para los hombres. Sostenemos que la prisi·n es para la mujer 

doblemente estigmatizadora y dolorosa si se tiene en cuenta el rol que la sociedad le ha asignado. 

Una mujer que pasa por la prisi·n es calificada de «mala» porque contravino el papel que le 

corresponde como esposa y madre, sumisa, dependiente y d·cil. (Antony, 2007, p.76) 

En consecuencia, si se analizan las intervenciones, denominadas en este contexto como 

ñtratamiento penitenciarioò, que apuntan al cumplimiento de finalidades de ñresocializaci·nò y 

ñreeducaci·nòen los centros penitenciarios y/o cárceles femeninas, se identifica que 

históricamente se presenta una dualidad entre las variables relacionadas con enfoques punitivos, 

basados en factores de riesgo (seguridad, castigo, cumplimiento de penas, prevalencia del delito, 

etc.), y enfoques sociopedagógicos, socioeducativos y de resocialización (tratamientos 

diferenciales, programas socioeducativos para la resocialización, oportunidades y posibilidades, 

etc.) (Del Pozo y Mavrou, 2010; Jiménez, 2012b; Del Pozo et al., 2013; Del Pozo y Añaños, 

2013; Varela y Priegue, 2014; Del Pozo, 2016b; Aparecida, 2018; Gil, 2018). 

 

Aunque, mayoritariamente predominan tratamientos penitenciarios con enfoques 

punitivos y fundamentados desde teorías criminológicas, psicológicas, psicopatológicas, 

sociológicas, médicas, psicoterapéuticas, psiquiátricas (Del Pozo y Mavrou, 2010; Caride y 

Gradaílle, 2013, Del Pozo y Añaños, 2013; Del Pozo et al., 2013; Añaños y Del Pozo, 2014). 

 

(é) La tendencia a ñterapeutizarò, ñmedicalizarò o ñpsiquiatrizarò la acci·n delictiva, excluye la 

intervenci·n educativamente especializada porque se deja de considerar la voluntad de cambio de 

vida del sujeto y la relevancia de la relaci·n educativa que ha de impulsar ese cambio (é). (Gil, 

2016, p.62) 
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Pero, más allá de esta dualidad, lo que continúa siendo evidente y, por ende, incide en la 

exclusión social que se perpetua en este contexto hacia la población femenina, corresponde a la 

poca pertinencia de estos tratamientos penitenciarios, por cuanto no se orientan desde un enfoque 

diferencial, que reconozca las necesidades (básicas, educativas, materno-filiales, desarraigo 

social y familiar, salud sexual, reproductiva y ginecológica, feminización de la pobreza, etc.), 

particularidades, intereses y capacidades del colectivo. Antony (2007) expresa que todo ello 

demuestra que la finalidad de los centros penitenciarios femeninos consiste en realizar una 

reintegración social como ñverdaderas mujeresò, por ello, se suele recurrir a t®cnicas 

tradicionales de socialización. Las experiencias socioeducativas, sociolaborales y socioculturales 

que se promueven, conllevan a acciones que consolidan los roles tradicionales de género, de tal 

manera que, normalmente son actividades como: labores domésticas, artesanales, cursos de 

modistería, peluquería, cocina, de recreación, etc. Así como también, muchas veces, son 

experiencias que no apuntan al fortalecimiento de competencias (personales, prosociales, 

laborales, etc.), para un adecuado desempeño en los diferentes escenarios de su vida cotidiana. 

Sin lugar a dudas, esta situación limita las posibilidades de reinserción laboral al egresar de los 

centros penitenciarios (Briceño-Donn, 2006; Del Pozo et al., 2013; Ariza e Iturralde, 2015; Del 

Pozo y Martínez, 2015; Del Pozo, 2017c).  

 

Frente a esta perspectiva y panorama de opresión visibilizado en la exclusión de este 

colectivo, los expertos en Pedagogía/Educación Social han comenzado a construir nuevas rutas 

esperanzadoras y liberadoras, las cuales asumen la necesidad y pertinencia de desarrollar 

acciones/intervenciones socioeducativas (profesionalizadas) que respondan a las características 

biológicas, psicológicas, educativas, materno-filiales, sociales, etc., del colectivo y sus 

capacidades, en la medida que le apuestan por una verdadera resocialización y reinserción de al 

tejido social de manera digna, siendo coherentes con los principios de justicia y equidad, para la 

co-construcción de ciudadanías y sociedades más inclusivas, cohesionadas y democráticas 

(Jiménez, 2012b; Añaños y Yagüe, 2013; Caride, 2008; Caride y Gradaílle, 2013; Del Pozo y 

Añaños, 2013; Del Pozo, 2016b; Caride, 2017; Añaños y García, 2017). 

 

La educación, sin distinción de contextos y colectivos, es un derecho universal y 

fundamental regulado por los diferentes marcos normativos y políticos a nivel internacional y 
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nacional. En el caso del ámbito penitenciario, ésta se convierte en una necesidad, y se posiciona 

como una mediación para la resocialización y reinserción social; considerándose como el eje 

vertebrador del tratamiento penitenciario, y siendo también una forma de reducir factores de 

riesgo (Jiménez, 2012b; Cano, 2012a; Del Pozo y Martínez, 2015; Del Pozo, 2017c).  

 

De acuerdo con Añaños y Yagüe (2013), todo este contexto visibiliza un campo propio de 

actuación para la Pedagogía y la Educación Social, teniendo en cuenta sus complejidades; que 

comúnmente son escasas o parcialmente abordadas, pero que supone, también un escenario 

donde se deben valorar las capacidades, oportunidades y posibilidades para garantizar una 

reinserción social, educativa y laboral. Específicamente, para Del Pozo (2016b) y Herrera y Del 

Pozo (2018), la acción socioeducativa en el contexto penitenciario se debe fundamentar desde la 

pedagogía social liberadora, que siempre priorice la calidad de vida desde la autonomía y auto 

gestión del colectivo, desde experiencias de liberación, que fortalezcan y promuevan al sujeto 

como ser ético, político y social. En palabras de Caride (2010), la educación social en estos 

contextos ha de ser una práctica en, para y la libertad (p.61), que promueva la realización 

personal pero también el desarrollo social y la co-construcción de ciudadanía y cultura de paz 

(Herrera y Del Pozo, 2018). 

 

Aunque el hecho de movilizar practicas socioeducativas liberadoras, en contextos de 

encierro y aislados, pueda parecer una paradoja, una utopía o una contradicción, y sin duda 

alguna, se constituye en un reto para los profesionales, es importante tener en cuenta que, aún en 

estás circunstancias que limitan o condicionan, la libertad siempre debe ser uno de los pilares 

fundamentales de la educación. Además, a través de ésta se debe aportar significativamente al 

desarrollo humano, posicionando a la persona como ciudadano de pleno derecho (Caride, 2008; 

Caride y Gradaílle, 2013; Del Pozo y Añaños, 2013; Añaños y Del Pozo, 2014; Añaños y García, 

2017; Herrera y Del Pozo, 2018). 

 

Si la educaci·n ha de favorecer la socializaci·n e inclusi·n de todas y cada una de las personas en 

la sociedad, tejiendo nuevas redes de interacci·n con quienes se involucren en sus pr§cticas, la 

libertad ïjunto con otros valores como la justicia o la equidadï debe ser uno de sus principios y 

finalidades m§s relevantes. Tambi®n en los contextos penitenciarios, por mucho que lo 

contradigan sus realidades cotidianas, de modo tal que cada interno pueda situar su vida un 
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trayecto de liberaci·n y dignificaci·n humana, como sujeto de ñderechosò y ñdeberesò (é). 

(Caride, 2008, p.109) 

A partir de esta propuesta, se constituye la Educación Social Penitenciaria (ESP) como un 

ámbito dentro de la Educación Social Especializada; construcción teórica y práctica que se ha 

enriquecido a lo largo de este tiempo (Del Pozo y Mavrou, 2010; Del Pozo y Añaños, 2013; Del 

Pozo et al., 2013; Añaños y Del Pozo, 2014; Del Pozo, 2016b; Del Pozo, 2017c). En este sentido, 

autores como Del Pozo y Mavrou (2010), Del Pozo (2012), Del Pozo y Añaños (2013), Añaños y 

Del Pozo (2014), Herrera y Del Pozo (2018) retoman el concepto de Pedagogía Social 

Penitenciaria de Fermoso (2003): 

Atiende a los problemas espec²ficos de los reclusos (internos dice la Administraci·n), privados de 

libertad, de los menores en centros especiales y de la reinserci·n sociolaboral de quienes han 

pasado por este tipo de instituciones (é). (Fermoso, 2003, p.80) 

Además, dichos autores conceptualizan la Educación Social Penitenciaria (ESP) como: 

(é) la acci·n socioeducativa de la administración Penitenciaria y, fundamentalmente, de 

entidades públicas y privadas, durante el tiempo de internamiento penitenciario, semilibertad y 

libertad definitiva; mediante programas y acciones individualizados o grupales desarrollados por 

educadores/as (especialmente no penitenciarios), favoreciendo la recuperación, reeducaci·n, 

reinserci·n sociolaboral y socialización para la reincorporación a su comunidad. (Del Pozo y 

Mavrou, 2010, p.236) 

No obstante, si bien es cierto la ESP mantiene un arraigo principal y de fuerte influencia 

con la educación social especializada, teniendo en cuenta que sus características coinciden con 

las realidades del contexto y fenómeno a abordar, así como se mencionó en el apartado anterior, 

también es importante reconocer la intersección que se genera con la promoción y desarrollo 

sociocultural, y la participación comunitaria. Desde ésta última se pretende movilizar la 

participación de las familias en el contexto penitenciario, el fortalecimiento de las redes de apoyo 

y vínculos sociofamiliares, la construcción de redes territoriales y del capital social, la 

planeación colectiva de experiencias que transformen las realidades que afectan su calidad de 

vida, y la resolución de conflictos por las diversas situaciones que emergen del entorno.  
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En este sentido, se visualiza la ESP como un ámbito intermedio entre la educación social 

especializada y la animación sociocultural (educación popular, desarrollo comunitario, 

promoción y desarrollo sociocultural), claramente con mayor incidencia de la especializada, tal y 

como se observa en la figura 3. De hecho, teniendo en cuenta los postulados de los diferentes 

autores analizados anteriormente, es posible observar que ambas coinciden en aspectos como: a) 

se basan en principios de equidad, justicia y democracia, b) proponen el reconocimiento de 

necesidades y movilización de capacidades, como punto de partida para el crecimiento y mejora 

personal, c) movilizan la orientación y acompañamiento en el fortalecimiento de recursos del 

sujeto y/o colectivos, d) ayuda en la construcción de alternativas para facilitar su inserción social 

y desarrollo personal, posicionándolos de esta manera como los protagonistas de su propia vida, 

e) promoción de procesos de democracia cultural, a través de la participación ciudadana y la 

concientización colectiva de sus propias realidades, f) despliegan escenarios y acciones 

socioeducativas que ayuden a las personas y/o colectivos a promover una autonomía, 

autodeterminación y empoderamiento para mejorar sus realidades, g) disminución de 

desigualdades sociales, abarcando todo tipo de interacciones en la dinámica social y en el 

contexto específico de una comunidad determinada (Escarbajal, 1992; Sáez-Carreras, 1993; 

Caballo, 2001; Gómez, 2003; López, 2005; Caride, 2005; Del Pozo y Mavrou, 2010; Goig, 2013; 

Morata, 2014; Úcar, 2012; Mozas, 2016; Úcar, 2016b; Úcar, 2018b). 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 3. Educación social penitenciaria  

Fuente: Elaboración propia.  

 

Desde esta perspectiva, se visualiza y proyecta la educación social como un eje 

fundamental del tratamiento penitenciario, que debe ser prioritariamente emancipador, 
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facilitando la cualificación de competencias para el desempeño en diferentes escenarios, y la 

movilización de recursos, herramientas y estrategias que le permitan a las personas privadas de la 

libertad; en este caso a la población femenina, a empoderarse como sujetos activos para un 

desarrollo personal, social y la mejora de su calidad de vida y la participación social y cultural 

(Caride y Gradaílle, 2013; Úcar, 2016a; Úcar, 2016b; Limón, 2017; Úcar, 2018a; Úcar, 2018b). 

 La ESP busca superar el tradicional enfoque de asistencialismo (apoyo en la movilización 

para la atención de necesidades básicas) que, aunque también es importante, no debe ser el foco 

del acompañamiento de una praxis socioeducativa, la cual debe impactar en los procesos de 

mejora durante el internamiento y posterior al mismo (participación y reinserción social) (Caride, 

2008; Del Pozo y Añaños, 2013; Del Pozo, 2016b; Herrera y Del Pozo, 2018; Aparecida, 2018). 

A su vez, ésta no sólo comprende cuestiones de educación formal, sino que también le apuesta 

por otras cuestiones como: el seguimiento y la mediación con la familia en el exterior, 

orientación en el cuidado, crianza y educación infantil, acompañamiento a madres gestantes y 

lactantes, dinamización del ocio y tiempo libre, promoción de la salud y prevención de la 

enfermedad, formación ciudadana, prevención de drogas, potenciación de la autonomía, aumento 

de la autoestima, empoderamiento, resolución asertiva de conflictos, resiliencia, gestión y 

protección social, fortalecimiento de competencias personales, prosociales, laborales, parentales, 

entre otras. 

 Todo ello supone la necesidad de una profesionalización, desde la Pedagogía Social y 

Educación Social, de los agentes que lideran el tratamiento penitenciario. Gil (2016; 2018) 

discute sobre la escasa presencia de profesionales de la educación social en las prisiones, lo cual 

desvaloriza el enfoque sociopedagógico y socioeducativo del tratamiento y, por ende, impacta en 

los procesos de reinserción y resocialización. De hecho, en Colombia esta ñescasezò se convierte 

en una ñausenciaò, puesto que, tal y como se comentó en el apartado de pedagogía y educación 

social en Colombia, hasta hace unos años fue que se comenzaron a construir trayectorias 

académicas, profesionales y científicas. Por ello, comúnmente las acciones son desarrolladas por 

los funcionarios penitenciarios de vigilancia; visibilizando esa tradición de asociar la perspectiva 

educativa en los centros penitenciarios desde un enfoque punitivo y de corrección de conductas. 

Así mismo, son movilizadas por organizaciones y/o movimientos sociales, asociaciones 

cristianas, comunidades terapéuticas, entidades sin ánimo de lucro, administraciones públicas y/o 
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privadas, entre otras, que comúnmente le apuestan por un enfoque asistencial, desdibujando el 

verdadero significado de un tratamiento penitenciario socioeducativo con enfoque diferencial 

(Jiménez, 2012b; Gil, 2018, Herrera y Del Pozo, 2018).  

Ante esta situación, Gil (2016) propone un decálogo pedagógico de la educación social en 

el ámbito penitenciario, el cual apunta que: 

1. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n sal del despacho. (p.55) 

2. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n no identifiques tus 

funciones profesionales con la vida en general del preso. (p.56) 

3. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n apoya la existencia de 

una lista concreta de funciones profesionales. (p.57) 

4. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n responsabil²zate de la 

funci·n de las ONGS. (p.58) 

5. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n no confundas la 

humanizaci·n de la prisi·n con la acci·n educativa social. (p.59) 

6. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n no defiendas el derecho 

del preso a no hacer nada, defiende su derecho a adquirir la condici·n de agente de s² mismo a 

trav®s de la actividad y la participaci·n. (p.60) 

7. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n no colabores en la 

ñmedicalizaci·nò de la delincuencia. (p.62) 

8. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n f²jate m§s en las 

posibilidades concretas de cambio de los internos que en los constructos te·ricos invasivos. (p.63) 

9. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n supera la perspectiva 

legalista por la perspectiva educativa. (p.64) 
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10. Si quieres ejercer como profesional de la educaci·n social en la prisi·n cultiva m§s la 

esperanza que la ciencia: aunque todos los hechos te lo nieguen una y otra vez, no dejes nunca de 

creer en las posibilidades de cambio educativo de los internos. (p.65) 

 

Sin lugar a dudas, este decálogo requiere de un especial análisis para cualificar la praxis 

socioeducativa en los contextos penitenciarios, especialmente en el territorio colombiano, dado 

que aún persisten cuestionamientos al respecto y se continúa trabajando y apostando por la 

profesionalización de los agentes socioeducativos que intervienen, facilitan, orientan, movilizan 

y acompañan a estos colectivos invisibilizados e históricamente excluidos, 

vulnerables/vulnerados, con el fin de co ï construir alternativas para su re/inserción social, 

re/socialización y desarrollo personal. 

 

2.3.1. Políticas y normativas internacionales y nacionales del ámbito penitenciario. 

 

¶ Marco jurídico internac ional: 

 

Principalmente, se considera que el instrumento internacional y universal sobre el cual se 

fundamenta el Sistema Penitenciario y Carcelario, y orienta todas las acciones, obligaciones, 

decisiones, finalidades, etc., corresponde a la Declaración Universal de Derechos Humanos; 

aunque ésta no sea una normativa específica del contexto. Esta carta magna fue adoptada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en el año 1948, y en ella se exponen claramente los 

derechos y las libertades que todas las personas merecen, haciendo énfasis en la dignidad 

humana y las condiciones de igualdad, equidad y justicia (Asamblea General de las Naciones 

Unidas, 1948).  

 

Del Pozo y Martínez (2015) apuntan que este anclaje internacional que asume los 

principios de dignidad y de libertad, se convierte en el marco de respeto y garantía de los 

derechos humanos y, específicamente, en lo relacionado con la privación de la libertad, todo 

tratamiento penitenciario se debe basar en los artículos 5, 9, 10 y 11.  

 

ñ(é) referidos, respectivamente, al derecho a la vida, la libertad y seguridad de la persona, la 

prohibici·n de la tortura y de los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, la prohibici·n 
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de la detenci·n arbitraria, el derecho a un juicio imparcial, el derecho a ser considerado inocente 

hasta que se demuestre la culpabilidad y la prohibici·n de las medidas penales retroactivas. (Del 

Pozo y Martínez, 2015, p.11) 

 

A partir de allí, se comienzan a desplegar una serie de normativas internacionales (reglas, 

normas, resoluciones, pactos, etc.), adoptadas por los países miembros, las cuales tienen relación 

con el contexto penitenciario y que, claramente, comienzan a movilizar un enfoque de derechos 

humanos para el tratamiento penitenciario, con el fin de proteger y velar por el bienestar del 

colectivo y garantizar una vida digna (CONPES 3828, 2015). A continuación, en la tabla 5 se 

describen las normativas internacionales relacionadas.  

 

Tabla 5. Marco jurídico internacional  

 

Nombre del 

instrumento 

Año Expedido por Características 

Reglas mínimas para 

el tratamiento de los 

reclusos 

Adoptada en Ginebra 

en 1955 

Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

El objeto de este 

instrumento es 

establecer los 

principios y las reglas 

de una buena 

organización 

penitenciaria, como 

también de la práctica 

relativa al tratamiento 

de las personas 

privadas de la 

libertad. 

 

-Prevención del delito 

y tratamiento del 

delincuente.  
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Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y 

Políticos 

1966 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

Este instrumento 

reconoce y desarrolla 

los derechos civiles y 

políticos que se 

adoptan en la 

Declaración 

Universal de los 

Derechos Humanos, y 

establece mecanismos 

para su protección y 

garantía. 

 

-Carácter excepcional 

de la detención 

preventiva.  

 

Convención 

Americana sobre 

Derechos Humanos 

(Pacto de San José) 

Firmada en San José 

de Costa Rica en 

1969 

Organización de los 

Estados Americanos  

El objeto del presente 

instrumento consiste 

en la promoción y 

garantía del respeto a 

los derechos y 

libertades, sin 

discriminación 

alguna. 

 

Carta Africana sobre 

los Derechos 

Humanos y de los 

Pueblos (Carta de 

Banjul) 

Aprobada en Nairobi 

(Kenya) en 1981 

Organización para la 

Unidad Africana 

El instrumento tiene 

como objeto la 

promoción y 

protección de los 

derechos humanos y 
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libertades básicas de 

la población del 

continente africano. 

 

Conjunto de 

principios para la 

protección de todas 

las personas 

sometidas a cualquier 

forma de detención o 

prisión 

1988 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

Estos principios 

tienen como objetivo 

la protección de todas 

las personas que son 

sometidas a cualquier 

forma de detención o 

prisión.  

 

Principios básicos 

para el tratamiento de 

los reclusos  

1990 Asamblea General de 

las Naciones Unidas  

Este instrumento 

expone sobre los 

principios que 

orientan el 

tratamiento 

penitenciario, 

rescatando la 

importancia de 

reconocer su dignidad 

humana y el respeto a 

los derechos 

humanos. 

 

Reglas de Tokio 1990 Asamblea General de 

las Naciones Unidas  

Este instrumento 

expone sobre las 

medidas sustitutivas 

del encarcelamiento, 

a través de la 
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prevención del delito 

y la justicia penal.  

Fuente: Elaboración propia a partir de Asamblea General de las Naciones Unidas (1957; 1966; 1988; 1990a; 1990b), 

Organización de los Estados Americanos (1969) y Organización para la Unidad Africana (1981). 

 

En este punto, es conveniente destacar aquellos instrumentos normativos que comienzan 

a reconocer a la población femenina privada de la libertad y sus necesidades de especial 

atención, para garantizar un tratamiento penitenciario pertinente. A continuación, en la tabla 6 se 

exponen dichos instrumentos. 

 

Tabla 6. Marco jurídico relativo a la población femenina privada de la libertad 

 

Nombre del 

instrumento 

Año Expedido por Características 

Declaración de Viena 

sobre la delincuencia 

y justicia 

2001 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

En este instrumento 

los Estados Partes se 

comprometen con el 

desarrollo de políticas 

y acciones basadas en 

las necesidades 

especiales de las 

mujeres. 

 

Resolución 58/183 

del 22 de diciembre 

de 2003 

2003 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

A través de este 

instrumento se le 

atribuye prioridad a la 

situación que 

experimentan las 

mujeres y sus hijos/as 

en los centros 

penitenciarios.  
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Resolución 63/241 

del 24 de diciembre 

de 2008 

2008 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

El instrumento 

expone sobre las 

condiciones 

necesarias para el 

óptimo desarrollo de 

los/as hijos/as de las 

mujeres privadas de la 

libertad. 

 

Resolución 10/2 del 

25 de marzo de 2009 

2009 Consejo de Derechos 

Humanos 

En este instrumento se 

dispone sobre las 

condiciones de 

atención especial a las 

mujeres y sus hijos/as 

en los centros 

penitenciarios.  

 

Reglas de Bangkok: 

Reglas para el 

tratamiento de las 

reclusas y medidas no 

privativas de la 

libertad para las 

mujeres 

2011 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

Estas reglas 

demuestran la 

necesidad de 

promover un trato 

diferente, bajo leyes y 

políticas, a las 

mujeres privadas de la 

libertad y sus hijos/as. 

    

Reglas Mínimas de 

las Naciones Unidas 

para el Tratamiento 

de los Reclusos 

2015 Asamblea General de 

las Naciones Unidas 

Aborda cuestiones 

relacionadas con la 

dignidad inherente de 

las personas privadas 

de la libertad como 
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(Reglas Nelson 

Mandela) 

seres humanos, 

grupos vulnerables 

privados de libertad, 

atención especial a 

madres lactantes y 

gestantes e hijos/as en 

los centros 

penitenciarios, 

servicios médicos y 

sanitarios, 

restricciones, 

disciplina y 

sanciones, 

investigación de 

muertes y tortura de 

personas privadas de 

la libertad, acceso a 

representación 

jurídica, terminología 

y capacitación del 

personal. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Asamblea General de las Naciones Unidas (2001; 2003; 2009; 2011; 2015) y 

Consejo de Derechos Humanos (2009). 

 

¶ Marco jurídico nacional:  

 

A nivel nacional, el cuerpo normativo y constitucional, a partir del cual se fundamenta el 

Sistema Penitenciario y Carcelario, corresponde a la Constitución Política de Colombia de 1991, 

la cual rescata los derechos y principios fundamentales para una vida digna, los deberes sociales 

y la debida protección de todo ello. Específicamente, para el ámbito penitenciario, se reconoce el 

artículo 12 (ninguna persona puede ser sometida a tratos o penas crueles e inhumanas) y los 

artículos 28, 29 y 32 (libertad de todas las personas sin discriminación alguna, garantías al ser 
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detenidas y juzgadas, y prohibición de penas de destierro, confiscación y prisión perpetua) 

(Asamblea Nacional Constituyente, 1991; CONPES 3828, 2015).  

 

Con relación a las normativas de carácter específico, se reconoce el Código Penal 

Colombiano (Ley 599 de 2000), en cuyos artículos se establecen cuestiones esenciales de la 

funciones de las penas y sanciones, medidas de seguridad, reglas para la determinación de la 

punibilidad, mecanismos sustitutivos, entre otras (Congreso de Colombia, 2000). En la revisión 

de ésta, es posible inferir el enfoque punitivo como prioridad para la prevención del delito y 

posterior reinserción. 

 

De la misma manera, en este cuerpo normativo se incluye el Código Penitenciario y 

Carcelario (Ley 65 de 1993), como principal instrumento que regula el Sistema Penitenciario y 

Carcelario), pero que luego es modificado parcialmente por la Ley 1709 de 2014 (Congreso de la 

República de Colombia, 1993; 2014). Con respecto a esta ley, se comienzan a visualizar caminos 

que proyectan una atención diferencial en el tratamiento penitenciario, reconociendo las 

características diversas de los grupos poblacionales, re-significando el carácter pedagógico (o de 

resocialización), y las condiciones que deben cumplir los establecimientos de reclusión de 

mujeres, especialmente, aquellos en los que conviven madres gestantes, lactantes y sus hijos/as; 

teniendo en cuenta que en las normas se decreta el derecho a la permanencia con sus madres 

hasta los 3 años. En el artículo 3 de la Ley 1709 de 2014, el Congreso de la República de 

Colombia (2014) propone que: 

 

Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con 

características particulares en razón de su edad, género, religión, identidad de género, orientación 

sexual, raza, etnia, situación de discapacidad y cualquiera otra. Por tal razón, las medidas 

penitenciarias contenidas en la presente ley, contarán con dicho enfoque (Artículo 3).  

 

No obstante, para Del Pozo y Martínez (2015), Del Pozo et al. (2016), Del Pozo (2016b) 

y Yagüe et al. (2017), este enfoque aparece de forma muy específica y aislada en las políticas del 

país, es decir, no asume una integralidad y/o transversalidad que dé respuestas especializadas, 

reconociendo que éste debe ir más allá de reformas en los recursos e infraestructuras concretas, y 
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se debe enfocar prioritariamente en las acciones socioeducativas y de atención a necesidades 

específicas. Si bien es cierto, la ley avanza en consideraciones de género, especialmente, en la 

población femenina, sin embargo, se debe continuar apostando por una transversalidad que 

reconozca a todos los grupos poblacionales que acoge el enfoque.  

 

En este sentido, deber§n ser atendidos con especial preferencia aquellos colectivos especialmente 

vulnerables o vulnerados en sus derechos, y que necesitan profesionalizaci·n del tratamiento, con 

apoyo imprescindible del tercer sector, pero sin delegar la responsabilidad principal al mismo. 

Ser§ necesario atender a poblaci·n con enfermedad mental, enfermedades graves o 

infectocontagiosas, personas de pueblos y comunidades ®tnicas, la maternidad (menores 

residentes) y personas con delito de alta peligrosidad. Tambi®n la poblaci·n de personas mayores, 

adolescentes, sujetos en situaci·n de discapacidad, personas enfermas mentales, poblaci·n penada 

por delitos muy violentos: violencia de g®nero o dom®stica; bandas criminales organizadas, as² 

como personas extranjeras. Y la nueva ley olvida especialmente a algunos colectivos, como el de 

sujetos drogodependientes, personas j·venes primarias (no reincidentes), que son poblaci·n diana 

de cierta legislaci·n y de reglamentos penitenciarios, como el caso del espa¶ol, puesto que las 

caracter²sticas, etiolog²as delictivas y procesos de tratamiento deben ser especializados y 

diferenciados. (Del Pozo y Martínez, 2015, p.13) 

 

Tabla 7. Marco jurídico nacional  

 

Nombre del 

instrumento 

Año Expedido por Características 

Constitución Política 

de Colombia de 1991 

1991 Asamblea Nacional 

Constituyente 

Esta carta magna 

rescata los derechos y 

principios 

fundamentales para 

una vida digna, los 

deberes sociales y la 

debida protección de 

todo ello. Para el 

ámbito penitenciario 
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se reconoce el artículo 

12 (ninguna persona 

puede ser sometida a 

tratos o penas crueles 

e inhumanas) y los 

artículos 28, 29 y 32 

(libertad de todas las 

personas sin 

discriminación 

alguna, garantías al 

ser detenidas y 

juzgadas, y 

prohibición de penas 

de destierro, 

confiscación y prisión 

perpetua). 

 

Código Penal 

Colombiano (Ley 599 

de 2000) 

2000 Congreso de 

Colombia 

En cuyos artículos se 

establecen cuestiones 

esenciales de la 

funciones de las penas 

y sanciones, medidas 

de seguridad, reglas 

para la determinación 

de la punibilidad, 

mecanismos 

sustitutivos, entre 

otras.  

 

- Enfoque punitivo 

como prioridad para 
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la prevención del 

delito y posterior 

reinserción. 

 

Código Penitenciario 

y Carcelario (Ley 65 

de 1993) 

1993 Congreso de la 

República de 

Colombia  

Este es el principal 

instrumento que 

regula el Sistema 

Penitenciario y 

Carcelario  

(cumplimiento de las 

medidas de 

aseguramiento, las 

medidas de seguridad 

y la ejecución de las 

penas privativas de la 

libertad personal). 

 

Ley 1709 de 2014 2014 Congreso de la 

República de 

Colombia 

Por medio de este 

instrumento se 

reforman algunos 

artículos de la Ley 65 

de 1993, Ley 599 de 

2000 y la Ley 55 de 

1985.  

 

En éste se comienzan 

a visualizar caminos 

que proyectan una 

atención diferencial 

en el tratamiento 

penitenciario, 
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reconociendo las 

características 

diversas de los grupos 

poblacionales, re-

significando el 

carácter pedagógico 

(o de resocialización), 

y las condiciones que 

deben cumplir los 

establecimientos de 

reclusión de mujeres. 

 

-Se asume el concepto 

de ñenfoque 

diferencialò. 

Fuente: Elaboración propia a partir de Asamblea Nacional Constituyente (1991), Congreso de Colombia (2000) y 

Congreso de la República de Colombia (1993; 2014).  

 

¶ Otras normativas importantes: 

 

Desde este marco jurídico y normativo, el INPEC como entidad especializada en 

servicios penitenciarios y carcelarios del Ministerio de Justicia y del Derecho (CONPES 3828, 

2015), asume el enfoque diferencial para adoptar el concepto de ñcondici·n excepcionalò, desde 

una perspectiva de equidad y diversidad. Todo ello es regulado en el documento de 

ñLineamientos normas, pol²ticas, programas y proyectos dirigidos a poblaci·n vulnerable de 

acuerdo con su misi·n y normatividad aplicableò del INPEC (s.f.b), en el que se asocia este 

concepto con aquellas personas privadas de la libertad que pertenecen a grupos y sectores 

sociales que han sido históricamente vulnerados por diferentes razones (orientación sexual, 

género, edad, nacionalidad, etnia, situaciones de discapacidad, entre otros). Además, se realiza la 

clasificación de grupos poblacionales, según el enfoque diferencial en el contexto penitenciario, 

siendo así: sectores sociales (madres gestantes y lactantes, personas en situación de 

discapacidad, sectores LGBTI, extranjeros), grupos étnicos (comunidades afrocolombianas, 
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negras, raizales y palenqueras, pueblos indígenas), sectores etarios (adultos mayores). Por 

último, se establecen los lineamientos para el programa de atención especializada y diferencial, 

con sus metodologías, acciones y responsables (Fernández y Peña, 2020). 

 

Por otra parte, de acuerdo con el CONPES 3828 (2015), existen otros acuerdos y decretos 

importantes que también regulan las actividades de algunas entidades que conforman el Sistema 

Penitenciario y Carcelario en Colombia, entre ellas el INPEC (encargado de la prestación de los 

servicios de tratamiento penitenciario, seguridad y atención básica) y la Unidad de Servicios 

Penitenciarios y Carcelarios ï USPEC (encargado de la prestación de servicios e infraestructura, 

suministro de bienes, apoyo logístico y administrativo para el adecuado funcionamiento de los 

servicios penitenciarios y carcelarios). De tal manera que, según el CONPES 3828 (2015), estos 

acuerdos y decretos son: 

 

- INPEC: Decreto 407 de 1994 (régimen de personal del INPEC), Acuerdo 0011 de 

1995 (instrumento general para sujetar los reglamentos internos de los 

establecimientos penitenciarios y carcelarios), Resolución 7302 de 2005 (desarrollo 

reglamentario del Código Penitenciario y Carcelario. En éste se expiden pautas para 

la atención integral y el tratamiento penitenciario), Decreto 4151 de 2011 

(reestructuración del INPEC) y Resolución 3190 de 2013 (reglamentación de la 

evaluación y certificación de tiempo de los programas de trabajo, estudio y enseñanza 

para la redención de penas en el sistema) (Ministerio de Justicia y del Derecho, 1994; 

INPEC, 1995; 2005; 2013; Presidencia de la República de Colombia, 2011a).  

 

- USPEC: Decreto 4150 de 2011 (creación de la entidad y determinación de su objeto y 

estructura) (Presidencia de la República de Colombia, 2011b). 

 

Con respecto a las políticas, a nivel internacional, es de especial interés revisar los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible ï ODS, propuestos por la Organización de las Naciones 

Unidas ï ONU (2015), especialmente, los objetivos #4 (educación de calidad), #5 (igualdad de 

género), #10 (reducción de las desigualdes) y #16 (paz, justicias e instituciones sólidas). Estos se 

deben constituir en un marco fundamental para la re-significación de los tratamientos 
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penitenciarios, los cuales desde sus acciones especializadas y diferenciales en el contexto, 

contribuyan a la co-construcción de ciudadanía, la participación social y democrática, y las 

sociedades sostenibles y equitativas.  

 

A nivel nacional, se analiza que en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 

(Departamento Nacional de Planeación ï DNP, 2019) se proyecta la implementación de una 

política criminal y penitenciaria, caracterizada por ser integral y coherente con la realidad 

nacional, que sea garante de la libertad y respetuosa con la protección y cumplimiento de los 

derechos humanos. En este sentido, el Ministerio de Justicia y del Derecho se encarga del diseño, 

ejecución y evaluación de la misma. Ante ello, el último documento expedido corresponde al 

CONPES 3828 (2015), en el que se le asigna un nuevo enfoque a la Política Penitenciaria y 

Carcelaria, a través de su articulación con la política criminal coherente y eficaz.  

(é) Esto quiere decir que, adem§s de satisfacer las necesidades derivadas de la creciente 

demanda de cupos, se propone atender otros importantes aspectos que inciden directamente en la 

situaci·n actual de los centros penitenciarios, tales como la adecuaci·n sanitaria y tecnol·gica de 

los establecimientos; el mejoramiento de los programas de atenci·n, resocializaci·n y 

acompa¶amiento de la poblaci·n privada de la libertad; y la articulaci·n con actores estrat®gicos 

del orden territorial y del sector privado (é). (CONPES 3828, 2015, p.3) 

Los antecedentes de estas políticas registran una prioridad hacia cuestiones de 

infraestructura y adecuación, por lo cual, el CONPES 3828 (2015) devela la necesidad de centrar 

estas políticas en la mejoría de las condiciones de las personas privadas de la libertad, con el fin 

de que puedan participar de experiencias de resocialización en condiciones dignas, y con una alta 

articulación y trabajo en red de las entidades de orden nacional y autoridades municipales y 

departamentales. Es decir, el CONPES 3828 de 2015 prioriza el cumplimiento del fin 

resocializador de la pena, aunque aún falta mucho camino por recorrer. 
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Tabla 8. Normativas nacionales del ámbito penitenciario 

 

Nombre del 

instrumento 

Año Expedido por Características 

Lineamientos 

normas, políticas, 

programas y 

proyectos dirigidos a 

población vulnerable 

de acuerdo con su 

misión y 

normatividad 

aplicable 

s.f. INPEC Se adopta el concepto 

de ñcondici·n 

excepcionalò, desde 

una perspectiva de 

equidad y diversidad. 

Se realiza la 

clasificación de 

grupos poblacionales, 

según el enfoque 

diferencial en el 

contexto 

penitenciario, siendo 

así: sectores sociales, 

grupos étnicos y 

sectores etarios. Por 

último, se establecen 

los lineamientos para 

el programa de 

atención 

especializada y 

diferencial, con sus 

metodologías, 

acciones y 

responsables. 

 



 64  

Decreto 407 de 1994 1994 Ministerio de Justicia 

y del Derecho 

Se estable el régimen 

de personal del 

INPEC. 

 

Acuerdo 0011 de 

1995 

1995 INPEC Instrumento general 

para sujetar los 

reglamentos internos 

de los 

establecimientos 

penitenciarios y 

carcelarios. 

 

Resolución 7302 de 

2005 

2005 INPEC Se dispone sobre el 

desarrollo 

reglamentario del 

Código Penitenciario 

y Carcelario. En éste 

se expiden pautas para 

la atención integral y 

el tratamiento 

penitenciario.  

 

Decreto 4151 de 

2011 

2011 Presidencia de la 

República de 

Colombia 

En este instrumento se 

despliega la 

reestructuración del 

INPEC.  

 

Resolución 3190 de 

2013 

2013 INPEC Se dispone sobre la 

reglamentación de la 

evaluación y 

certificación de 
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tiempo de los 

programas de trabajo, 

estudio y enseñanza 

para la redención de 

penas en el sistema. 

 

Decreto 4150 de 

2011 

2011 Presidencia de la 

República de 

Colombia 

Con este instrumento 

se crea la Unidad de 

Servicios 

Penitenciarios y 

Carcelarios (USPEC), 

se determina su objeto 

y estructura.  

Fuente: Elaboración propia a partir de INPEC (s.f.b; 1995; 2005; 2013), Ministerio de Justicia y del Derecho (1994) 

y Presidencia de la República de Colombia (2011a; 2011b). 

 

Por último, esta revisión ha evidenciado que, desde el contexto internacional y nacional, 

se cuenta con un amplio marco constitucional, normativo y jurídico que protege los derechos de 

las personas privadas de la libertad, fundamentados desde los principios de dignidad, equidad, 

igualdad y libertad, y orientados a cualificar los tratamientos penitenciarios; en algunos casos 

desde el reconocimiento del enfoque diferencial, para contribuir a la resocialización, reeducación 

y reinserción de estos colectivos. No obstante, es de especial importancia realizar un análisis 

sobre el panorama de las realidades en los centros penitenciarios, para determinar si dicho cuerpo 

normativo se aplica en la práctica y vida cotidiana del contexto; asunto que se aborda más 

adelante en un apartado de este trabajo de grado.  

 

2.3.1.1. Enfoque de atención diferencial y de derechos humanos en el ámbito 

penitenciario: Una apuesta por los grupos poblacionales en condición de 

excepcionalidad. 

 

Tal y como se evidenció anteriormente, el tratamiento penitenciario con mujeres privadas 

de la libertad, se debe desarrollar a partir del reconocimiento y garantía de sus derechos 
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universales; en condiciones de equidad, libertad, dignidad, justicia y democracia, como también, 

desde la identificación de sus necesidades diferenciales, particularidades y capacidades. Para 

Caride (2017), el valor intrínseco de los derechos universales reside en la igualdad de 

oportunidades, que prevengan y/o disminuyan las situaciones de exclusión y discriminación. Por 

ende, el enfoque de derechos humanos en los centros penitenciarios, además de asumir la 

atención y garantía de atenciones básicas, se debe proyectar desde el desarrollo de acciones 

socieducativas; valorando la educación como eje transversal del tratamiento penitenciario y 

como un derecho fundamental de todas las personas, para apostar por una resocialización y 

reinserción social significativa y eficaz (Jiménez, 2012b; Cano, 2012a; Del Pozo y Martínez, 

2015; Del Pozo, 2017c; Herrera y Del Pozo, 2018). De tal manera que, dicho enfoque exige la 

necesidad de reconocer a las mujeres privadas de la libertad como sujetos de derechos, a fin de 

promover y garantizar el disfrute de ciertos bienes, servicios y condiciones necesarias para una 

vida digna, teniendo en que cuenta, su situación de privación de la libertad no debe minimizar ni 

suprimir su dignidad como personas.  

 

En el marco universal de los derechos humanos, se deriva el enfoque diferencial en el 

tratamiento penitenciario; regulado en el artículo 3 de la Ley 1709 de 2014, a través del cual se 

reconocen las diversidades y características particulares de ciertos colectivos; históricamente 

vulnerados, en razón de su edad, religión, género, orientación sexual, etnia, situación de 

discapacidad, entre otras, para movilizar atenciones que garanticen el cumplimiento adecuado de 

sus necesidades, sus expectativas, posibilidades y capacidades, en la medida que se promueve su 

inclusión y participación social (Congreso de la República de Colombia, 2014; Fernández y 

Peña, 2020). 

 

En este sentido, es evidente que el tratamiento penitenciario requiere con urgencia el 

reconocimiento de este enfoque diferencial, tanto de género como de los demás sectores sociales, 

grupos étnicos y sectores etarios propuestos por el INPEC (s.f.b), y así apostar por una atención 

igualitaria; aunque con las adaptaciones necesarias según sus particularidades específicas, para 

estos grupos poblacionales de mujeres privadas de la libertad, que si bien es cierto ya son 

consideradas como ñminor²a penitenciariaò, su condición de excepcionalidad agrava esta 

situaci·n, al posicionarse como una ñminor²a dentro de otraò, lo cual contin¼a generando 



 67  

exclusión, discriminación y vulneración de sus derechos. No obstante, algunas investigaciones 

como las de Varela y Priegue (2014) y Sánchez y De Quirós (2016), demuestran la carencia en 

los recursos y adecuaciones especializadas, como también, la necesidad de desarrollar programas 

socioeducativos coherentes y contextualizados con sus características particulares, para 

garantizar una atención y resocialización adecuada de estos colectivos; específicamente los 

autores relatan sobre la situación de las mujeres extranjeras y adultas mayores. 

 

Ahora bien, si comúnmente existen limitaciones para la implementación de un 

tratamiento penitenciario con enfoque diferencial de género, el cual acogería a toda la población 

femenina privada de la libertad; aunque se ha avanzado en ciertas cuestiones, posiblemente para 

la apropiación de un enfoque diferencial que reconozca a los grupos poblacionales anteriormente 

mencionados, hace falta mucho camino por recorrer. La propuesta sería que desde la academia, 

las administraciones públicas y/o privadas, las organizaciones sociales, etc., se comience a gestar 

acciones y/o proyectos que apuesten por la visibilización de estos colectivos femeninos en 

condición de excepcionalidad en los centros penitenciarios, tal y como se aborda desde el 

presente trabajo de grado. De esta manera, se logrará una caracterización y evaluación de sus 

necesidades biológicas, sociales, culturales, de salud, psicológicas, etc., intereses y expectativas, 

en la medida que se les acompaña en su proceso de resocialización, a través de intervenciones 

socioeducativas especializadas y profesionalizadas.  

Los establecimientos est§n en la obligaci·n de identificar y proteger, m§s all§ del cuidado y el 

respeto por los derechos de la poblaci·n reclusa en su totalidad, a aquellos internos(as) que 

pertenecen a grupos poblacionales identificados como minoritarios o con enfoque diferencial , por 

presentar condiciones f²sicas, psicol·gicas o sociales desventajosas, por haber sido objeto de 

exclusi·n, vulneraci·n y/o discriminaci·n hist·rica, requieren de medidas especiales de reclusi·n 

en los que se incluyen tener en cuenta los factores de seguridad (el no sometimiento a las 

personas a situaciones de riesgo), la integridad personal mediante el debido acompa¶amiento en 

el §rea de salud, entre otros. (INPEC, 2019a, p.34) 

Entonces, el tratamiento penitenciario requiere de un abordaje 

sociopedagógico/socioeducativo, basado y ejecutado desde un enfoque de derechos humanos y 

un enfoque diferencial; inicialmente de género para responder a las necesidades específicas de 
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toda la población femenina, sin embargo, también es pertinente acoger el enfoque diferencial 

para movilizar atenciones y acciones formativas, preventivas y/o reeducativas con los grupos 

poblacionales que han sido caracterizados en ñcondici·n de excepcionalidadò. Todo ello 

permitiría garantizar la igualdad de derechos y oportunidades, mejorar las condiciones de vida, y 

promover procesos de resocialización significativos. Por ende, la política pública para el ámbito 

penitenciario (desde lo macroestructural), se debe diseñar obligatoriamente desde una 

perspectiva de género coherentes, integrales e interdisciplinares (Briceño-Donn, 2006; Antony, 

2007; García y Melendro, 2013; Del Pozo, 2016b; Añaños y García, 2017; Sánchez et al., 2018). 

 

2.3.2. Realidades de la población femenina en los centros penitenciarios: Panorama 

internacional y nacional.  

 

 Tal y como se abordó en el apartado de Educación Social Penitenciaria, el contexto 

penitenciario se asocia y/o caracteriza por la condiciones de vulneración de derechos, 

discriminación, opresión, desconocimiento e invisibilización; situación que se agrava para la 

población femenina privada de la libertad, quienes históricamente han sido excluidas y han 

vivenciado desigualdades sociales, de género, sociolaborales, socioculturales, etc., previo al 

internamiento penitenciario (feminización de la pobreza, violencia de género e intrafamiliar, baja 

cualificación profesional, etc.), y así como durante y posterior el internamiento (reproducción de 

los roles tradicionales de género en el tratamiento penitenciario, poca atención diferencial en 

salud femenina, desarraigo familiar y laboral, ausencia de atención profesional a los/as menores 

residentes e hijos/as en el exterior). 

 

El hecho de ser mujeres y reclusas genera una criminalización moral y social, que es 

posible plasmar como una ñdoble desigualdadò y, que perpetua sus situaciones de vulnerabilidad, 

opresión, de riesgo y dificultad social (Del Pozo, 2012; Ariza e Iturralde, 2015; Del Pozo, 2017a; 

Sánchez et al., 2018). 

 

Y es que, de hecho, las mujeres encarceladas son v²ctimas de la estigmatizaci·n derivada, tanto de 

su propia condici·n de mujeres como de la que les impone su situaci·n de presas, y, en la mayor²a 

de los casos, tambi®n de la discriminaci·n com¼n a los grupos pobres y marginados (é). 

(Briceño-Donn, 2006, p.17) 
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De tal manera que, en este apartado se abordan datos estadísticos y cualitativos, desde un 

panorama internacional y nacional, con el fin de visibilizar las realidades de esa ñminor²a 

penitenciariaò y demostrar la urgencia y pertinencia de desarrollar tratamientos penitenciarios 

socieducativos, con enfoque diferencial de género y de derechos humanos; teniendo en cuenta lo 

decretado y regulado en el marco normativo y político, para dar respuestas a las necesidades 

(básicas, educativas, materno-filiales, desarraigo social y familiar, salud sexual, reproductiva y 

ginecológica, feminización de la pobreza, etc.), particularidades y capacidades de este colectivo, 

y así garantizar un proceso de resocialización digno, significativo, eficaz y sostenible (Briceño-

Donn, 2006; Antony, 2007; Del Pozo, 2012; Jiménez, 2012b; Varela y Priegue, 2014; Del Pozo, 

2016b; Del Pozo et al., 2016; Yagüe et al., 2017, García et al., 2017; Del Pozo et al., 2017; 

Borjas et al., 2017; García y López, 2017; Del Pozo y Jiménez, 2017; Aparecida, 2018). 

 

En la revisión bibliográfica se ha identificado que los antecedentes investigativos de este 

fenómeno socioeducativo, desde diferentes disciplinas, corresponden mayoritariamente a 

metodologías cuantitativas, seguido de los estudios cualitativos y, con menor representación, se 

visualizan los métodos mixtos. Lo cierto es que, sin importar el enfoque metodológico, los 

estudios revisados comprenden y analizan el fenómeno, a partir de variables y/o categorías 

similares, tales como: características sociodemográficas, delictivas, sociales, educativas, 

culturales, étnicas, de salud física, mental, sexual, reproductiva, situaciones sociofamiliares 

(relación materno-filial, hijos/as residentes en los centros, hijos/as y familia en el exterior, 

prácticas de cuidado, crianza y educación), necesidades psicosociales, drogodependencias, 

condiciones de infraestructura de los centros penitenciarios, necesidades y/o oportunidades del 

tratamiento penitenciario (oferta de programas y/o cursos de educación formal, socioeducativos, 

socioculturales, sociolaborales, etc.). 

 

En cuanto a la situación de España, Del Pozo (2012) analiza las discriminaciones 

patriarcales y con ello las desigualdades en el tratamiento penitenciario para la población 

femenina, como también se encarga de describir ciertos rasgos socioculturales (mujeres 

pertenecientes a familias extensas, abusos y malos tratos en el contexto familiar, familiares con 

antecedentes penales, fracaso escolar, ausencia de formación profesional y experiencia laboral, 

drogodependencias, prostitución, etc.), y los rasgos criminológicos (delitos contra las personas: 
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asesinatos, homicidios; delitos contra la propiedad: hurtos, robos; delitos contra la salud pública 

y contrabando; delitos relacionados con el terrorismo). 

 

Del Pozo (2012) afirma que el medio social y familiar en el que se han desarrollado las 

mujeres que han sido privadas de la libertad, se caracteriza por las diversas situaciones de 

vulneración, exclusión, riesgo y dificultad social (familias multiproblemáticas, malos tratos, 

abusos, abandonos, consumo de drogas, etc.). Además, muchas de ellas mantienen solas a sus 

hijos/as (familias monoparentales) y han vivenciado fracasos en sus relaciones de pareja. En lo 

que respecta a la trayectoria formativa y laboral, se derivan situaciones de fracaso y abandono 

escolar y con poca experiencia laboral, o vinculadas a empleos con condiciones precarias. Por 

último, otras de las características predominantes se vinculan con el alto consumo de sustancias 

psicoactivas (drogodependencias, alcoholismo, etc.).  

 

Por su parte, Añaños y Yagüe (2013) manifiestan que, si bien es cierto, existen grandes 

cifras sobre la población femenina privada de la libertad, hay poco conocimiento sobre lo que 

realmente ocurre dentro del sistema, por ello, aún persisten muchos problemas estructurales que 

impactan significativamente en la cotidianidad y vida de las mujeres, los recursos, tratamientos, 

programas y métodos de intervención. De hecho, las autores demuestran la necesidad de seguir 

proyectando acciones que promuevan la participación social, cultural, la inserción sociolaboral y 

los procesos formativos. De manera similar, Del Pozo et al. (2013) discuten alrededor de la 

insuficiencia y/o inexistencia de acciones socioeducativas y sociolaborales y la pertinencia de 

ofrecer programas con dichas acciones, que atiendan las necesidades de la población femenina; 

todo ello como una realidad internacional. 

 

Posteriormente, Añaños y García (2017) continúan caracterizando estos colectivos y sus 

necesidades diferenciales, por lo cual, apuntan que, mayoritariamente, las mujeres privadas de la 

libertad pertenecen a estratos pobres, como también, un porcentaje significativo son minorías 

étnicas o extranjeras. Otras características predominantes, y que coinciden con las expuestas por 

Del Pozo (2012), es que son colectivos que provienen de entornos caracterizados por situaciones 

precarias en su calidad de vida (ausencia de redes de apoyo, carencias económicas, exclusión 

social, falta de empleo, entre otras), además que, han sufrido enfermedades mentales, son 
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personas drogodependientes o han sido víctimas de violencia, abusos, abandonos y/o malos 

tratos.  

 

Para enero del 2016, en España, se contaba con una población penitenciaria de 61.423 

personas (92.36% hombres y 7.64 mujeres); situación que refleja que las mujeres son minoría 

penitenciaria, pero no por ello deben existir negligencias para su atención y acompañamiento en 

su proceso de resocialización y reinserción (Añaños y García, 2017). En el estudio realizado por 

las autoras, el 69% de las mujeres encuestadas tenían nacionalidad española, un 21.2% procedían 

de América Latina (especialmente de Colombia) y un 7.4% de Europa (europeas no españolas), y 

la nacionalidad de otras mujeres (9) correspondía a procedencias africanas, asiáticas o 

norteamericanas. En cuanto a la edad, la predominancia consistió en mujeres entre los 25 y 49 

años (82.2%). Cabe destacar el alto porcentaje de mujeres que son madres (79.4%), y que el 

71.1% de ellas vivían con sus parejas e hijos/as antes de entrar a la cárcel; aunque para Del Pozo 

(2012) esta condición es diferente (mayor frecuencia de familias monoparentales), en ambos 

casos se plantea un cuestionamiento sobre la incidencia de la situación penitenciaria en sus 

relaciones familiares (desarraigo). 

 

Acerca del perfil delictivo, se identificaron delitos asociados al tráfico de drogas (46.7%), 

siendo las mujeres quienes asumían el rol de mulas, y a robos y/o hurtos (31.1%). El nivel de 

estudios alcanzado es mayoritariamente medio y bajo, y un porcentaje del 7.2% no había 

alcanzado ningún tipo de estudios, coincidiendo con lo analizado por Del Pozo (2012). Con 

respecto a la formación desarrollada dentro de los centros penitenciarios, se evidencia un alto 

porcentaje de participación de las mujeres (84.3%) en programas de educación formal/reglada y 

de educación social (prevención de drogodependencias, socioculturales, habilidades sociales, 

inserción laboral, promoción de la salud mental y física, entre otros) (Añaños y García, 2017). 

 

En lo que se refiere a la situación de las relaciones familiares, García y López (2017) 

revisan diferentes informes y documentos internacionales que visibilizan el efecto de la reclusión 

de una mujer en su dinámica familiar; expuesto también por Añaños y García (2017), teniendo 

en cuenta que, en la mayoría de casos, se presentan dificultades para mantener los lazos 

familiares y sociales. Un gran porcentaje de mujeres en los centros penitenciarios tienen hijos/as 
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menores de 16 años, para quienes representan su principal figura de cuidado, atención y crianza, 

lo cual se deteriora o pierde su significado a causa de la situación de privación de la libertad, e 

indiscutiblemente impacta en el desarrollo de los/as hijos/as.  

 

A razón de la lejanía física entre la prisión y el lugar en que residen sus familiares y allegados, 

muchos visitantes se quejan de la cantidad de tiempo empleado en relación al escaso tiempo que 

duran las visitas (é). En aquellos pa²ses en los que los reclusos/as dependen de sus familiares 

para la obtención de ropa, alimentos, medicamentos y otros artículos para cubrir sus necesidades, 

la cercan²a al hogar de origen es fundamental (é). Igualmente, los permisos de salida y las 

comunicaciones telefónicas y escritas deben ser objeto de especial atención, de acuerdo con una 

evaluaci·n individual para determinar los riesgos que conllevan en cada caso (é). (Garc²a y 

López, 2017, p.138) 

 

En el panorama de América Latina, Antony (2007) y Ariza e Iturralde (2015) destacan 

similitudes con el contexto europeo: regímenes estrictos, porcentajes altos de mujeres sindicadas 

en comparación con el grupo de mujeres condenadas (más que en la situación de los hombres), 

infraestructuras en mal estado, ausencia de atención especializada en salud (especialmente lo 

relacionado con ginecología y ginecobstetricia), poca privacidad para sus visitas íntimas o 

dificultades para el acceso a las mismas, poco acceso o escasa calidad/utilidad de los programas 

socioeducativos y sociolaborales; estos son enfocados en promover roles tradicionales de género, 

y terapias basadas en trastornos nerviosos y/o psiquiátricos. Es de especial atención identificar 

que, en ambos estudios, se alarma sobre la ausencia de espacios seguros y adecuados para la 

permanencia de los/as hijos/as que conviven con las mujeres, o para recibir las visitas de los/as 

que están en el exterior. Además, la escasa atención profesional para el cuidado y educación de 

los infantes que residen en los centros penitenciarios con sus madres. Esta situación limita su 

participación en las oportunidades de formación educativa y laboral, ya que, deben ocuparse la 

mayoría del tiempo de sus hijos/as. 

 

Para Herrera y Del Pozo (2018), en América Latina, prevalecen las grandes dificultades 

de recursos y hacinamiento en los centros penitenciarios. La oferta educativa varía según los 

países, con más enfoque hacia la educación formal en educación básica y alfabetización. Con 
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respecto a la educación media y superior, se registra formación ofrecida por universidades en los 

países de México, Costa Rica y Colombia, entre otros.  

 

Igualmente, la educaci·n social (entendida como educaci·n no formal), centrada principalmente 

en educaci·n para la salud, rehabilitaci·n psiscosocial, educaci·n cultural y deportiva, educaci·n 

laboral o promoci·n del trabajo cooperativo), tiene diversos enfoques y desarrollos, pero existe 

cierta predominancia social e institucional a considerar estas actividades menos relevantes, (de 

corte m§s asistencial y ñrecreativoò); y por tanto, menos profesionalizadas y necesarias para la 

inserci·n sociolaboral de las personas reclusa (é). (Herrera y Del Pozo, 2018, p.175) 

 

En este contexto latinoamericano, se destaca la investigación en Chile desarrollada por 

Cárdenas (2010), sobre un diagnóstico de las necesidades de mujeres pertenecientes a grupos 

vulnerables (reconocidos en Colombia como grupos con condiciones excepcionales) en prisión y 

de la población femenina en general. La investigación se realizó en el Centro Penitenciario 

Femenino de Santiago (CPF), desde una metodología mixta, con la aplicación de la Encuesta 

sobre Necesidades y Problemas de la Población Penitenciaria, 12 entrevistas semi-estructuradas a 

las mujeres pertenecientes a dichos grupos (madres gestantes, lactantes, mujeres enfermedades 

crónicas y mujeres extranjeras), 4 entrevistas a mujeres que no presentaban ninguna de las 

características de vulnerabilidad y, entrevistas al personal penitenciario (director y funcionaria 

encargada del área de salud). 

 

Los resultados destacan que las mujeres con enfermedades crónicas son mayores de edad, 

es decir, serían dos factores de riesgo relevantes que merecen una atención diferencial. No 

obstante, estas mujeres manifiestan una evaluación negativa hacia los servicios de salud y 

sanitarios, por lo cual, se evidencia un progresivo deterioro de su salud física y mental. El grupo 

de madres gestantes y lactantes, con hijos/as residentes, está conformado por población joven 

(52.6% de mujeres entre los 18-29 años). Este colectivo evalúa favorablemente ciertas 

condiciones del centro, sin embargo, si destacan problemas asociados a los servicios prestados 

por el personal de la salud (malos tratos, atención negligente) y relatan sobre los espacios de 

permanencia, puesto que, no son adecuados para el desarrollo de sus hijos/as, normalmente no 

hay distinción y/o delimitación de éstos y deben convivir con las demás mujeres; panorama que 

coincide con lo detallado por Antony (2007) y Ariza e Iturralde (2015). En el caso de que, si 
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dispongan de entornos seguros y con condiciones adecuadas, se convierten en espacios de 

control, dominación y/o maltrato físico y psicológico por parte del personal penitenciario 

(Cárdenas, 2010). 

 

Las mujeres extranjeras privadas de la libertad, conformado por una población menor de 

40 años y con hijos/as, evalúan positivamente las condiciones de la infraestructura y los servicios 

ofrecidos. Sin embargo, si presentan dificultades para el acceso a la justicia (poca gestión y/o 

mediación para contactar con el consulado de su país), lo cual incide en la resolución de su 

situación penal, la comunicación con sus familiares y la satisfacción de sus necesidades básicas. 

Por último, las necesidades y problemáticas de la población femenina en general no difieren 

mucho de las que ya se han descrito. Básicamente corresponden a problemáticas con las 

condiciones precarias de estos entornos y sus infraestructuras inadecuadas, violencia 

intracarcelaria, necesidades materno-filiales, desarraigo familiar, sistema de visitas, escasas 

oportunidades de empleo, el acceso a la justicia, entre otras (Cárdenas, 2010); algunas de ellas 

similares a las estudiadas por Del Pozo (2012), Añaños y García (2017) y García y López (2017) 

en el panorama europeo.  

 

En otros estudios revisados en Perú, Panamá, Costa Rica y Brasil se ratifican todos estas 

condiciones, situaciones y rasgos analizados y, se prioriza sobre la necesidad de responder ante 

ellos desde una atención diferencial y especializada, puesto que hay evidencias de la incidencia a 

nivel personal, familiar, social, cultural, educativa y laboral, causadas por la negligencia por 

parte de las autoridades y organizaciones competentes, ante las realidades de las mujeres 

privadas de la libertad. Unas de las necesidades con prioridad en su atención se relacionan con 

las condiciones de los centros, la gestión y protección social o acceso a la justicia, los servicios 

sanitarios, los servicios de salud y, cuestiones materno-filiales y fortalecimiento de lazos y/o 

redes de apoyo familiares (en el exterior de los centros) y sociales (amistades) (Mena, 2011; 

Rodríguez, 2015; Rivas, 2016; Aparecida, 2018). 

 

Del Pozo y Martínez (2015) resumen este recorrido de análisis de las realidades desde 

contextos internacionales y latinoamericanos, develando que la mayoría de las problemáticas y 

realidades de las mujeres en los centros penitenciarios, se asocian con la vulneración de sus 
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derechos básicos y su dignidad. Al respecto, Del Pozo y Martínez (2015) afirman que en Europa; 

específicamente en Europa del Este, las dificultades se asocian al momento durante la estancia y 

cumplimiento de la condena, prevaleciendo así situaciones que perpetúan la violencia de género 

(requisas realizadas con desnudo integral), presencia de las mujeres en centros y/o módulos de 

hombres en situación preventiva, carencia de infraestructuras penitenciarias para diferenciar los 

perfiles criminológicos, lo cual incide en una nula o baja clasificación penitenciaria femenina y, 

por último, la rigidez en los controles para los procesos de comunicación y relación con sus 

familiares y/o amigos (personales o no presenciales). 

 

En los países árabes, predominan las quejas sobre las torturas y malos tratos hacia las 

mujeres. En el caso de Georgia, las necesidades corresponden a problemáticas de salud 

ginecológica. Con relación a los países asiáticos, existen situaciones relacionadas con la ausencia 

de atención a las necesidades básicas y las precarias condiciones para un desarrollo adecuado de 

los/as niños/as que conviven con sus madres en estos centros. Por último, en América Latina, se 

destacan problemáticas de hacinamiento, servicios sanitarios inadecuados, y un bajo componente 

nutricional en la alimentación que reciben, o condiciones precarias de la misma. 

 

Tabla 9. Características y/o necesidades principales de las mujeres privadas de la 

libertad en contextos internacionales y latinoamericanos 

 

Contexto Características y/o 

necesidades 

Descripción 

 

 

 

 

 

 

 

 

Rasgos sociodemográficos y 

criminológicos 

Mujeres entre los 25 y 49 años 

de edad 

 

Estratos socioeconómicos 

bajos 

 

Minorías étnicas o extranjeras 
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Europa 

Víctimas de violencia y/o 

abusos 

 

Situaciones de 

drogodependencias y 

prostitución 

 

Predominancia de delitos 

asociados al tráfico de drogas 

(rol de mulas) y de robos y/o 

hurtos 

 

Delitos contra las personas 

(asesinatos, homicidios) 

 

Delitos contra la propiedad 

(hurtos, robos) 

 

Delitos contra la salud pública 

y contrabando 

 

Delitos relacionados con el 

terrorismo 

 

Situación sociofamiliar y de 

las relaciones materno-filiales 

Madres (hijos/as menores de 

16 años) 

 

Principal figura de cuidado, 

atención y crianza 
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Familias extensas y/o 

monoparentales 

 

Abusos y malos tratos en el 

contexto familiar 

 

Familiares con antecedentes 

penales 

 

Ausencia de redes de apoyo 

 

Carencias económicas 

 

Desarraigo familiar 

 

Situación educativa y 

socioeducativa 

Estudios alcanzados: medio 

y/o bajo  

 

Fracaso y/o abandono escolar 

 

Ausencia de formación 

profesional 

 

Insuficiencia y/o inexistencia 

de acciones socioeducativas y 

sociolaborales  

 

Situación sociolaboral Falta de empleo 

 

Poca experiencia laboral 
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Vinculación a empleos con 

condiciones precarias 

 

Estado de salud Presencia de enfermedades 

mentales 

 

Países árabes  

 

 

Necesidades y/o situaciones 

del contexto penitenciario 

Torturas y malos tratos 

 

Georgia Problemáticas de salud 

ginecológica 

 

Países asiáticos Ausencia de atención a las 

necesidades básicas  

 

Precarias condiciones para un 

desarrollo adecuado de los/as 

niños/as que conviven con sus 

madres en estos centros 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Rasgos sociodemográficos y 

criminológicos 

Mujeres entre los 18 y 29 años 

de edad 

 

Estratos socioeconómicos 

bajos 

 

Porcentajes altos de mujeres 

sindicadas 

 

Ausencia de gestión y 

protección social o acceso a la 

justicia 
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Latinoamérica  

Situación sociofamiliar y de 

las relaciones materno-filiales 

Poca privacidad para sus 

visitas íntimas o dificultades 

para el acceso a las mismas 

 

Ausencia de espacios seguros 

y adecuados para la 

permanencia de los/as hijos/as 

que conviven con las mujeres, 

o para recibir las visitas de 

los/as que están en el exterior 

 

Desarraigo familiar 

 

Violencia intrafamiliar 

 

Ausencia de redes de apoyo 

familiares 

 

Situación educativa y 

socioeducativa 

Ausencia de trayectoria 

académica 

 

Poco acceso o escasa 

calidad/utilidad de los 

programas socioeducativos 

 

Situación sociolaboral Poco acceso o escasa 

calidad/utilidad de los 

programas sociolaborales 
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Escasas oportunidades de 

empleo 

 

Estado de salud Ausencia de atención 

especializada en salud 

(ginecología y 

ginecobstetricia) 

 

Terapias basadas en trastornos 

nerviosos y/o psiquiátricos 

 

Enfermedades crónicas 

(mujeres mayores de edad) 

 

Ausencia de acceso a los 

servicios sanitarios y de salud 

 

Necesidades y/o situaciones 

del contexto penitenciario 

Hacinamiento 

 

Servicios sanitarios 

inadecuados 

 

Bajo componente nutricional 

en la alimentación que reciben 

o condiciones precarias de la 

misma 

Fuente: Elaboración propia a partir de Antony (2007), Cárdenas (2010), Mena (2011), Del Pozo (2012), Añaños y 

Yagüe (2013), Del Pozo et al. (2013), Del Pozo y Martínez (2015), Rodríguez (2015), Ariza e Iturralde (2015), Rivas 

(2016), Añaños y García (2017), García y López (2017), Aparecida (2018) y Herrera y Del Pozo (2018). 

 

Con referencia al territorio colombiano, en el Informe Estadístico de Agosto de 2020 del 

INPEC (último informe oficial); entidad especializada en servicios penitenciarios y carcelarios, 
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se registra que a finales de este mes, la población femenina privada de la libertad correspondía a 

un 6.7% (6.832 mujeres), lo cual refleja lo que se ha discutido a lo largo de este trabajo, y es que 

las mujeres son una minoría penitenciaria, por ende, en muchas ocasiones, el tratamiento 

penitenciario es ñmasculinizadoò (Brice¶o-Donn, 2006; Antony, 2007; Del Pozo et al., 2016; 

Yagüe et al., 2017; García et al., 2017; Del Pozo et al., 2017; Borjas et al., 2017; García y López, 

2017; Del Pozo y Jiménez, 2017; Aparecida, 2018; INPEC, 2019a; 2020); situación que también 

se evidencia en el contexto europeo, tal y como lo expone Añaños y García (2017) en su estudio. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 4. Población privada de la libertad en Colombia 

Fuente: Elaboración propia a partir del INPEC (2020). 

 

En el país existen seis (6) reclusiones de mujeres, con un cupo total de 6.380 plazas. Éstas 

son: reclusión de Bogotá (Región Central), reclusión de Bucaramanga (Región Oriente), 

reclusión de Popayán (Región Occidental) y las reclusiones de Armenia, Manizales y Pereira 

(Regional Viejo Caldas). A pesar de que el porcentaje de mujeres privadas de la libertad es 

relativamente bajo, la situación de hacinamiento prevalece en los centros, casi del 26.3%, por lo 

cual, muchas de ellas cumplen su condena en reclusiones mixtas o masculinas, y que no se 

contemplan a nivel oficial (INPEC, 2019a; 2020; Alonso y Yagüe, 2020). Según el CONPES 

3828 (2015), uno de los problemas más críticos del contexto penitenciario femenino, son las 

precarias condiciones de salubridad y la sobrepoblación. Estas situaciones se relacionan con las 

problemáticas del contexto latinoamericano, expuestas por Del Pozo y Martínez (2015) y Herrera 

y Del Pozo (2018). 

95.032 (93,3%) 

6.832 

(6,7%) 
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Tabla 10. Reclusiones de mujeres en Colombia (población y porcentaje de hacinamiento) 

 

Región Reclusión 

Central Reclusión de Bogotá 

Oriente Reclusión de Bucaramanga 

Occidental Reclusión de Popayán 

Viejo Caldas Reclusión de Armenia 

Reclusión de Manizales 

Reclusión de Pereira 

Cupo total 6.380 

Número de población femenina actual 6.832 

Porcentaje de hacinamiento 26.3% 

Fuente: Elaboración propia a partir del INPEC (2019a; 2020). 

 

Según el rango etario, se demuestra que la mayoría suele encontrarse entre los 25 y 29 

años, seguido del grupo de 30-34 años. Dentro de una estadística general de 1.269 reclusos/as 

que superan los 70 años, solo se registran 29 mujeres en este rango. Además, se evidencia que 

los/as adultos/as mayores corresponden a un grupo minoritario dentro de la población femenina 

privada de la libertad (INPEC, 2019a; 2020; Alonso y Yagüe, 2020); ello supone analizar si la 

atención y el acompañamiento que reciben, es coherente con las necesidades específicas de este 

colectivo, quienes son ñuna minor²a (adultas mayores) dentro de otra minor²a (poblaci·n 

femenina en general)ò.  
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Figura 5. Rango etario de la población femenina privada de la libertad en Colombia 

Fuente: Elaboración propia a partir del INPEC (2020). 

 

No obstante, cabe destacar que la caracterización de las mujeres privadas de la libertad a 

nivel nacional desarrollada por el INPEC, aterrizando todos estos datos en el contexto regional 

(Dosquebradas, Risaralda), se describe en el siguiente apartado de este trabajo de grado, puesto 

que presenta una relación con el análisis de la realidad, del contexto y de la población 

participante.  

 

Con relación a antecedentes investigativos en ámbito penitenciario a nivel nacional, se 

encuentran los trabajos de Norza, González, Moscoso y González (2012), Ariza e Iturralde 

(2015), Sánchez et al. (2018), INPEC (2019a; 2020) y Alonso y Yagüe (2020), quienes afirman 

que el tipo de delito con mayor frecuencia corresponde al ñtr§fico, fabricaci·n o porte de 

estupefacientesò, seguido de ñconcierto para delinquirò y por ñhurtoò; coincidiendo con los datos 

del perfil delictivo sistematizados en los estudios realizados en España (Del Pozo, 2012; Añaños 

y García, 2017). 

 

Por otra parte, los datos evidencian que una situación que requiere una especial atención, 

es la insuficiencia o inexistencia oferta de programas socioeducativos y/o sociolaborales que 

25 y 29 años 30 y 34 años 70 años
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sean pertinentes e impacten de manera significativa en su proceso de resocialización. De acuerdo 

con Briceño-Donn (2006), Sánchez et al. (2018) y Alonso y Yagüe (2020), muchas de las 

mujeres expresan sus inconformidades al respecto, puesto que, casi todos los programas y/o 

cursos en los que pueden participar, son enfocados en actividades de tipo ocupacional (roles 

tradicionales de género), que son poco útiles para su desempeño e inserción sociolaboral, lo que 

podría perpetuar sus situaciones de vulnerabilidad y riesgo social, y así causar reincidencias. 

ñ67.5% de las mujeres menciona que las habilidades que adquirieron en los programas laborales 

o educativos de los centros penitenciarios, no fueron útiles para obtener ingresos económicos ni 

encontrar empleo al salirò (S§nchez et al., 2018, p.15). 

 

Esta problemática persiste en todo el contexto latinoamericano (Antony, 2007; Ariza e 

Iturralde, 2015), siendo así un punto prioritario por resolver, re-estructurar y re-significar, 

atribuyéndole gran importancia a la necesidad de seguir apostando por la formación profesional 

de pedagogos y educadores sociales, para que desarrollen intervenciones socioeducativas que 

transformen estas realidades, movilicen una adecuada resocialización con la población, 

acompañándolos, orientándolos y facilitando recursos para mejorar su calidad de vida. Briceño-

Donn (2006) realiza un análisis del contexto penitenciario y la población femenina, desde una 

perspectiva de derechos humanos y género, y en su documento prioriza: 

 

(é) la necesidad de evaluar los programas actualmente existentes en las diferentes modalidades 

de formaci·n que ofrece el INPEC, para ajustarlos a las necesidades y expectativas de las mujeres 

que est§n en prisi·n, de modo que sean una herramienta realmente ¼til y pr§ctica para su vida y 

no una simple acumulaci·n de informaci·n a la que no encuentran un sentido en el referente de 

sus propias vivencias. (p.76) 

 

Continuando con la caracterización de las realidades de las mujeres privadas de la 

libertad en Colombia, se identifica el estudio realizado por Sánchez et al. (2018), quienes 

plantean desafíos, retos y lineamientos para las políticas públicas, desde un enfoque de género. 

Sánchez et al. (2018) demuestran que este colectivo pertenece a estratos socioeconómicos bajos; 

variable que también prevalece en la investigación de Norza et al. (2012). Con respecto a su 

situación laboral, antes de la detención, sus ingresos mensuales eran inferiores a dos salarios 

mínimos mensuales legales vigentes, además, debido a su bajo nivel de estudios, accedían a 
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empleos con condiciones precarias. Esta situación impacta significativamente en el ámbito 

familiar, puesto que, la mayoría de ellas eran cabeza de familia y tenían la responsabilidad 

económica del hogar (Sánchez et al., 2018), siendo así, con estas condiciones laborales, un factor 

de riesgo para satisfacer sus necesidades básicas y las de sus familias (hijos/as u otras personas a 

cargo). 

 

Al igual que en el contexto internacional, en Colombia también se visibiliza que las 

mujeres privadas de la libertad han presenciado situaciones de violencia intrafamiliar en su 

infancia (48% violencia física, 43% violencia psicológica y 22% violencia sexual) y un gran 

porcentaje de ellas, registra que abandono el hogar durante su adolescencia, debido a esta 

problemática. Otra similitud se refiere a las condiciones precarias de los centros penitenciarios y 

que el acceso a algunos servicios básicos o bienes es limitado (por ejemplo, las toallas 

higiénicas), a causa de las altas tasas de hacinamiento en el país (Sánchez et al., 2018). Esta 

situación continúa reflejando que el enfoque diferencial regulado en las diferentes normativas, 

está muy lejos de ser aterrizado a la práctica. Tal y como se evidencia en lo que se refiere a las 

necesidades de salud diferencial: ñMenos de la mitad de las mujeres afirmaron que s² les han 

practicado exámenes relacionados con necesidades específicas de g®nero y derechos sexuales y 

reproductivos, tales como la citolog²a o la detecci·n de VIH (é)ò (S§nchez et al., 2018, p.15). 

 

Otro de los puntos similares corresponde al impacto del encarcelamiento en las relaciones 

familiares, puesto que éstas, se deterioran en muchos casos (desarraigo familiar), y los/as hijos/as 

experimentan problemáticas emocionales a causa de la separación, el estigma y las presiones 

sociales. Cabe resaltar que las visitas son pocos frecuentes por razones como la distancia entre el 

centro penitenciario y el hogar, o por falta de dinero. Así mismo, en cuanto a la permanencia de 

los/as hijos/as en los centros, las diversas investigaciones en el contexto nacional, continúan 

demostrando que no existen protocolos claros, ni instalaciones adecuadas y/o especializadas para 

atender a las necesidades de este colectivo (madres gestantes y lactantes) y garantizar entornos 

seguros y protectores para su desarrollo integral (Mantilla y Botia, 2012, López, Monsalve y 

Usuga, 2015; Mejía y Builes, 2017, Álvarez y Polo, 2018; Sánchez et al., 2018). Así como lo 

expone Ariza e Iturralde (2015): 
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(é) Esta poblaci·n tiene necesidades especiales de atenci·n m®dica y asistencia social (como 

guarder²as, salud, alimentaci·n y educaci·n para sus hijos) que no se ven adecuadamente 

satisfechas dada la precariedad y falta de cobertura de los servicios que presta la c§rcel. As², los 

hijos de las internas terminan por padecer con ellas el rigor de los castigos que les son impuestos, 

lo cual puede tener un impacto negativo en su desarrollo y bienestar a mediano y largo plazo. 

(p.16) 

 

 Para el abordaje de las realidades a nivel nacional, se considera relevante visibilizar la 

investigación-acción desarrollada en la región Caribe durante el año 2015-2016; específicamente 

en Barranquilla (Atl§ntico) en el Centro de Rehabilitaci·n Femenino ñEl Buen Pastorò, por ser 

un antecedente fundamental para el presente trabajo de grado. El objetivo de este estudio 

consisti· en: ñ(é) estudiar las caracter²sticas principales de las mujeres reclusas y sus familias, 

actuando desde un programa integral con enfoque diferencial de género, con el fin de mejorar la 

reinserción y ofrecer propuestas para la atención igualitaria en la política pública penitenciaria 

colombianaò (Del Pozo et al., 2017, p.1).   

 

Dicha investigación se constituye en un referente científico, práctico y académico para el 

país, dado que existen pocos estudios de investigación-acción sobre/con las mujeres privadas de 

la libertad, desde una perspectiva de género e interdisciplinar; teniendo en cuenta que en el 

proyecto participaron profesionales de diferentes campos disciplinarios (salud, derecho, 

humanidades, educación, pedagogía social, trabajo social y psicología) para comprender, analizar 

e intervenir el fenómeno socioeducativo. Otras de las características innovadoras de esta 

investigación consistió en el diseño, ejecución y evaluación de un programa integral con enfoque 

diferencial de género, el cual fue estructurado por áreas y acciones (salud diferencial, infancia y 

familia, formación sociolaboral, sociocultural y formación penitenciaria), y en el que 

participaron las mujeres por decisión voluntaria. Para la planeación del programa se valoraron las 

necesidades, particularidades y capacidades de la población, que fueron identificadas a través del 

diagnóstico realizado (Del Pozo, 2017a).  

 

En este sentido, a través de una metodología de investigación-acción, con fases cíclicas, y 

la implementación de técnicas mixtas (encuestas diagnósticas dirigidas a las mujeres ï 34, 

entrevistas a los profesionales penitenciarios del centro, observación participante, grupos de 
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discusión y acciones socioeducativas y multidisciplinares), se develaron las principales 

características de las mujeres privadas de la libertad y sus familias, las cuales coinciden, en 

muchos casos, con las que ya se han expuestos anteriormente a nivel internacional y nacional. 

Los principales resultados fueron: 

 

- Características sociodemográficas: La edad de las mujeres oscila entre los 19 y 57 

años. La mayoría pertenecen a la etnia mestiza (58.4%) y son de estrato socioenómico 

1 (79.4%). La mitad de las mujeres se encuentran sindicadas (52.9%) y el tipo de 

delito con mayor frecuencia corresponde al tráfico de drogas (26.5%), seguido del 

homicidio y/o complicidad en homicidio (17.7%) y el hurto (11.8%). Con relación al 

nivel de estudio, la mayoría de las mujeres ha finalizado únicamente la educación 

primaria (38.2%). El 79.4% son madres y se caracterizan por conformar familias 

extensas (Del Pozo et al., 2016; Del Pozo et al., 2017; Yagüe et al., 2017; García et 

al., 2017; Borjas et al., 2017; García y López, 2017; Del Pozo y Jiménez, 2017). 

 

- Relaciones materno-filiales y familiares: En el momento del estudio, solo se 

identificó una mujer gestante, y dos de ellas tenían un hijo/a menor de 3 años que 

residía en el centro, por ende, participaba de las actividades de cuidado, educación y 

crianza lideradas por el Centro de Desarrollo Infantil ï CDI del ICBF; dentro de la 

reclusión. Del resto (92.6%) tienen a sus hijos/as viviendo fuera del centro 

penitenciario al cuidado de las abuelas maternas (mayor frecuencia), tías o 

hermanos/as. La mayoría de las mujeres evaluaron positivamente el vínculo afectivo 

con sus hijos/as (48.1%). El 75% de las encuestadas eran las encargadas de la 

atención y seguimiento educativo de sus hijos/as, por ende, el desempeño académico 

de ellos/as comenzó a verse afectado posterior al internamiento de sus madres, 

teniendo en cuenta que muchos padres son ausentes en el proceso de formación y no 

continuaron con el mismo acompañamiento brindado. Con relación al entorno 

familiar, el 26.4% de las mujeres lo eval¼o como ñmaloò, debido a las situaciones de 

conflicto, maltrato, marginalidad y violencia (Del Pozo et al., 2016; García et al., 

2017, García y López, 2017, Borjas et al., 2017). 
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- Salud diferencial: El 67.6% de mujeres ha sido víctima de violencia de género. Con 

la ejecución del programa, se identificó que la mayoría de las mujeres reclusas 

atendidas desde el área de salud, reportaban trastornos de ansiedad, depresión, 

consumo excesivo de sustancias psicoactivas, estrés postraumático, grados de 

malnutrición (Yagüe et al., 2017; Aristizábal y Ríos, 2017; Del Pozo y Jiménez, 

2017). 

 

- Cursos y/o programas socioeducativos, de educación formal, sociolaborales, 

socioculturales, etc., en el tratamiento penitenciario: Solo el 8.8% ha participado 

en cursos de educación formal, culminando así sus estudios de básica primaria y/o 

secundaria; estos son los que mayoritariamente se ofertan. Los cursos y/o programas 

socioeducativos, sociolaborales y/o socioculturales se diseñan y ejecutan basados en 

roles tradicionales de g®nero, y la mayor²a de las mujeres los consideran como ñpoco 

¼tilesò para su vida diaria y desempeño laboral (Añaños, Borjas, Gil, Narváez y Polo, 

2017). 

 

Otro antecedente investigativo de especial interés para revisar es el estudio realizado por 

Mart²nez, Garc²a, Ram²rez y Pinilla (2020) en la reclusi·n ñEl Buen Pastorò de Bogot§. El 

objetivo principal fue promover el fortalecimiento de vínculos afectivos entre madres e hijos/as 

de mujeres privadas de la libertad de esta reclusión. La investigación fue planteada desde un 

diseño mixto con investigación exploratoria, con la implementación de instrumentos como: 

entrevista semiestructurada, instrumento CUIDA y una cartilla psicoeducativa. En este estudio 

participaron 25 mujeres de la reclusión con un rango de edad entre los 18 a 45 años. Con 

respecto a otros datos sociodemográficos, Martínez et al. (2020) demuestran que la reclusión de 

mujeres de Bogotá cuenta con una capacidad de 1.258, no obstante, la población supera este 

cupo (2.258 mujeres en la actualidad), lo cual genera una sobrepoblación correspondiente a 

1.000 personas, con un porcentaje de hacinamiento de 79.5%. Esta regional cuenta con el índice 

más alto de mujeres gestantes (54.5%) y la mayor población de mujeres en situación de 

discapacidad (36.1%).  
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El estatus socioeconómico de la población se caracteriza por ser medio y/o bajo, con 

dificultades para el acceso a algunos servicios básicos. Además, en el contexto familiar se 

visibilizan situaciones de violencia de género (48.1%), violencia física (32%), violencia 

psicológica (27.6%), violencia sexual (19%) y violencia económica (10.4%). Por otra parte, se 

ratifica que la población femenina privada de la libertad no presenta contagios por el virus del 

papiloma (Martínez et al., 2020). 

 

Teniendo en cuenta que esta investigación focalizaba su objeto de estudio en la situación 

sociofamiliar y relaciones materno-filiales, es pertinente destacar que se identificó que un 62% 

de los participantes reconocen que la situación de privación de la libertad afecta la permanencia 

y/o consolidación de los vínculos afectivos entre madre e hijos/as. De hecho, se desconfigura ese 

rol que comúnmente asumen de cuidadoras y responsables de la crianza y educación, además que 

los/as hijos/as comienzan a cuestionar la situación de la madre y no la consideran un modelo o 

autoridad. Una de las necesidades principales en este aspecto se relaciona con el deterioro de las 

pautas de crianza, dado que las madres consideran que el manejo de conductas y asignación de 

responsabilidades se dificulta por la distancia (Martínez et al., 2020).  

 

La investigación de Morales (2020) también se constituye en un antecedente para el 

presente trabajo de grado. Este investigador realizó su estudio en el Establecimiento 

Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario ï EPMSC ï de Ocaña, Norte de Santander, en 

el cual el porcentaje de la población femenina privada de la libertad alcanza el 5.4% de toda su 

población total; lo que demuestra que este es un centro penitenciario mixto y que no se incluye 

dentro de las estadísticas relacionadas únicamente con PPL femenina. El objetivo principal del 

estudio consistió en analizar los imaginarios sociales sobre libertad de las mujeres de este 

establecimiento, en la medida que se caracterizan los factores socioeconómicos y demográficos. 

El diseño metodológico se constituye en un enfoque histórico hermenéutico de diseño cualitativo 

con método etnográfico, utilizando técnicas como la entrevista etnográfica, las historias de vida y 

los grupos focales.  

 

En el estudio participaron 22 mujeres con rangos de edades entre los 19 y 59 años, pero el 

mayor porcentaje (77%) corresponde a un rango etario entre los 19 a 39 años, considerándose así 
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una edad reproductiva. En este grupo, 9% de las mujeres participantes se reconocen como 

miembros de comunidades negras, mulatas o afrocolombianas y, por su parte, la población 

extranjera se constituye con un 13.5%, mayoritariamente de nacionalidad venezolana (Morales, 

2020). 

 

Con respecto al entorno familiar, el 91% de las mujeres participantes tienen entre uno y 

siete hijos/as, mayoritariamente menores de edad. El 50% de ellas expresa estar en una relación 

sentimental y que reciben apoyo de sus parejas en estos momentos de privación de la libertad, no 

obstante, el resto de ellas afirman que sus relaciones terminaron debido a la situación. Un 82% 

de las participantes aseguran que residían con sus familias en viviendas alquiladas y el 18% en 

viviendas propias y familiares, en ambos casos en estratos socioeconómicos bajos. El 60% de las 

mujeres son madres cabeza de hogar y el otro 40% dependen económicamente de su pareja o de 

un familiar (Morales, 2020). 

 

Con relación a su situación educativa, se reconoce que aunque la mayoría de la población 

sabe leer y escribir, el nivel de escolaridad continúa siendo bajo, dado que, solo el 18% logró 

culminar su secundaria completa y el 4% ha alcanzado una educación técnica. Por otro lado, su 

situación laboral visibiliza la vinculación a trabajos domésticos y oficios varios (63.5%), como 

también en labores independientes con ingresos inferiores al salario mínimo y existe un 

porcentaje alto (32%) que se dedicaba a trabajos ilegales. Las razones de su inestabilidad laboral 

corresponden principalmente al cuidado de sus hijos/as y el hogar, la poca preparación 

profesional, las drogodependencias y las facilidades derivadas de las actividades ilegales 

(Morales, 2020). 

 

Así como en las estadísticas a nivel nacional, la investigación de Morales (2020) destaca 

que el principal delito cometido por las mujeres es el tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes (72.5%), así como otros delitos como: concierto para delinquir, extorsión, abuso 

sexual y fuga de presos. El 77.5% de las mujeres se encuentran condenadas y el 22.5% están 

sindicadas.  
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Por último, se presenta el estudio desarrollado por Mauersberger (2016) en la Cárcel 

Distrital de Cartagena, cuyo objetivo ha sido realizar un análisis de la situación de las mujeres 

privadas de la libertad de este centro, en relación con su forma de entender el rol de cuidadoras y 

madres, comprendiendo también los cambios y el impacto en la relación maternoïfilial con los 

hijos/as que permanecen fuera de la prisión. Específicamente este es un estudio de casos con una 

perspectiva metodológica cualitativa, y la recolección de datos se realizó a través de entrevistas a 

profundidad dirigida a seis mujeres madres de la Cárcel Distrital de Cartagena.  

 

Entre las características sociodemográficas que se pueden destacar, que coinciden con las 

estadísticas nacionales, es posible visibilizar que el rango etario de estas mujeres corresponde 

entre los 23 y 39 años de edad, madres cabeza de hogar, responsables del cuidado, crianza y 

educación de sus hijos/as, con niveles de escolaridad bajos (no han culminado sus estudios de 

bachiller), vinculadas a trabajos informales, provenientes de los estratos más bajos de la ciudad, 

por ende, sus viviendas se adscriben a situaciones de precariedad sin acceso a los servicios 

básicos. La mayoría de las mujeres entrevistadas delinquieron con su pareja (venta de 

estupefacientes, hurto y robos), dado que la falta de un trabajo remunerado y su rol de cuidadoras 

de los progenitores no le brindan más opciones para generar ingresos y tener los recursos para la 

sobrevivencia de la familia. No obstante, en este contexto, los delitos cometidos por las seis 

mujeres entrevistadas fueron: delinquir en grupo, delitos con menores de edad, pornografía, 

proxenetismo, rebelión y venta de estupefacientes (Mauersberger, 2016). 

 

Con respecto a la situación sociofamiliar, se analiza que sus parejas o algún familiar 

también están vinculados a sistemas penitenciarios por la comisión de delitos. Por ende, han 

sufrido el abandono de sus parejas y el deterioro de su red de apoyo familiar. La relación con sus 

hijos/as también se ha visto afectada, evidenciándose un cambio de una relación de confianza a 

una distante, lo que dificulta mantener el vínculo afectivo. Las mujeres perciben que la 

maternidad no existe de lejos porque no hay el contacto suficiente, lo que impacta de manera 

negativa en la comunicación y el desarrollo socioemocional. De hecho, consideran que la 

situación de encarcelamiento tampoco les permite prepararse para afrontar esta nueva forma de 

relación sociofamiliar.  
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Tabla 11. Características y/o necesidades principales de las mujeres privadas de la 

libertad en Colombia 

 

Contexto Características y/o 

necesidades 

Descripción 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Barranquilla  

Rasgos sociodemográficos y 

criminológicos 

Rango etario entre los 19 y 57 

años de edad 

 

Estratos socieconómicos 

bajos 

 

Pertenecientes a etnias 

mestizas 

 

Situación judicial: mujeres 

sindicadas 

 

Delitos cometidos: tráfico de 

drogas, homicidios y/o 

complicidad en el homicidio, 

hurto 

 

Situación sociofamiliar y de 

las relaciones materno-filiales 

Madres 

 

Familias extensas 

 

Situaciones de conflicto, 

maltrato, marginalidad y/o 

violencia 
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Hijos/as al cuidado de las 

abuelas maternas, tías o 

hermanos/as 

 

Responsables de la atención y 

seguimiento educativo de sus 

hijos/as 

 

Situación educativa y 

socioeducativa 

Niveles de escolaridad bajos 

(Educación primaria) 

 

Bajo porcentaje de 

participación en cursos de 

educación formal 

 

Programas socioeducativos, 

sociolaborales y/o 

socioculturales basados en 

roles tradicionales de género 

 

Situación sociolaboral Trabajos informales 

 

Estado de salud Trastornos de ansiedad y 

depresión 

 

Consumo excesivo de 

sustancias psicoactivas 

 

Estrés postraumático 

 

Grados de malnutrición 
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Bogotá 

Rasgos sociodemográficos y 

criminológicos 

Rango etario entre los 18 y 45 

años de edad 

 

Mujeres gestantes (54.5%) 

 

Mujeres en situación de 

discapacidad (36.1%) 

 

Estrato socioeconómico 

medio y/o bajo 

 

Dificultades para el acceso a 

algunos servicios básicos 

 

Situación sociofamiliar y de 

las relaciones materno-filiales 

Violencia de género, física, 

psicológica, sexual y 

económica 

 

Desarraigo familiar 

 

Deterioro en la permanencia 

y/o consolidación de los 

vínculos afectivos entre madre 

e hijos/as 

 

Desconfiguración del rol de 

cuidadoras y responsables de 

la crianza y educación 
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Estado de salud Sin presencia de contagios por 

el virus del papiloma 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ocaña, Norte de Santander 

Rasgos sociodemográficos y 

criminológicos 

Rango etario entre los 19 y 59 

años de edad 

 

Miembros de comunidades 

negras, mulatas o 

afrocolombianas 

 

Mujeres extranjeras de 

nacionalidad venezolana 

(13.5%) 

 

Viviendas alquiladas en 

estratos socioeconómicos 

bajos 

 

Delitos cometidos: tráfico, 

fabricación o porte de 

estupefacientes, concierto 

para delinquir, extorsión, 

abuso sexual y fuga de presos 

 

Situación judicial: mujeres 

condenadas 

 

Situación sociofamiliar y de 

las relaciones materno-filiales 

Madres (de 1 a 7 hijos/as) 

 

Madres cabeza de hogar y/o 

dependientes 
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económicamente de su pareja 

o de un familiar  

 

Permanencia de sus relaciones 

de pareja (50%) 

 

Situación educativa y 

socioeducativa 

Niveles de escolaridad bajos 

(solo el 18% ha culminado sus 

estudios de bachiller) 

 

Situación sociolaboral Vinculación a trabajos 

domésticos y oficios varios 

 

Labores independientes con 

ingresos inferiores al salario 

mínimo 

 

Trabajos ilegales 

 

 

 

 

Cartagena 

Rasgos sociodemográficos y 

criminológicos 

Rango etario entre los 23 y 39 

años de edad 

 

Estratos socioeconómicos 

bajos, con dificultades de 

acceso a los servicios básicos 

 

Delitos cometidos: delinquir 

en grupo, delitos con menores 

de edad, pornografía, 

proxenetismo, rebelión y 

venta de estupefacientes 
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Situación sociofamiliar y de 

las relaciones materno-filiales 

Madres cabeza de hogar 

 

Responsables del cuidado, 

crianza y educación de sus 

hijos/as 

 

Parejas sentimentales también 

han cometido delitos 

 

Situación educativa y 

socioeducativa 

Niveles de escolaridad bajos 

(sin culminación de sus 

estudios de bachiller) 

 

Abandono de sus parejas 

 

Deterioro de su red de apoyo 

familiar 

 

Dificultades en la relación con 

sus hijos/as (distantes) 

 

Impactos negativos en el 

desarrollo socioemocional 

 

Situación sociolaboral Trabajos informales 

Fuente: Elaboración propia a partir de Mauersberger (2016), Del Pozo et al. (2016), Del Pozo et al. (2017), Yagüe et 

al. (2017), García et al. (2017), Borjas et al. (2017), García y López (2017), Del Pozo y Jiménez (2017), Aristizábal y 

Ríos (2017), Añaños et al. (2017), Martínez et al. (2020) y Morales (2020). 

 

De esta manera, con el recorrido internacional y nacional realizado en este apartado para 

visibilizar las realidades y necesidades específicas de la población femenina privada de la 
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libertad, se evidencia que es necesario continuar abordando este fenómeno socioeducativo, desde 

un enfoque diferencial, de derechos humanos, especializado e interdisciplinar, con la ejecución 

de proyectos de investigación que también incluyan el desarrollo de acciones socioeducativas 

que apoyen el proceso de resocialización y reinserción de las mujeres; en este sentido, deberían 

ser movilizados desde profesionales de la pedagogía y educación social, en cooperación con 

otras disciplinas. De acuerdo a lo analizado, mayoritariamente, se han realizado estudios que 

únicamente se encargan de caracterizar y describir el fenómeno y/o de cuantificar.  

 

2.3.3. Modelos de intervención socioeducativa: Programas, acciones y escenarios de 

actuación en el ámbito penitenciario. 

 

ñ(é) El acompa¶amiento incondicional hacia las mujeres desde su dignidad 

(del ser), independiente del delito (del hacer), es un aspecto fundamental para 

poder establecer con las mujeres el vínculo de la confianza para la acción 

socioeducativa (del estar)ò.   

 

Francisco José del Pozo Serrano, 2016, p.116 

 

De acuerdo con Úcar (2004; 2005) y Quintanal y Pérez (2013), un modelo se constituye 

en el marco social y contextual que orienta la intervención, es decir, es la perspectiva y/o el 

enfoque desde el cual se diseñan, desarrollan y evalúan las acciones y/o programas. No deben ser 

considerados como estrategias o técnicas, por el contrario, cada modelo se identifica con 

planteamientos teóricos y un concepto que se convierte en el elemento fundamental alrededor del 

cual se desarrollan las intervenciones. De esta manera, se reconoce como el marco social porque 

las diversidades de cada contexto requieren actuaciones acordes a sus particularidades, 

necesidades y potencialidades. 

 

Tradicionalmente, el tratamiento penitenciario se ha centrado en modelos científicos-

tecnológicos, con el desarrollo de programas de corte más correctivo, basados en déficits 

cognitivos y/o patologías, con un enfoque conductual, sancionador y punitivo. Sin embargo, a lo 

largo del tiempo, dichos modelos han avanzado hacia perspectivas más humanistas (programas 

basados en necesidades, especificidades y capacidades), ecológicas (programas basados en 

riesgos, exclusiones y situaciones estructurales), socio-críticas y/o liberadoras ï socioeducativas 

(programas basados en un enfoque de género con procesos transformadores de mejoras, desde la 
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concienciación y el empoderamiento, haciendo énfasis en la capacidad y/o posibilidades de las 

personas como sujetos activos de derechos y agentes de participación). Cabe destacar que la 

elección del modelo para el tratamiento penitenciario a desarrollar, depende de la naturaleza, los 

perfiles criminológicos y sociales, la ejecución de las penas y aspectos puntuales de las políticas 

penitenciarias (Del Pozo y Añaños, 2013; Añaños y Del Pozo, 2014; Herrera y Del Pozo, 2018). 

 

Para Caride (2017), todas las acciones socioeducativas que se desarrollen en contextos de 

exclusión, vulneración y/o dificultad social, deben ser congruentes con los principios de equidad 

y justicia, lo que posibilita una sociedad más inclusiva, democrática, sostenible y cohesionada. 

Así mismo, deben reconocer la participación como un derecho básico que moviliza la capacidad 

de concientización para transformar, implicarse y proyectar nuevos caminos de vida. En el 

ámbito penitenciario, Del Pozo et al. (2013) realizan especial énfasis sobre la ejecución de dichos 

programas socioeducativos que apunten a mejorar la proactividad y capaciten en y desde la 

sociabilidad para una incorporación eficaz en las comunidades y las dinámicas familiares. De tal 

manera que, éstos deben incidir en los diferentes sistemas/escenarios/entornos en los que se 

desarrollan las mujeres (macro, meso, micro). 

 

De acuerdo con Herrera y Del Pozo (2018), si bien es cierto, las consecuencias penales 

por parte del sistema son necesarias, también es importante reconocer que una verdadera 

resocialización y promoción de una convivencia pacífica, no solo radica en endurecer las penas.  

 

(é) Si verdaderamente se quiere una adecuaci·n del sujeto a las normas de convivencia, lo que, 

adem§s, hay que hacer es tratar de aprovechar el marco que ®sta supone, para, adem§s de 

sancionar al sujeto infractor, tratar de poner en marcha los procesos sociopedag·gicos que se 

consideren necesarios para posibilitar esa transformaci·n del individuo. (Herrera y Del Pozo, 

2018, p.169) 

 

Ante ello, y desde una perspectiva más socio-crítica y/o liberadora ï socioeducativa, Del 

Pozo y Añaños (2013) y Añaños y Del Pozo (2014) proponen una categorización de enfoques 

y/o modelos de actuación que son pertinentes, contextualizados y significativos para el 

tratamiento penitenciario: modelo participativo, modelo para la autonomía, modelo para el 
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empoderamiento y/o de género, modelo del conocimiento de las personas y de las acciones 

pedagógicas y modelo para la liberación.  

 

Siendo de especial interés, para el presente trabajo de grado, el Modelo Socioeducativo 

Emergente (MSE) propuesto por Del Pozo y Añaños (2013). Este modelo cuenta con bases 

teóricas, científicas, metodológicas y prácticas relacionadas con la Pedagogía y Educación 

Social, específicamente liberadora para el cambio y la transformación, desde un enfoque 

humanista y crítico. Demuestra coherencia con las múltiples situaciones de las PPL asociadas a 

su vida en prisión, al género, a los programas en los que participa, y sus entornos personales, 

familiares y relacionales, por ende, genera un impacto en su desarrollo socioemocional, en la 

configuración de redes de apoyo y la preparación para la libertad, la reinserción y la reeducación 

(Del Pozo y Añaños, 2013). 

 

De acuerdo con Del Pozo y Añaños (2013), el propósito de este modelo es movilizar la 

autonomía, la autogestión y el empoderamiento del colectivo (personal, familiar y social) para su 

reinserción y participación en las comunidades. En este sentido, asume metodologías activas con 

integralidad en sus acciones, a partir del reconocimiento de las distintas realidades de las 

mujeres, de sus necesidades y potencialidades.  

 

De la misma manera, es pertinente analizar el modelo de la asociación ThemPra, el cual 

ha sido denominado ñThemPra´s Diamond Modelò, aunque éste no se relacione directamente con 

el contexto penitenciario, si es posible destacar el valor que se le asigna al acompañamiento 

socioeducativo, orientado desde los fundamentos teóricos y científicos de la pedagogía social, 

como ruta para el fortalecimiento de habilidades y potencialidades de un sujeto y/o colectivo. 

Este modelo se estructura en cuatro pilares fundamentales que se relacionan estrechamente: 

bienestar y felicidad, aprendizaje integral, relación y empoderamiento (ThemPra Social 

Pedagogy, s.f.).  

 

Ahora bien, desde la perspectiva evolucionista que propone Quintanal y Pérez (2013), 

también es posible notar la intersección de dos modelos de intervención socioeducativa. Estos 

son: modelo intervencionista (justicia social) y modelo de inclusión social. 
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En el modelo intervencionista o de justicia social se desarrollan acciones promocionales, 

formativas y educativas con la población para promover la cohesión social neutralizando las 

diferencias sociales. Este modelo trasciende de la satisfacción de las necesidades hacia el 

cumplimiento de normas socioeducativas. Además, el propósito de las intervenciones consiste en 

el reconocimiento de derechos e igualdad de oportunidades para toda la población, mejorando así 

la calidad de vida y emancipación de los individuos/colectivos en situaciones de exclusión, 

riesgo, vulneración o dificultad social. Otro aspecto que se destaca de este modelo es la iniciativa 

de las organizaciones estatales e instituciones sociales, que comúnmente se encuentran 

vinculadas a entidades públicas, privadas y sociales que apoyan con recursos, programas y 

actividades para la resocialización de las mujeres (Úcar, 2004; 2005; Quintanal y Pérez, 2013).  

 

Por otra parte, según Úcar (2005), el modelo de inclusión social: ñ(é) se trata de 

proporcionar los recursos necesarios para vincular a las personas ïexcluidas o no- a las diferentes 

redes de relaciones de todo tipo que estructuran la vida social (é)ò (p.42). En este sentido, las 

acciones gestionadas por los funcionarios públicos/administrativos, voluntarios y/o profesionales 

de lo social (trabajo social, psicología, educadores sociales, entre otros) pretenden como fin 

último integrar e incluir a las poblaciones excluidas y vulneradas al tejido social, a través del 

empoderamiento, movilización de recursos y potencialización de competencias de estos 

individuos/colectivos.  

 

Así mismo, según Del Pozo y Añaños (2013) y Añaños y Del Pozo (2014), a lo largo del 

tiempo se ha discutido sobre el enfoque de los programas del tratamiento penitenciario. Algunos 

se enfocan hacia la reducción de los factores de riesgo y otros se centran en la promoción de los 

factores de protección. Este último le apuesta a la resiliencia personal y social. Lo importante es 

que el ámbito penitenciario siempre sea un espacio lleno de actividades, mediadas por la 

educación como eje fundamental del tratamiento, y que no sea carente de un significativo 

proceso de reinserción. Para Herrera y Del Pozo (2018), esto se debe generar de una forma más 

intencional, profesionalizada y desde las políticas públicas (macroestructural). Igualmente, toda 

acción y/o programa de tratamiento penitenciario con mujeres privadas de la libertad, además de 

asumir un enfoque diferencial de género, debe asumir los siguientes principios propuestos por 

Del Pozo y Añaños (2013): 
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Que el dise¶o, fundamentos y elementos se basen en la Pedagog²a/Educaci·n Social como 

disciplina y acci·n vertebradora. Que tengan una amplia implementaci·n en el medio 

penitenciario o que se considere un programa de calidad o eficacia en los resultados. Que los 

agentes que los dise¶an y/o desarrollan sean profesionales de la acci·n socioeducativa. Que 

busquen la mejora de las competencias prosociales a trav®s de los procesos educativos 

individuales o grupales. Que contemplen las situaciones y realidades del grupo espec²fico a los 

que se dirige, a partir de los cuales se genere una concienciaci·n cr²tica orientada al cambio. 

(p.58) 

 

Principalmente, tal y como lo exponen Del Pozo y Añaños (2013), el diseño y ejecución 

de estas acciones y/o programas debe ser liderada por profesionales de la acción socioeducativa, 

no obstante, también se considera importante la conformación de equipos interdisciplinares e 

interinstitucionales con participación de agentes de diferentes sectores, áreas de conocimiento, 

administraciones y entidades públicas y privadas, que permitan ampliar horizontes, estudiar el 

fenómeno desde diferentes disciplinas que inician un proceso de relación y diálogo para plantear 

convergencias/articulaciones, con el fin de aportar enfoques y orientaciones diversas, y cualificar 

los procesos de profesionalización, en la medida que produzcan un impacto significativo en la 

forma cómo se aborda la situación socioeducativa, es decir, desde una visión complementaria, 

holística e integral, superando el aislacionismo intervencionista (Quintanal y Pérez, 2013; Pérez-

Serrano, 2015). ñ(é) la tarea individual, cuando se convierte en quehacer en solitario, aislado 

del resto de profesionales e instituciones cuya labor gira en torno a los menores/jóvenes en 

dificultad social, pierde su sentido si hablamos de intervenci·n socioeducativaò (Melendro, 2013, 

p.265). 

 

Por otro lado, en este proceso complejo de interrelaciones, la interdisciplinariedad y/o 

transdisciplinariedad conlleva a reconocer como pertinente y eficaz para la planeación 

socioeducativa, el trabajo en equipo el cual a su vez desde su naturaleza y constitución puede 

transcender a la metodología de trabajo en red y necesitar de planteamientos colaborativos. 

Quintanal y Pérez (2013) plantean que esta metodología de trabajo (en red) tiene un enfoque 

interdisciplinar, se caracteriza por ser sistemático y por visibilizar la cooperación y/o 

colaboración en la planeación y ejecución de intervenciones socioeducativas. Lo cual se puede 

observar desde el momento en que los profesionales de diferentes disciplinas, agentes 
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socioeducativos y/o entidades comienzan a aportar, re-construir y co-construir posibilidades y 

oportunidades de acción que apunten al bienestar social y educativo de estos colectivos. Desde 

esta perspectiva, las estrategias eficaces en la intervención con estos colectivos suponen incluir 

también en sus equipos y/o redes a las familias con el fin de conocer sobre sus contextos y 

realidades, y generar mayor cercanía (Melendro, González y Rodríguez, 2013). 

 

Son muchos los §mbitos, las §reas y las dimensiones de la intervenci·n socioeducativa que 

diferentes agentes, desde los equipos interdisciplinares, desarrollan en contextos pu- nitivos, de 

encierro o penitenciarios (aspecto sociolaboral, §mbito del g®nero y de la igualdad, §rea de la 

salud o prevenci·n de drogodependencias, etc.). (Herrera y Del Pozo, 2018, p.178) 

 

Desde esta perspectiva, la propuesta de programas de tratamiento penitenciario y/o 

acciones se estructuran de la siguiente manera, siguiendo los postulados de Del Pozo et al. 

(2013), Del Pozo y Añaños (2013), Añaños y Del Pozo (2014), Herrera y Del Pozo (2018): 

programas específicamente socioeducativos (de habilidades sociales, programas socioeducativos 

familiares, socioculturales o deportivos, programas específicamente de género), programas de 

educación para el empleo y la reinserción sociolaboral, programas de educación formal, 

programas específicos diferenciales (mujeres extranjeras, en situación de discapacidad, madres 

gestantes y lactantes, infancia residente en los centros penitenciarios, adultas mayores, etnias, 

población LGTBI, etc.), programas de prevención y tratamiento de drogodependencias, 

programas individualizados de tratamiento, etc. 
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3. Análisis del contexto y de la población participante 

 

3.1. Contexto sociopolítico, territorial, socioeconómico, geográfico, etc., de la reclusión de 

mujeres ñLa Badeaò de Dosquebradas, Risaralda 

 

Tal y como se ha mencionado en apartados anteriores, de acuerdo con la clasificación de 

las reclusiones de mujeres del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ï INPEC (2019a; 

2020), el establecimiento ñLa Badeaò se adscribe a la Regional Viejo Caldas, que abarca todas 

las reclusiones de Boyacá (Puerto Boyacá), Caldas, Quindío, Risaralda y Tolima. 

Específicamente, según lo indagado en la entrevista realizada a la responsable del área de 

atenci·n y tratamiento de ñLa Badeaò, este centro de reclusi·n se ubica en el municipio de 

Dosquebradas del departamento de Risaralda.  

 

De tal manera que, en principio se pretende realizar una descripción general del contexto 

del departamento de Risaralda y, a partir de allí, se focaliza en una caracterización del municipio 

de Dosquebradas, finalizando con una descripci·n contextual breve del establecimiento ñLa 

Badeaò. 

 

Risaralda es un territorio que se ubica en el sector central de la región andina (centro 

occidente de Colombia). Éste limita con seis departamentos, de esta forma: al norte con 

Antioquia y Caldas, al oriente con Caldas y Tolima, al sur con el Quindío y Valle del Cauca, y al 

occidente con Chocó. A su vez, Risaralda está dividido en 14 municipios: Pereira (ciudad 

capital), Apía, Belén de Umbría, Dosquebradas, Balboa, La Celia, La Virginia, Guática, 

Marsella, Pueblo Rico, Mistrató, Quinchía, Santuario y Santa Rosa de Cabal, 19 corregimientos 

y diversos caseríos y centros poblados. En cuanto a las características del relieve, es un contexto 

conformado por una zona central de topografía ligeramente ondulada y bordeada por las 

cordilleras Central y Occidental; separadas por el cañón del río Cauca (Gobernación de 

Risaralda, s.f.). 
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Figura 6. Ubicación geográfica del departamento de Risaralda 

Fuente: Google Maps (2020a). 

 

Este departamento se caracteriza por su alta densidad poblacional, sus riquezas naturales, 

étnicas y culturales, la diversidad de sus paisajes y su buena capacidad de exportación. Cuenta 

con sitios de gran variedad ecológica y ambiental (los valles de los ríos Cauca y Risaralda, la 

biodiversidad del Chocó, el parque natural de Los Nevados y la zona de producción del café). 

Pereira, como ciudad capital, tiene una alta producción cafetera, de cítricos y piña, como también 

papeles suaves, lo cual evidencia su calidad en la dinámica de construcción de grandes 

superficies comerciales (Gobernación de Risaralda, s.f.). 

 

Según lo estipulado por la Gobernación de Risaralda (2020) en el Plan Departamental de 

Desarrollo 2020-2023 ñRisaralda Sentimiento de Todosò, la poblaci·n del departamento consta 

de 978.614 habitantes, distribuidos en un 52.2% que representa a las mujeres y un 47.8% 

hombres. El plan retoma las cifras del Censo DANE 2018 para corroborar que el 68.3% de los 

habitantes tienen edades entre 15 y 64 años de edad, el 22.6% son menores de 15 años y el 9.1% 

son mayores de 65 años. Mayoritariamente, la población se asienta en zonas urbanas/cabeceras 

municipales (principalmente en el área metropolitana de Pereira, que representa un 70%), no 

obstante, también hay un número significativo de habitantes que viven en las zonas rurales.  
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Aquellas viviendas ubicadas en las zonas urbanas cuentan con una cobertura muy alta de 

lo servicios públicos básicos, sin embargo, estas condiciones no son las mismas para las que 

están en las áreas rurales, puesto que el saneamiento básico es crítico y la calidad del espacio 

habitable no tiene los factores suficientes para garantizar una calidad de vida digna. La cobertura 

de agua apta para consumo humano en estas áreas es baja, teniendo un impacto negativo en la 

zona indígena. De hecho, en el año 2018, el índice de riesgo para el consumo humano demostró 

que solo en Pereira; zona urbana, existía ausencia de riesgos, no obstante, en el 2019, esta ciudad 

vivió un brote de hepatitis que se asociaba a la contaminación en la fuente hídrica, afectando 

también al municipio de Dosquebradas (contexto espec²fico de la reclusi·n de mujeres ñLa 

Badeaò). De tal manera que, solo seis municipios se encuentran en condici·n de riesgo medio y 

otros seis están en riesgo alto, indicando así que es urgente mejorar las condiciones para el 

suministro de agua potable a la población (Gobernación de Risaralda, 2020). 

 

Con respecto al acceso a la salud, según la Gobernación de Risaralda (2020), éste no está 

plenamente garantizado para toda la población. Todo ello a causa de problemas económicos en 

los hospitales, políticas públicas confusas, situaciones de corrupción, deficiencias administrativas 

en las organizaciones prestadoras del servicio y aseguramiento, entre otros. Esta problemática ha 

impactado en el aumento progresivo de algunas enfermedades que se pueden prevenir (cáncer, 

problemas relacionados con los sistemas respiratorios y/o cardiovasculares, desnutrición, 

consumo de sustancias psicoactivas, depresión, accidentes de tránsito, etc.), pero a raíz de todo 

esto, están causando muertes; con tasas superiores a las estadísticas nacionales, tanto en personas 

adultas mayores como en infantes. Aunque, cabe resaltar que los indicadores evidencian una 

disminución de la mortalidad materna y una buena gestión para la atención a gestantes, lactantes 

y la cobertura de vacunación. 

 

En materia de aseguramiento en salud, Risaralda tiene una cobertura de 97,9% al finalizar 2019, 

con un 56% en el r®gimen contributivo, 40,1% al r®gimen subsidiado y el 1,6% a reg²menes 

especiales. Cifra muy diferente ofrece la cobertura en riesgos laborales pues, seg¼n las cifras del 

Observatorio Departamental del Mercado Laboral esta cobija s·lo al 38% de los trabajadores, lo 

que impacta desfavorablemente su seguridad y salud en su lugar de trabajo, al no contar con la 

debida protecci·n que debe ofrecerle su empleador (é) Adicionalmente, s·lo se cuenta con una 

Entidad Promotora de Salud con capacidad de afiliaci·n al r®gimen subsidiado, pero no tiene 
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cobertura en los 14 municipios, lo que es una clara barrera al derecho de la salud. Al finalizar 

2019 hab²a 15.823 personas susceptibles de afiliaci·n al r®gimen subsidiado y un grupo no bien 

cuantificado de personas con capacidad limitada para asumir directamente su aseguramiento. 

(Gobernación de Risaralda, 2020, p.34).  

 

Por otra parte, las cifras de la violencia en contra de la mujer superan en Risaralda el 

promedio nacional. De hecho, la Gobernación de Risaralda (2020) retoma las estadísticas del 

Instituto Nacional de Medicina Legal para corroborar que la violencia contra los menores de 

edad a nivel departamental (excluyendo agresiones y violencias sexuales), reportó una tasa de 

61.63 por cada 100 mil habitantes, y las más afectadas fueron las niñas. Además, se refleja una 

gran brecha entre hombres y mujeres con relación a la violencia sexual. Para el caso de las 

mujeres se registró una tasa de 122.19 por cada 100 mil habitantes, y para los hombres una tasa 

de 24.84 por cada 100 mil habitantes. En la violencia de pareja también se ve mayoritariamente 

afectada la población femenina, y se reporta en el año 2018 un promedio de feminicidios de 5.03 

por cada 100.000 mujeres.  

 

Con referencia al trabajo infantil, ha venido creciendo desde 2015 (5,7%) hasta 2018 (8,2%), 

afectando especialmente a los hombres, seg¼n el Observatorio Departamental del Mercado 

Laboral. Este de uno de los problemas sociales m§s cr²ticos, debido a las implicaciones sociales 

en t®rminos de desarrollo humano para el mediano y largo plazo. (Gobernación de Risaralda, 

2020, p.34) 

 

En cuanto al contexto socioeconómico, de acuerdo con la Gobernación de Risaralda 

(2020), este departamento fue reconocido nacionalmente como líderes en la lucha contra la 

pobreza multidimensional, puesto que, se evidencia una reducción significativa de la misma, 

especialmente por las condiciones de ciudades como Pereira y Dosquebradas, aunque algunos 

municipios como Pueblo Rico o Mistrató cuentan con una realidad totalmente diferente, con un 

aumento de carencias. La desnutrición es una de las consecuencias de esta situación de pobreza, 

de hecho, la población indígena de estos dos municipios se ve afectada con altos índices.  

 

La pobreza multidimensional (12,5%), por su lado, tambi®n pone al departamento con un 

indicador mejor que el promedio del pa²s (19,6%), pero oculta la cruda realidad que viven 
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muchos municipios de Risaralda. Por ejemplo, Pueblo Rico tiene una pobreza multidimensional 

de 70,5% y Mistrat· 64,3%. Estas dos localidades tambi®n son las que tienen la pobreza rural m§s 

alta, dado que ocho de cada diez personas est§n en esta situaci·n. (Gobernación de Risaralda, 

2020, p.13) 

 

De la misma manera, este departamento figura con un índice bajo de pobreza monetaria y 

pobreza extrema a nivel nacional, aunque durante el período de 2017 a 2018 se identificaron 

cambios significativos, lo cual permitió a las autoridades competentes reflexionar sobre las 

causas de este fenómeno y evaluar diversas estrategias para enfrentar las consecuencias sociales 

y económicas. En el 2017 la pobreza monetaria afectó a 16.3% risaraldenses, no obstante, en el 

2018 se refleja un aumento de 1.4 puntos porcentuales (8.5%), puesto que la cifra subió a 17.7%, 

mientras que a nivel nacional el porcentaje fue de 27%. Por otro lado, en la incidencia de la 

pobreza extrema también se reconoce un crecimiento del 2017 al 2018 (34.8%). Aunque en 

comparación con las estadísticas nacionales (7.2%), el departamento continuaba con cifras bajas 

(3.1%) (Gobernación de Risaralda, 2020). 

 

Según la Gobernación de Risaralda (2020), el departamento tiene una economía 

relativamente estable, aportando al PIB del país con un 1.61% en el año 2018. El desarrollo 

productivo y económico está basado en el sector y los servicios agropecuarios, como también en 

la industria manufacturera. La actividad agropecuaria tuvo un aumento del 5% entre el año 2015 

y 2019, a causa de las cadenas productivas que se priorizan en Risaralda (plátano, aguacate, 

cacao, etc.). Además, las industrias manufactureras representan un 17.9% en la economía del 

departamento, los productos de la refinación de petróleo y la elaboración de productos de café 

con un 14.8% ambos, el papel y cartón (11.2%) y confección de prendas de vestir (9.8%). 

 

Generalmente, las empresas son pequeñas o micros, y las que se posicionan como 

mayores empleadores corresponden a aquellas relacionadas con confección de prendas de vestir 

(33.6%), las industrias manufactureras (14.7%) y la elaboración de productos alimenticios 

(7.3%). Lo cierto es que existen altas tasas de ocupación laboral (Gobernación de Risaralda, 

2020). 
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Aunque en este ámbito se continúa observando desigualdades con respecto a la 

participación de la mujer. En el 2018, la tasa de desempleo femenino correspondió a un 10.6%, 

superior a las estadísticas de los hombres (5.6%). Esto refleja una brecha en cuestión de 

oportunidades laborales, lo cual genera implicaciones a nivel social, familiar, en los niveles de 

pobreza y marginalidad, etc., teniendo en cuenta que, en muchos casos, son las mujeres quienes 

asumen la responsabilidad económica del hogar. Aunque, específicamente, son las mujeres con 

edades entre los 15 y 24 años de edad (17.0%), quienes tienen un nivel más alto de desempleo 

(Gobernación de Risaralda, 2020).  

 

Otro dato que afecta la vida laboral de las mujeres es la tasa de informalidad que para ellas 

ascendi· a 59,0% de acuerdo con el DANE y la tasa de ocupaci·n de las mujeres alcanz· 45,8% y 

72,6% para los hombres. (Gobernación de Risaralda, 2020, p.16) 

 Referente a las características educativas del departamento, la cobertura educativa en la 

mayoría de los niveles de formación se encuentra dentro de los parámetros nacionales. No 

obstante, si es de especial atención los niveles de deserción en los últimos grados de la educación 

básica secundaria y la calidad educativa, que afecta principalmente a los establecimientos 

educativos oficiales, perpetuando así una brecha social (Gobernación de Risaralda, 2020). 

Por otro lado, Risaralda se propone la promoción del deporte y la recreación, no obstante, 

se carece de escenarios adecuados. La infraestructura de los parques y canchas de los municipios 

se encuentran en condiciones precarias. Lo mismo ocurre con la promoción de experiencias 

socioculturales, evidenciándose dificultades con la intermitencia en las acciones gestadas por las 

autoridades competentes (Gobernación de Risaralda, 2020).  

 

Por último, desde un contexto sociopolítico, el departamento continúa cualificando sus 

políticas públicas como una alternativa para avanzar en la superación o mitigación de situaciones 

problemáticas, de conflicto y riesgo social, que necesitan una especial intervención, dado que 

afectan a ciertos grupos poblacionales. Las autoridades reconocen que las potencialidades y/o 

beneficios con los que cuentan, no se distribuyen equitativamente entre toda la población, 

generando así desigualdades sociales. Por ello, a partir del Plan Departamental de Desarrollo 

2020-2023 ñRisaralda Sentimiento de Todosò, se comprometen a la evaluaci·n del desempe¶o 
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institucional, en cuestiones de planeación, ejecución y resultados de las inversiones sociales, un 

seguimiento y monitoreo para responder pertinentemente a las exigencias y demandas sociales, 

así como a la rendición de cuentas para toda la población (Gobernación de Risaralda, 2020).  

 

Por otra parte, en cuanto al contexto del municipio de Dosquebradas; ubicación de la 

reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò, en el Plan de Desarrollo 2020-2023 ñDosquebradas Empresa 

de Todosò, la Alcald²a de Dosquebradas (2020) apunta que este es un municipio fundado en 

1972, que se adscribe al departamento de Risaralda (en el sur). Conforma el Área Metropolitana 

Centro Occidente de la Región Andrina, organizada por: Dosquebradas ï Pereira ï La Virginia. 

A su vez, se evidencia un fuerte vínculo ambiental, social y económico con Santa Rosa de Cabal. 

La Troncal del Eje Cafetero atraviesa el municipio de Dosquebradas, atribuyéndole una 

ubicación estratégica de articulación y como punto de encuentro con los departamentos del 

Valle, Quindío, Antioquia y Caldas.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 7. Ubicación geográfica del municipio de Dosquebradas 

Fuente: Google Maps (2020b). 

 

Dentro de sus características geográficas, se puede destacar su climatología, la cual se 

destaca por una temperatura media (entre 21 y 22 grados centígrados), y está formada por el 

enfrentamiento de los vientos alisios que soplan hacia el Ecuador. Con respecto a su hidrografía, 

la principal cuenca (quebrada Dosquebradas) está formada por la unión de las quebradas 
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Manizales y Aguazul. Los manantiales y aguas subterráneas originan la red hidrográfica, y de 

ésta dependen diversos acueductos rurales y urbanos que abastecen a la población. Así mismo, 

este municipio es referente ambiental, siendo parte de la subregión uno del departamento de 

Risaralda, y la mayoría del área corresponde a suelo urbano (22.5%), cuyo uso principal se le 

atañe al café (Alcaldía de Dosquebradas, 2020).  

 

La Alcaldía de Dosquebradas (2020) describe la división política ï administrativa del 

municipio, mencionando que ésta se encuentra subdividida en 12 comunas, las cuales se 

conforman por conjuntos de barrios de diversos tamaños y características (desde su localización 

como en su constitución sociodemográfica).  

 

(é) El §rea rural estaba conformada por 32 veredas en dos (2) corregimientos. Seg¼n acuerdo 

No. 027 del a¶o 2006, sobre los dos corregimientos, se evidencia la consolidaci·n de centros 

poblados - rurales (desarrollos lineales), que a su vez es la conectividad y enlace de las 

actividades urbanas con la zona rural. En la din§mica de ciudad y desarrollo, la vereda Frailes, 

por efectos del suelo de expansi·n, se ha reducido significativamente y La Badea fue absorbida 

por el desarrollo urban²stico. (Alcaldía de Dosquebradas, 2020, p.39) 

 

Referente a la constitución de la población, la Alcaldía de Dosquebradas (2020) retoma 

las cifras del DANE para visibilizar la tendencia de crecimiento poblacional, la cual muestra una 

proyección de 223.782 habitantes para el presente año, con una representación de 49% hombres 

y 51% mujeres. A su vez, con un asentamiento mayor para el área urbana (96%), a diferencia de 

la rural (4.1%). Con relación a los grupos poblacionales, los niños, las niñas y los adolescentes 

conforman un grupo de 56.004 habitantes. Además, se reconoce en el municipio una prevalencia 

de etnias afrocolombianas (8.723) sobre las indígenas (337). El 5% de la población del municipio 

se identifica como palenquero, raizal, negro, mulato, afrocolombiano o afrodescendiente.  

 

En cuanto al acceso a la salud, el 98.50% de la población del municipio en situación de 

pobreza pertenece al Régimen Subsidiado. Es pertinente mencionar que se han aunado esfuerzos 

para lograr la vinculación de personas en situaciones de alta vulnerabilidad, riesgo y/o dificultad 

social, en la oferta de servicios de salud (afiliación a programas como Red Unidos, Familias en 

Acción, programas para personas adultas mayores, etc., acceso a medicamentos, cobertura de 
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vacunación, atención en clínicas y hospitales determinados). Aunque, continúa siendo persistente 

las tasas de mortalidad superiores a la media nacional (Alcaldía de Dosquebradas, 2020).  

 

Las tasas de violencia intrafamiliar se reportan con un 204.6 casos por cada 100.000 

habitantes, esto refleja que se supera a Pereira en 12.4 casos y la media nacional en 16.1 casos. 

Esta violencia se presenta mayoritariamente hacia los niños y las niñas, con relación directa con 

un familiar y dentro de la misma vivienda. Por otro lado, la tasa de homicidios en el municipio 

(27.6%) está por debajo de la departamental (28.6%), y de la Pereira (28.7%), aunque a 

comparación con el nivel nacional (24.8%), sigue registrando estadísticas más elevadas. Por 

último, en cuanto al delito de hurto, desde el año 2015 hasta la actualidad, se refleja un aumento 

significativo en las denuncias por esta situación (Alcaldía de Dosquebradas, 2020). 

 

En el ámbito educativo, el municipio de Dosquebradas cuenta con una cobertura bruta del 

9.64%; inferior a la ciudad de Pereira y al departamento de Risaralda. Por lo cual, las autoridades 

competentes deben seguir aunando esfuerzos para ampliar la capacidad de atención a la 

población escolar, especialmente en el nivel de preescolar (transición) y educación media. Sin 

embargo, la tasa de deserción es relativamente baja (3.36%), aunque se encuentra por encima del 

promedio nacional, es diferente a la de la ciudad de Pereira y el departamento de Risaralda con 

un 1.5% y 0.87% respectivamente. La calidad educativa del municipio (5.63) si está por debajo 

de Pereira (5.81) en 0.18 puntos, pero logra superar en 0.30 la media nacional (5.33) (Alcaldía de 

Dosquebradas, 2020).  

 

En otro orden de ideas, la Alcaldía de Dosquebradas (2020) afirma que la población del 

municipio se caracteriza por ser sedentaria, con ausencia de hábitos saludables. Pero, más allá de 

esta situación, también sobresale que la Secretaría de Cultura, Recreación y Deporte no cuenta 

con una estructura administrativa pertinente y suficiente para direccionar y controlar los procesos 

formativos culturales y deportivos. Algunos escenarios deportivos se encuentran en buen estado, 

otros requieren de adecuaciones, mejoramiento y dotación de juegos infantiles, especialmente, 

aquellos ubicados en barrios y veredas. Estas áreas deportivas y de recreación carecen de un plan 

de mantenimiento preventivo y pedagógico para garantizar un buen aprovechamiento del tiempo 

libre y esparcimiento. 
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Para finalizar esta contextualización, se describen de manera breve algunas características 

de la reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò de Dosquebradas (Risaralda). De acuerdo con el INPEC 

(2020), este establecimiento cuenta con una capacidad para 305 mujeres privadas de la libertad, y 

a la fecha de agosto de 2020, acoge a 287 mujeres, por lo cual, se registra dentro de uno de los 

centros sin hacinamiento (con un índice de -5.9%) y con disponibilidad para nuevos ingresos. 

Esta información coincide con la expresada por la responsable del área de atención y tratamiento 

de ñLa Badeaò, en la entrevista a profesionales penitenciarios realizada en el marco del presente 

proyecto socioeducativo (Rey, 2020). 

 

La reclusión consta de dos módulos o patios (1 y 2), que se estructuran de la siguiente 

manera: 1) Patio 1 ï población femenina condenada; 2) Patio 2 ï población femenina sindicada. 

De acuerdo con el diagnóstico socioeducativo sobre esta reclusión, realizado recientemente por 

dos estudiantes del grado de Educación Social de la Universidad Complutense de Madrid 

(España), en colaboración con la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y Educación 

Social ï ASOCOPESES y la Universidad Libre ï Seccional Pereira, dentro del centro se 

evidencia una rivalidad entre estos patios, puesto que, el módulo 1 es más amplio y ofrece 

mayores servicios con espacios adecuados para el ofrecimiento de diversas actividades. Por el 

contrario, el módulo 2 solo consta de un patio pequeño como espacio de ocio, socialización y 

formación (Alonso y Yagüe, 2020). Al indagar sobre esta situación con la persona que 

coordinaba el área de atención y tratamiento en el centro, y que recientemente ha sido trasladada 

a la cárcel de alta seguridad de Valledupar, ella comenta que las mujeres perciben esta situación 

de esta manera, puesto que, el grupo de condenadas (patio 1) acceden a un sistema de atención 

progresivo, el cual prioriza la preparación para la vida en libertad, por ello, tienen más 

oportunidades de participación laboral para generar ingresos (bonificaciones) y descontar tiempo 

en el cumplimiento de la pena (trabajo ï 8 horas, educación ï 6 horas, enseñanza ï 4 horas. Por 

su parte, el grupo de sindicadas (patio 2) solo pueden acceder a procesos de atención social 

(alimentación, aseguramiento en salud, salud pública y servicios de salud) y programas 

transversales con fines de tratamiento penitenciario (apoyo espiritual, educación penitenciaria y 

carcelaria, cultura, recreación, deporte, educación para el trabajo y el desarrollo humano). No 

pueden vincularse a oportunidades laborales, y aunque si participan de ofertas ocupacionales 
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(tejidos y telares) como un paso inicial, este tiempo solo se les redime despúes de que sea 

asignada una sentencia (Medina, 2020). 

 

A pesar de esto, el INPEC (s.f.a) apunta que año tras año se realizan adecuaciones para 

cualificar la infraestructura del centro y garantizar una atención igualitaria, que contribuya a los 

propósitos de reinserción y resocialización de la población.  

 

De la fecha de construcción a la fecha se le han hecho varias remodelaciones al establecimiento 

como la construcción de la Capilla, el Casino, la casa fiscal, el jardín infantil, el puesto de 

información, la cancha múltiple externa, el galpón de pollos, 199.85 ML de muro de cerramiento 

(é) la construcci·n de los cuartos fr²os del rancho, a la fecha se remodela el casino de la guardia, 

el dormitorio de la guardia femenina, la recepción para el recibimiento de las nuevas internas y 

las oficinas de almacén y expendio (cero pesos). Se adecuaron las rejas división de tramos por 

seguridad, la división de patios, el techo del patio sindicadas, baños sindicadas y condenadas, 

dormitorio guardia femenina y masculina, el rancho, se adicionaron los aleros a los techos 

dormitorios internas, impermeabilización de los corredores oficinas y dormitorios internas, los 

talleres de confecciones, industrias gol, la sección de sanidad, adecuación sanitaria, consultorio 

médico, cambio de la estructura y techos de los dormitorios de las internas. (INPEC, s.f.a, párr.1) 

 

3.2. Análisis de la población y sus familias (características principales) 

 

3.2.1. Características sociodemográficas. 

 

De acuerdo con las estadísticas del INPEC (2020) al finalizar el mes de agosto del 

presente año, en los diversos centros carcelarios y penitenciarios del país, se encontraban 

180.162 personas privadas de la libertad (PPL), de las cuales 176.989 están a cargo del INPEC; 

cifra en la que se incluye la reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò, y el resto son orientadas por 

cárceles departamentales, municipales y distritales (2.682 PPL) y establecimientos de reclusión 

de la fuerza pública (491 PPL).  

 

A nivel nacional, la población penitenciaria y carcelaria intramuros que está a cargo del 

INPEC corresponde a 101.864 PPL (hombres y mujeres); evidenciándose una disminución del 
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2.3% con respecto al mes anterior (julio 2020), y de esta cifra, el 6.7% (6.832) son mujeres. 

Específicamente, el porcentaje de PPL en la Regional Viejo Caldas es de un 11.4% (11.594), del 

cual, el 8.9% representa a las mujeres (1.032). Cabe destacar que en esta región se incluyen tres 

reclusiones para la población femenina (Manizales, Armenia y Pereira), entre ellas ñLa Badeaò, y 

un Complejo Carcelario y Penitenciario con Alta y Media Seguridad ï Establecimiento de 

Reclusión Especial en Ibagué, en el que también residen mujeres. Específicamente, tal y como se 

mencionó en el apartado anterior, a la fecha de agosto 2020, de esas 1.032 mujeres PPL, 287 de 

ellas se encuentran en ñLa Badeaò (INPEC, 2020; Rey, 2020). Todo ello refleja que la poblaci·n 

femenina es una minoría penitenciaria.  

 

Con respecto a los rangos de edades, a nivel nacional, según el INPEC (2020), el grupo 

que concentra mayor población de PPL (hombres y mujeres) continúa siendo de 25-29 años con 

un 21.3%, de hecho, el 78.3% de las PPL son menores de 45 años de edad. Solo el 4.9% 

corresponde a personas adultas mayores (60 o más años) y el 1.1% supera los 70 años (1.067 

hombres y 32 mujeres). La población femenina también coincide con esta media nacional, 

evidenciándose que mayoritariamente el rango de edad corresponde a PPL entre los 25-29 años, 

seguido del grupo de 30-34 años. Especialmente en ñLa Badeaò, de acuerdo a los datos 

identificados en el diagnóstico de Alonso y Yagüe (2020), predominan dos grupos etarios: a) 

mujeres jóvenes entre los 18 y 25 años aproximadamente, y b) adultas mayores de 60 años en 

adelante. Estas estadísticas son corroboradas en las entrevista realizadas, en las cuales Rey 

(2020) y Medina (2020) afirman que la mayoría de la población es joven (20 años 

aproximadamente), pero a diferencia de las estad²sticas nacionales, en la reclusi·n ñLa Badeaò, si 

hay número significativo de mujeres adultas mayores entre los 70 y 80 años.  

 

En cuanto a la población en condición de excepcionalidad; concepto adoptado para poner 

en marcha un tratamiento penitenciario con enfoque diferencial, desde una perspectiva de 

equidad y diversidad, para aquellas PPL pertenecientes a grupos y/o sectores sociales 

identificados como minoritarios e históricamente vulnerados y sujetos de exclusión social, por 

diferentes razones (INPEC, s.f.b; Fernández y Peña, 2020), en las estadísticas nacionales del 

INPEC (2020) se refleja que en la Regional Viejo Caldas se caracteriza a la población (hombres 

y mujeres) de la siguiente manera, teniendo en cuenta la clasificación realizada por el INPEC 



 116  

(s.f.b): a) sectores sociales (madres gestantes: 5 y madres lactantes: 0; personas en situación de 

discapacidad: 84; sector LGBTI: 391; extranjeros/as: 18), b) grupos étnicos (comunidades 

afrocolombianas: 199; negras, raizales y palenqueras: 0; pueblos indígenas: 71), y c) sectores 

etarios (personas adultas mayores: 247). El mayor porcentaje en esta región corresponde al 

sector LGBTI (17.7%) y personas adultas mayores (16.2%).  

 

Los datos específicos de la población femenina en condición de excepcionalidad en la 

Regional Viejo Caldas; teniendo en cuenta que aquí se incluyen las reclusiones de mujeres 

ubicadas en Manizales, Armenia y Pereira (®sta ¼ltima corresponde a ñLa Badeaò), se registran 

de la siguiente manera: a) sectores sociales (madres gestantes: 5 y madres lactantes: 0; personas 

en situación de discapacidad: 2; extranjeros/as: 3), b) grupos étnicos (comunidades 

afrocolombianas: 8; negras, raizales y palenqueras: 0; pueblos indígenas: 3), y c) sectores etarios 

(personas adultas mayores: 14) (INPEC, 2020).  

 

Particularmente, acorde con las afirmaciones de las personas entrevistadas, en la 

reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò, los grupos poblaciones en condición de excepcionalidad que 

más se destacan son: sector LGBTI (en su mayoría son jóvenes), personas adultas mayores 

(rango de edad entre los 60 y 80 años), y comunidades afrocolombianas (rango de edad entre los 

20 y 35 años). En cuanto a las personas en situación de discapacidad, se describe que solo hay 

una en el centro, con un rango de edad entre los 50 y 60 años; a quien también se podría 

caracterizar dentro del grupo de personas adultas mayores. Así mismo, se destaca la permanencia 

de una madre gestante, quien estuvo hasta el mes de agosto, no obstante, el dato de las madres 

lactantes es un poco confuso entre ambas entrevistadas. Por su parte, las características de las 

mujeres extranjeras son similares a las expuestas a nivel nacional, es decir, con mayor frecuencia 

son mujeres venezolanas jóvenes. Por último, las mujeres de pueblos indígenas no tienen una 

gran representación, el rango de edad es entre los 40-60 años y principalmente pertenecen a 

pueblos Emberá. Cabe destacar que estas estadísticas coinciden con las expuestas en el apartado 

anterior sobre la contextualización del municipio de Dosquebradas, puesto que, en este territorio 

se reconoce una mayor prevalencia de etnias afrocolombianas frente a las indígenas (Alcaldía de 

Dosquebradas, 2020; Rey, 2020; Medina, 2020).  
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Entre otras características, a nivel general, se acentúan perfiles sociodemográficos de 

mujeres PPL, tales como: procedentes de entornos socioeconómicos en situación de pobreza, 

dificultad social y/o vulnerabilidad (estrato 1 y 2), con dificultades para el acceso a servicios 

básicos y de sanidad, y oriundas del departamento de Risaralda (Eje Cafetero); específicamente 

de entornos urbanos, aunque también hay un grupo de mujeres provenientes de entornos rurales 

(Alonso y Yagüe, 2020; Rey, 2020; Medina, 2020).  

 

3.2.1.1. Características delictivas y situación jurídica.  

 

En el ámbito nacional, al revisar los datos estadísticos de toda la población penitenciaria 

y carcelaria intramuros, los cinco delitos con mayor frecuencia corresponden a: homicidio 

(15.7%), hurto (13.7), concierto para delinquir (13.2%), tráfico, fabricación o porte de 

estupefacientes (12.3%), y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones (10.7%). 

Puntualmente, el 93.2% de estas conductas se asocian a los hombres, y el 6.8% corresponde a las 

mujeres, destacando en esta población algunos tipos de delitos predominantes, tales como: 

tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, concierto para delinquir, hurto y homicidio 

(INPEC, 2019a; 2020).  

 

Esta situación es similar en el contexto específico de Dosquebradas (Risaralda) en la 

reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò. Analizando los datos de Alonso y Yag¿e (2020), y los 

suministrados en las entrevistas realizadas (Rey, 2020; Medina, 2020), se evidencia que el tipo 

de delito con mayor frecuencia es el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. De hecho, 

esta situación se asocia a las necesidades y/o condiciones socioeconómicas del ámbito familiar 

(carencias de recursos y oportunidades), lo que conlleva a que las mujeres decidan generar 

ingresos económicos por este medio para subsistir.  

 

Por otra parte, la situación jurídica de la PPL, a nivel nacional, demuestra que la mayoría 

de hombres y mujeres, al finalizar el mes de agosto, ya han sido condenados/as (73.7%), con 

representación de un 6.1% de mujeres. La población sindicada corresponde al 26.3%, de las 

cuales, un 8.3% son mujeres, lo que permite analizar que la situación jurídica de las mujeres 

privadas de la libertad, con mayor predominancia, se asocia con la población sindicada. En la 
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Regional Viejo Caldas, particularmente en ñLa Badeaò, a la fecha de agosto de 2020, hay 78 

mujeres sindicadas y 209 condenadas; cifras que difieren de la situación jurídica con mayor 

frecuencia a nivel nacional, puesto que, demuestran un mayor porcentaje de mujeres condenadas 

(INPEC, 2020).  

 

3.2.2. Características sociofamiliares y de la relación materno-filial.   

 

El contexto sociofamiliar de las mujeres privadas de la libertad de ñLa Badeaò se 

caracteriza por también estar inmerso en entornos socioeconómicos en situación de 

vulnerabilidad, pobreza y/o dificultad social (niveles medio ï bajo). Así mismo, se encuentra 

conformado por familias extensas, siendo las mujeres las responsables de la atención a las 

necesidades básicas y el sustento económico (madres cabeza de hogar). Por otro lado, en la 

dinámica familiar se presentan situaciones conflictivas de convivencia y, en muchos casos, existe 

violencia intrafamiliar, hacia los hijos/as y/o de pareja. En cuanto al nivel de formación de la red 

familiar, se evidencian dificultades para la culminación de estudios, no logran graduarse, es 

decir, la mayoría cuentan con niveles educativos básicos. Esta situación repercute en el ámbito 

laboral, dado que, sus empleos se caracterizan por ser informales y/o con condiciones precarias 

(Alonso y Yagüe, 2020; Rey, 2020; Medina, 2020). 

 

Según Rey (2020) y Medina (2020); personas entrevistadas en el marco del presente 

proyecto socioeducativo de intervención, en el contexto sociofamiliar persisten antecedentes de 

consumo de sustancias psicoactivas y comisión de conductas delictivas, de hecho, la gran 

mayoría de sus familiares (principalmente sus parejas) también se encuentran en centros de 

reclusión.  

 

Toda esta dinámica familiar, las situaciones que de éste se derivan (pobreza, 

vulnerabilidad, dificultad social, etc.) y las relaciones socioafectivas que se construyen, tienen 

bastante incidencia en la comisión de delitos de las mujeres, especialmente, por la necesidad de 

garantizar la atención de necesidades básicas a sus hijos/as; dado que son las responsables de su 

cuidado, crianza y educación, lo cual conlleva a la búsqueda de recursos económicos por medio 

de conductas delictivas (Alonso y Yagüe, 2020). En el caso de las mujeres adultas mayores, 
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según Alonso y Yagüe (2020), estas características son más acentuadas, puesto que, asumen el 

deseo de brindar bienestar y calidad de vida a todos sus familiares, y debido a la carencia de 

medios y/u oportunidades, solo encuentran como opción cometer conductas delictivas.  

 

Por otra parte, a pesar de que las relaciones sociofamiliares se describen como ñbuenasò y 

ñadecuadasò con una comunicaci·n c§lida, estrecha y asertiva, tambi®n es cierto que esta 

relación se ve afectada por la distancia del centro, principalmente con los/as hijos/as que viven 

fuera del centro penitenciario y/u otros familiares. Algunas de ellas no tienen visitas porque la 

ubicación de la reclusión es muy lejana a sus hogares y no tienen los recursos económicos para 

desplazarse y visitar con constancia. Sin embargo, en la actualidad, debido a la situación de 

pandemia por COVID-19, el establecimiento ha implementado las visitas virtuales semanales por 

videollamadas y/o correos electrónicos, lo cual ha favorecido la consolidación de estos lazos y 

vínculos afectivos en la relación sociofamiliar, aunque esta estrategia no beneficia a toda la 

población, puesto que muchas familias tampoco cuentan con los recursos tecnológicos para esto 

y/o, el establecimiento desconoce la información de los familiares y se dificulta el contacto con 

ellos.  

 

Estas características persisten en los grupos en condición de excepcionalidad, 

principalmente los grupos étnicos (comunidades afrocolombianas y pueblos indígenas), y 

sectores sociales (extranjeros/as), puesto que, según el INPEC (2020), la población 

afrocolombiana privada de la libertad no solo se encuentra en las regiones (centros de reclusión) 

donde comúnmente habitan, sino también en otras ciudades, por ende, se evidencia un desarraigo 

familiar, además que no cuentan con los recursos económicos para desplazarse hacia el centro 

y/o estar en permanente contacto. Esta misma situación recae sobre los pueblos indígenas, 

quienes constantemente presentan dificultades para la comunicación con sus familiares, además 

que las relaciones se caracterizan por ser distantes (igual que para las comunidades 

afrocolombianas) (Rey, 2020). En el caso de las mujeres privadas de la libertad que son 

extranjeras, no tienen familiares y/o personas allegadas en la región, que se consoliden como 

redes de apoyo para la atención de necesidades (básicas, socioafectivas, entre otras) (INPEC, 

2020).  
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Por último, en cuanto a la situación de los/as hijos/as que conviven con ellas en el 

establecimiento, hasta el mes de agosto, según Rey (2020) solo había un niño adscrito a los 

servicios de atención integral y educación inicial que ofrece el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar ï ICBF, al interior de los centros de reclusión. De acuerdo con Medina (2020), los 

espacios de permanencia, convivencia y socialización de los/as niños/as menores de tres años y 

sus madres son diferentes a los demás pabellones. Es decir, se encuentran en los pabellones de 

mediana seguridad en los que existen pasillos ñespeciales diferenciadosò y las celdas no son 

compartidas. Durante la semana los/as niños/as están de 8:00 am a 4:00 pm al cuidado de los 

agentes educativos del ICBF en el Centro de Desarrollo Infantil, que está al interior del centro. 

En el caso de que el fin de semana no sean retirados del establecimientos por sus familiares, 

ellos/as pueden permanecer con sus madres en los espacios anteriormente mencionados.  

 

3.2.3. Características de la situación educativa.  

 

Acorde con el INPEC (2020), el nivel educativo de las PPL al momento de su ingreso a 

los establecimientos penitenciarios y/o carcelarios se clasifica en 11 categorías (desde la 

condición de iletrado hasta el nivel de especialización). En este sentido, las estadísticas 

nacionales y generales (mujeres y hombres), a la fecha de agosto 2020, demuestran que: 4.9% de 

PPL ingresaron siendo iletrados, 33.6% han cursado y culminado algún grado de básica primaria 

(Ciclo 1 y Ciclo 2), el 57.9% corresponde a la PPL con algún grado de básica secundaria o media 

vocacional (Ciclo 3, 4, 5 y 6), el 3.3% han cursado estudios de educación superior en sus 

diversas modalidades (técnico, tecnológo y pregrado universitario), y solo el 0.3% tienen una 

especialización en un área profesional.  

 

En lo referente a la representación estadística de la población femenina en las cifras 

mencionadas anteriormente, el INPEC (2020) demuestra que: el 3.5% mujeres PPL se clasifican 

en el grupo de iletrados (porcentaje inferior al de los hombres), el 29.7% han cursado y/o 

culminado grados de educación básica primaria, mayoritariamente el Ciclo 2 (4º y 5º de 

primaria), el 60.6% corresponde a las mujeres PPL con un grado de básica secundaria o media 

vocacional, principalmente el Ciclo 6 (11º grado), es decir, son bachilleres; este porcentaje es 

superior al de los hombres. Por otra parte, el 5.5% tienen estudios en educación superior (con 
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mayor frecuencia de estudios técnicos) y el 0.7% cuenta con una especialización en un área 

profesional. Cabe destacar que estos últimos porcentajes también son superiores a las cifras 

relacionadas con la población masculina.  

 

Estos perfiles coinciden con lo expuesto sobre la situación educativa de las mujeres PPL 

de la reclusi·n ñLa Badeaò. Alonso y Yag¿e (2020), Rey (2020) y Medina (2020) apuntan que 

los niveles de formación de esta población son básicos, entre grados de primaria y secundaria. 

Muchas son bachilleres y/o se encuentran en el proceso de finalizar sus estudios secundarios. El 

porcentaje de mujeres con estudios superiores y/o una especialización es muy bajo. No obstante, 

las oportunidades educativas que ofrece el establecimiento, les ha permitido continuar su proceso 

de formación (educación formal, informal y educación para el trabajo y el desarrollo humano), a 

través de convenios con instituciones superiores de educación, entre otras (SENA, UNAD, etc.).  

 

Cabe destacar que en el marco de la atención y tratamiento penitenciario, y sus diversos 

componentes (desarrollo de habilidades productivas, psicosocial y educación), se desarrollan 

actividades de trabajo, estudio y enseñanza, de cultura, deporte y recreación, así como también 

relacionadas con la asistencia, atención e intervención psicológica, atención y apoyo a grupos 

con condiciones excepcionales, atención social, atención familiar y apoyo espiritual (INPEC, 

2019b; 2020). El INPEC (2020) registra la participación de las mujeres de la Regional Viejo 

Caldas, demostrando que: 511 mujeres están vinculadas a las actividades de educación, y 34 

mujeres asumen el rol de monitoras en las áreas de salud, laboral y educativa (actividades de 

enseñanza); perfiles seleccionados seg¼n su nivel educativo. En el contexto espec²fico de ñLa 

Badeaò, Rey (2020) apunta que en la actualidad hay 115 mujeres adscritas a las actividades de 

educación (convenio con la Institución Educativa Santa Sofía de Dosquebradas, Risaralda) y hay 

16 vinculadas a las actividades de enseñanza (monitoras educativas). Con respecto a las 

estadísticas de la participación en los programas psicosociales, el INPEC (2020) no presenta 

cifras diferenciadas por población (hombres y mujeres), únicamente se conocen aquellas 

generales para la Regional Viejo Caldas, demostrando un dato alarmante relacionado con la 

atención y apoyo a grupos con condiciones excepcionales, puesto que, registra como un servicio 

ausente y sin participación, a pesar de que, en la caracterización de la población si se reconozca 

la permanencia de estos grupos en las reclusiones. 
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3.2.4. Características del estado de salud.  

 

A nivel nacional, según el INPEC (2019b), en el estado de salud de la PPL prevalecen las 

enfermedades infectocontagiosas debido a factores de la calidad del agua, el entorno y la 

provisión de alimentos en los establecimientos. Así mismo, se destacan cifras altas relacionadas 

con drogodependencias y enfermedades mentales y/o sintomatología depresiva, de ansiedad y 

estrés, por efectos de la prisionalización. Para el INPEC (2020), la percepción de la enfermedad 

en la población de adultos mayores es más latente, además, las expresiones psicopatológicas con 

mayor frecuencia son la depresi·n y el estr®s. En el contexto de la reclusi·n de mujeres de ñLa 

Badeaò, de acuerdo con Rey (2020) y Medina (2020), en el estado de salud de este colectivo 

sobresalen patologías crónicas, tales como: hipertensión (mayoritariamente en las adultas 

mayores), pancreatitis (en mujeres pertenecientes a pueblos indígenas, básicamente por causa del 

cambio de alimentación), gastritis y enfermedades del colón. En las patologías infecciosas solo 

incluyen el Virus de la Inmunodeficiencia Humana ï VIH, pero realmente son pocas las mujeres 

diagnosticadas, y se atañen principalmente al sector LGTBI.  

 

3.2.5. Características sociolaborales.  

 

En las entrevistas realizadas a los profesionales penitenciarios de la reclusión de mujeres 

ñLa Badeaò, Rey (2020) y Medina (2020) exponen que la actividad laboral o econ·mica 

principal de la población femenina antes del internamiento se asocia con empleos sin contratos 

y/o actividad informal. La mayoría se dedicaban a labores del hogar, se desempeñaban como 

independientes, con poca vinculación a empresas, y con una ausencia de estabilidad laboral. 

Además, tal y como se abordado en los apartados anteriores, el sostenimiento económico  

familiar y personal se derivaba de actividades delictivas, fundamentalmente del tráfico, 

fabricación o porte de estupefacientes.  

 

Referente a la situación sociolaboral durante el internamiento, Alonso y Yagüe (2020) 

describen que alrededor de un 20% y 30% de las mujeres son trabajadoras internas del 

establecimiento, desempeñándose en actividades laborales como: cocina, limpieza y aseo, 

jardinería, panadería, bibliotecarias, anunciadoras, auxiliares de jardín infantil, lavandería, 
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manipulación de alimentos, recuperador ambiental, ranchería, agricultura, confección 

(producción de uniformes y botas para dotación de la PPL), artes gráficas, cuero y calzado, 

bisutería, cerámica, telares y tejidos, material reciclado, lencería y bordados, entre otros. Al 

respecto, el INPEC (2020) reporta que en la Regional Viejo Caldas se cuenta con la participación 

de 399 mujeres vinculadas a las actividades de trabajo (industriales, agropecuarias, artesanales y 

de servicios con carácter ocupacional). En este punto es importante recordar que solo el grupo de 

mujeres condenadas tienen acceso a estas oportunidades laborales para generar ingresos y 

descontar tiempo en el cumplimiento de la pena.  

 

3.3. Cultura organizacional de la agencia 

 

3.3.1. Agencia operadora.  

 

3.3.1.1. Nombre/titularidad. 

 

La agencia operadora corresponde a la Asociación Colombiana de Pedagogía Social y 

Educación Social ï ASOCOPESES.  

 

3.3.1.2. Misión y visión. 

 

De acuerdo con ASOCOPESES (2017), en sus estatutos se plantea como misión: 

 

Contribuir al mejoramiento de la calidad de vida de sus asociados, así como de las personas, los 

grupos, las comunidades y ecosistemas a través de la consolidación de la pedagogía social y la 

educación social y todos sus ámbitos y enfoques vinculados a la innovación, investigación y 

transformación socioeducativa de los territorios, sus regiones y del país. (Artículo 4) 

 

Así mismo, la visión corresponde a: 

 

Con la participación activa de sus asociados en vinculación con las instituciones, entidades, redes 

y alianzas regionales, nacionales e internacionales la ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE 

PEDAGOGIA SOCIAL Y EDUCACIÓN SOCIAL será la principal organización colombiana a 
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nivel científico, académico y social en el ámbito sociopedagógico y socioeducativo y 

se  configurará como el ente articulador entre las universidades vinculadas a sus asociados, las 

administraciones públicas, el sector privado y productivo, así como con la sociedad civil, en 

permanente cooperación con la Sociedad iberoamericana de Pedagogía Social (SIPS), a fin de 

mejorar el bienestar de sus asociados y la comunidad en general desde una nueva cultura de paz. 

(ASOCOPESES, 2017, Artículo 5) 

 

3.3.1.3. Objetivos.  

 

ASOCOPESES (s.f.; 2017) tiene como objetivos: 

 

Realizar planes, programas, proyectos dentro de los campos de la pedagogía social vinculados 

con: la innovación y la investigación en Pedagogía Social; la capacitación en Pedagogía Social y 

sus ámbitos de intervención; la dinamización de redes del área, interdisciplinares y 

transdisciplinares locales, nacionales e internacionales, especialmente latinoamericanas e 

iberoamericanas; la promoción del sector profesional y laboral en los campos socio-pedagógicos 

y socioeducativos; la evaluación socioeducativa; la consultoría y asesoría en política pública 

socioeducativa y programas académicos vinculados con la pedagogía social; la promoción 

sociocultural, la circulación y el favorecimiento de la madurez y desarrollo social de todas las 

poblaciones y las comunidades; la atención y la acción socioeducativa del ámbito rural y urbano 

desde la sostenibilidad, la educación ambiental y sustentable; la educación indígena, la 

etnoeducación y la educación intercultural; el aprendizaje a lo largo de la vida, la educación no 

formal de personas adultas y mayores; y la educación intergeneracional; la educación popular y la 

animación sociocultural; la atención y educación no formal de la infancia, la adolescencia y de la 

juventud, la promoción y prevención en salud desde el ámbito no formal, la reducción de la 

pobreza y de la desigualdad, la rehabilitación social de adolescentes, jóvenes, personas 

drogodependientes, población reclusa, y desvinculados del conflicto armado ex-guerrillera; la 

dinamización y el desarrollo comunitario; la prevención y acción social y educativa con víctimas 

de trata y tráfico de personas, migración y desplazamiento forzado, víctimas de violencia 

intrafamiliar, de género o sociopolítica; la formación e inclusión sociolaboral y educativa, 

inclusión de personas en situación de discapacidad, así como la convivencia plural a nivel social, 

familiar y escolar, la igualdad desde la diversidad de género, educación afectivo-sexual, la 

promoción de las mujeres y la población LGTBIQ; el desarrollo familiar; la reinserción, la 

mediación y educación en procesos de justicia restaurativa; el acompañamiento socioeducativo de 
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cualquier situación de dificultad o vulneración así como de potencialidad y de capacidad; la 

participación y la acción para la responsabilidad ciudadana y democrática, la autonomía, la 

solidaridad, la convivencia social y escolar; así como la educación para la paz, construcción de 

cultura de paz y la calidad de vida y ñbuen vivirò para toda persona, territorio y pueblo desde la 

dignidad humana y los Derechos Humanos - derechos ambientales. (Artículo 6) 

 

3.3.1.4. Historia. 

 

ASOCOPESES fue registrada e inscrita en la Cámara de Comercio del departamento del 

Atlántico (Caribe Colombiano) el día 19 de septiembre de 2017 (NIT 901.115.783-1). No 

obstante, a partir de una trayectoria de trabajo colaborativo y experiencias de cooperación 

interinstitucional, desde el 08 de mayo del mismo año, se desarrolló la Asamblea Ordinaria de 

Discusión, con el fin de concretar acciones como: aprobación de los estatutos, elección de junta 

directiva y la elección del revisor fiscal. En este sentido, los miembros fundadores y la primera 

junta directiva se conformaron de la siguiente manera: 1) Presidente: Francisco José del Pozo 

Serrano, 2) Vicepresidenta: Teresita de Lourdes Bernal Romero, 3) Secretario: Jairo Alberto 

Martínez Idárraga, 4) Vocal: Martha Lucía Izquierdo Barrera, 5) Vocal: Claudia María López 

Ortíz, y 6) Vocal: María del Mar García Vita. Así mismo, ASOCOPESES cuenta con un revisor 

fiscal, identificado como Fernando Enrique Benítez Pretel. Esta junta fundadora y directiva tiene 

una representación nacional con vinculación en Bogotá, Pereira y Barranquilla (ASOCOPESES, 

s.f.).  

Cabe destacar que, en las primeras asambleas extraordinarias, se estructuraron los 

capítulos de la asociación, eligiendo sus representantes y distribuyendo los tópicos para abordar 

desde cada región, teniendo en cuenta la experticia profesional, ámbitos de intervención de cada 

representante y la vinculación a las diversas instituciones educativas, sociales, etc. En este 

sentido, los capítulos de ASOCOPESES se constituyeron así: Capítulo Región Caribe (medio 

penitenciario y paz, familias, igualdad y drogas), Capítulo Eje Cafetero (justicia juvenil, trata de 

personas, desarrollo comunitario, etnoeducación y educación intercultural, igualdad de género y 

familia), Capítulo Cundinamarca (protección de infancia y adolescencia), y Capítulo Huila y 

Sur (construcción de cultura de paz e inclusión) (Junta directiva ASOCOPESES, 2018).  
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Otro hito histórico de ASOCOPESES es su registro como entidad en el Departamento 

Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación ï COLCIENCIAS, el 21 de mayo de 2018. 

(ASOCOPESES, s.f.).  

 

3.3.1.5. Naturaleza de la entidad y población que atiende.  

 

ASOCOPESES consta de una naturaleza civil y responsabilidad limitada, 

constituyéndose como una entidad sin ánimo de lucro y de carácter privado (ASOCOPESES, s.f.; 

2017). Con respecto a la población participante de las acciones socioeducativas, ésta se asocia 

con el territorio colombiano abordado desde los distintos capítulos mencionados anteriormente 

(Región Caribe, Eje Cafetero, Cundinamarca y Huila y Sur).  

 

3.3.1.6. Ubicación.  

 

Según el artículo 2 de los estatutos de ASOCOPESES, el domicilio principal de la misma 

corresponde al municipio de Barranquilla - departamento del Atlántico (ASOCOPESES, 2017). 

No obstante, ésta se dirige en modalidad virtual y tiene representación nacional de la junta 

directiva y fundadora con vinculación en Bogotá y Pereira. 
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3.3.1.7. Organigrama.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 8. Organigrama de la junta directiva de ASOCOPESES 

Fuente: ASOCOPESES (s.f.). 

 

Con relación a los asociados, en los estatutos se establece que la asociación tiene tres 

clases de categorías de asociados, las cuales son: 

 

9.1. Asociados fundadores: son aquellas personas naturales que hayan intervenido legalmente en 

la constitución de la asociación firmando la respectiva acta de constitución, 9.2. Asociados 

ordinarios: tienen esta categoría las personas naturales que fueron admitidas por la junta 

directiva previo el lleno de los requisitos estatutarios, esto después de creada y puesta en marcha 

la asociación, y 9.3. Asociados honorarios: tienen esta categoría las personas naturales que por 

determinación de la junta directiva y visto bueno final de la asamblea general de asociados, sean 

declarados como tal, en consecuencia a la especial colaboración o aportes trascendentales en 

beneficio de los objetivos de la asociación. (ASOCOPESES, 2017, Artículo 9) 

 

En la actualidad, ASOCOPESES cuenta con un asociado honorario (Francisco José del 

Pozo Serrano; anterior presidente) y aproximadamente 16 asociados ordinarios. 
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3.3.1.8. Objetivos de ASOCOPESES vinculados al contexto de intervención.  

 

Según ASOCOPESES (2017) sus objetivos radican en el desarrollo de planes, programas 

y proyectos dentro de los diversos ámbitos de intervención de la pedagogía social. En lo 

referente a este trabajo de grado, teniendo en cuenta el contexto y agencia receptora en el que se 

desarrolla (Reclusi·n de Mujeres ñLa Badeaò), estos objetivos se enfatizan en:  

 

6.7. la promoción sociocultural, la circulación y el favorecimiento de la madurez y desarrollo 

social de todas las poblaciones y las comunidades; 6.12. la atención y educación no formal de la 

infancia, la adolescencia y de la juventud, la promoción y prevención en salud desde el ámbito no 

formal, la reducción de la pobreza y de la desigualdad, la rehabilitación social de adolescentes, 

jóvenes, personas drogodependientes, población reclusa, y desvinculados del conflicto armado 

ex-guerrillera; 6.13. la dinamización y el desarrollo comunitario; 6.16. la igualdad desde la 

diversidad de género, educación afectivo-sexual, la promoción de las mujeres y la población 

LGTBIQ; 6.17. el desarrollo familiar; 6.18. la reinserción, la mediación y educación en procesos 

de justicia restaurativa; 6.19. el acompañamiento socioeducativo de cualquier situación de 

dificultad o vulneración así como de potencialidad y de capacidad. (ASOCOPESES, 2017, 

Artículo 6) 

 

3.3.2. Agencia receptora.  

 

3.3.2.1. Nombre/titularidad. 

 

La agencia receptora corresponde a la reclusi·n de mujeres ñLa Badeaò de Dosquebradas 

(Risaralda).  

 

3.3.2.2. Misión y visión. 

 

De acuerdo con la información suministrada por una de las personas entrevistadas, todos 

los establecimientos carcelarios que son liderados por el INPEC, acogen los aspectos de cultura 

organizacional que son dispuestos a nivel nacional por la institución. En este sentido, no hay una 

misi·n y visi·n espec²fica para ñLa Badeaò, sino que es necesario revisar la informaci·n 

correspondiente al INPEC como institución competente.  




